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 ACTA APROBADA
SESIÓN ORDINARIA No. 2591
FECHA:		Jueves 18 de diciembre del 2008
HORA:	7:30 a.m.
LUGAR:	SALA DE SESIONES DEL CONSEJO INSTITUCIONAL, SEDE 
CENTRAL DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA
DIRECTORES
M.Sc. Eugenio Trejos 	Rector y Presidente 
MAE. Roberto Gallardo Loría	Profesor del ITCR
Ing. Carlos Badilla Corrales  	Profesor del ITCR
M.Sc. Rocío Poveda Picado 	Representante Comunidad Nacional
Lic. Johnny Masís Siles	Funcionario Administrativo del ITCR
Dra. Lilliana Harley Jiménez 	Funcionaria Administrativa del ITCR
Máster Rosaura Brenes Solano	Profesora del ITCR 
Sr. Víctor Estrada Fernández 	Estudiante del ITCR
Sr. Luis González Chacón	Estudiante del ITCR 
Sr. Javier Brenes Alfaro	Estudiante del ITCR
Ing. Dennis Mora Mora	Egresado del ITCR
FUNCIONARIOS
Licda. Bertalía Sánchez Salas	Directora Ejecutiva de la Secretaría 
	del Consejo Institucional
Lic. Isidro Álvarez Salazar	Auditor Interno 
AUSENTES
Máster Sonia Barboza Flores	Profesora del ITCR, ausencia justificada
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Se inicia la Sesión a las 8:20 a.m., con la presencia del MSc. Eugenio Trejos, quien preside, Sr. Luis González, Sr. Víctor Estrada, Dra. Lilliana Harley, Lic. Isidro Álvarez, Máster Rosaura Brenes, MAE. Roberto Gallardo e Ing. Carlos Badilla.
El señor Eugenio Trejos justifica la ausencia de la señora Sonia Barboza, quien por motivos personales estará ausente en esta Sesión. 
ASUNTOS DE TRÁMITE
CAPÍTULO DE AGENDA
ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
El señor Eugenio Trejos procede a la lectura de la agenda del día.
Se somete a votación y se aprueba de la siguiente manera  7 votos a favor, 0 en contra. 
Por lo tanto, la agenda queda de la siguiente manera:
ASUNTOS DE TRÁMITE
Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Informe de Correspondencia (documento anexo)
3. Informes de Rectoría
4. Propuestas de Comisiones
5. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
6. Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
7. Firmeza del acuerdo tomado en la Sesión ordinaria No. 2590, Art. 15 de 11 de diciembre del 2008 “Respuesta a las observaciones hechas por el Dr. Gerardo Meza C.  al acuerdo tomado en Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008 titulado: “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de Trato en el ITCR interpuesta por la Profa. Ing. Ivonne Vásquez Esquivel en contra del Rector M.Sc. Eugenio Trejos Benavides.” (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
ASUNTOS DE FONDO
8. Modificar los incisos a y b del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 2529, Artículo 15, del 27 de setiembre del 2007 “Creación y renovación de plazas financiadas con recursos del Fondo del Sistema del Consejo Nacional de Rectores (CONARE)” (A cargo de la Presidencia)
9. Liberación de las plazas nuevas temporales creadas con el Fondo del Sistema, creadas en la Sesión Extraordinaria No. 2578, Artículo 3A, del 29 de setiembre del 2008, del Programa 1 Administración  (A cargo de la Presidencia)
10. Creación de la Escuela de Educación Técnica (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos)
11. Resolución respecto al procedimiento de Contratación Directa Nº 2008CD-000513-APITCR “Asesor Legal Externo para el Consejo Institucional”, según acuerdo del Consejo Institucional de Sesión Ordinaria No. (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
12. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Criminología de Costa Rica, Expediente Legislativo No. 17.100” (A Cargo de la Presidencia)
13. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Adición de un párrafo final Artículo 3 de la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en el  Sector Público”, que se  tramita bajo expediente legislativo No. 17048 (A Cargo de la Presidencia)
ASUNTOS VARIOS
14. Varios
15. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
CAPÍTULO DE CORRESPONDENCIA
ARTÍCULO 2.	Informe de correspondencia
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:
Correspondencia remitida al Presidente del Consejo Institucional:
1. AUDI-329-2008  Memorando con fecha 15 de diciembre del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual da respuesta al acuerdo tomado por el Consejo Institucional, Sesión No. 2586, Art. 12 del 13 de noviembre del 2008, “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de trato en el ITCR (prevista en el Estatuto Orgánico, Artículo 18 inciso k), interpuesta por la Prof. Ivonne Vásquez Esquivel”  (SCI-1512-12-2008)
Se toma nota.   Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
2. CU-2008-736  Nota con fecha 4 de diciembre del 2008, suscrito por la Licda Ana Myriam Shing S., Coordinadora General de la Secretaría del Consejo Universitario de la UNED, dirigido al Dr. Dagoberto Arias A., Presidente Interino del Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Universitario de la UNED en Sesión No. 1956-2008 Art. III inciso 5, del 28 de noviembre del 2008, que dice: “Tomar nota del pronunciamiento del Consejo Institucional del ITCR sobre el proyecto de “Ley Especial para reducir la deuda pública mediante la venta de activos ociosos o subutilizados del sector público. Exp. No. 16.512”  (SCI-1510-12-2008)
Se toma nota. 
3. VAD-440-2008  Memorando con fecha 10 de diciembre del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración y el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite las fechas relevante y lineamientos para la Formulación del PAO y Presupuesto 2010 (SCI-1498-12-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
4. AUDI-334-2008  Memorando con fecha 15 de diciembre del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el informe de autoevaluación de calidad de la actividad de la Auditoría Interna durante el período 2007, así como el plan de mejoras propuesto.  (SCI-1517-12-2008)
Se toma nota.
Correspondencia remitida al Consejo Institucional:
5. VIESA-944-2008 Memorando con fecha 10 de diciembre del 2008, suscrito por la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de VIESA, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el informe de los resultados del Examen de Admisión 2008-2009. (SCI-1504-12-2008)
Se toma nota en el seguimiento de la ejecución de los acuerdos y se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos 
6. SCU-1980-2008  Nota con fecha 5 de diciembre del 2008, suscrita por la Sra. Sandra León, Secretaria del Consejo Universitario de la Universidad Nacional, dirigido al Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado en la Sesión No. 2976 Art. VIII, inciso único, celebrada el 4 de diciembre del 2008, “Pronunciamiento del Consejo Universitario de la UNA sobre el decreto ejecutivo No. 34850-MSP, que agrega al Reglamento a la Ley de Armas y Explosivos un nuevo Artículo 19”  (SCI-1506-12-2008)
Se toma nota. 
7. CICI-026-2008 Memorando con fecha 11 de diciembre del 2008, suscrito por la Licda. Ana Lizeth Rodríguez B., Coordinadora de la Comisión del CICI, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite solicitud y recomendaciones para la conformación de los grupos Consultivos para el SEVRI-TEC, según acuerdo tomado por el CI. en la Sesión No. 2588, Art. 10 del 28 de noviembre del 2008.  (SCI-1514-12-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
8. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 9 de diciembre del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el proyecto “Ley de Conservación de la Vida Silvestre. Exp. 17.054” (SCI-1494-12-2008)
Se toma nota.  ¿?
9. FEITEC-446-2008  Memorando con fecha 10 de diciembre del 2008, suscrito por la Sra. Adriana Aguilar L., Secretaria Administrativa de la FEITEC, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Ejecutivo Sesión No. 23-2008-2009, del 8 de diciembre del 2008, referente al nombramiento de representante estudiantil ante el Consejo de Planificación Institucional, siendo la persona asignada el Sr. Víctor Estrada. (SCI-1509-12-2008)
Se toma nota. Se traslada al Consejo de Planificación Institucional
10. CEDA-427-2008  Memorando con fecha 9 de diciembre del 2008, suscrito por el MA. Ulises Rodriguez G., Director del CEDA, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite para información del Consejo Institucional el Manual de las Normas del CEDA vigentes desde el 2008.    (SCI-1496-12-2008)
Se toma nota.
11. VIDA-1228-2008  Memorando con fecha 16 de diciembre del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigida a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual solicita incluir en la agenda el Informe de Avance del Proyecto Tec-Digital para ser presentado al Consejo Institucional para información. (SCI-1519-12-2008)
Se toma nota  ¿?
12. AE-787-2008  Memorando con fecha 2 de diciembre del 2008, suscrito por el MBA. José Martínez Villavicencio,  Director de la Escuela de Administración de Empresas, dirigido al Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, con copia al Consejo Institucional, en el cual da respuesta al Oficio AUDI-315-2008, respecto a la apertura del procedimiento disciplinaria en contra de la Ingra. Ivonne Vázquez. (SCI-1520-12-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
13. Tarjeta Navideña de la Vicerrectoría de Docencia en la cual desea a todos los integrantes del Consejo Institucional una Feliz Navidad y un Próspero Año 2009. 
Se toma nota. 
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional:
14. DFC-2208-2008  Memorando con fecha 8 de diciembre del 2008, suscrito por el MBA. Jorge Mena C., Director del Departamento de Financiero Contable, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite información respecto al Oficio AUDI-308-2008 “solicitud de criterio a la Comisión de Planificación y Administración sobre la clasificación del gasto que se diera con los recursos que se incorporaron en el Presupuesto Extraordinario 2-2008” (SCI-1499-12-2008)
Se toma nota 
15. CEA-173-2008 Memorando con fecha 9 de diciembre del 2008, suscrito por la Licda. Gabriela Roldán V., Coordinadora del Comité de Examen de Admisión, dirigido a la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual solicita audiencia a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, con el fin de aclarar algunos aspecto a la aprobación de los  pesos y ponderaciones para el 2010. (SCI-1495-12-2008)
Se toma nota. 
16. CEDA-425-2008  Memorando con fecha 9 de diciembre del 2008, suscrito por el MA. Ulises Rodríguez G., Director del CEDA, dirigido a la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual informa sobre la posición del CEDA respecto al programa de Educación Técnica. (SCI-1496-12-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente 
17. AUDI-330-2008  Memorando con fecha 15 de diciembre del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al Carlos Badilla C., Coordinadora de la Comisión de Vinculación Externa Remunerada, en el cual solicita audiencia para comentar verbalmente el borrador del informe sobre “Verificación de cumplimiento de criterios señalados por la División de Asesoría y Gestión Jurídica de la Contraloría General de la República  en el Oficio No. 04934 (DAGJ-0478-2007)  (SCI-1516-12-2008)
Se toma nota.
18. SCI-871-2008  Memorando con fecha 11 de diciembre del 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid V., Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido al Carlos Badilla C., Coordinadora de la Comisión Especial de Valoración de Ofertas, en el cual remite pronunciamiento sobre la contratación de Asesoría Legal externa, gestiones incoadas por el Lic. Ronald Powan ante la Comisión Especial de Valoración de Ofertas. (SCI-1508-12-2008)
Se toma nota. 
19. AP-1460-2008  Memorando con fecha 16 de diciembre del 2008, suscrito por el Lic. Walter Sequeira, Director de Aprovisionamiento, dirigido al Lic. Carlos Badilla C., Coordinadora de la Comisión Especial de Valoración de Ofertas, en el cual informa que como complemento del Oficio AP-1402-2008 y visto el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, en la sesión ordinaria Nº 2571, artículo 12, inciso c), del 14 de agosto del 2008, corresponde a esa Comisión presentar a dicho Consejo una propuesta de adjudicación de oferta, para su discusión y aprobación.  Por lo cual, se recomienda se declare infructuosa la Contratación Directa supra indicada y sea elevada al Consejo Institucional como corresponde, para la declaratoria de infructuosa. (SCI-1515-12-2008)
Se toma nota. 
20. Nota sin referencia con fecha 10 de diciembre del 2008, suscrito por la Ing. Ivonne Vásquez, Profesora de la Escuela de Administración de Empresa y el Ing. José Alberto Díaz, Profesor de la Escuela de Electrónica, dirigido a la Comisión de Planificación y Administración, en el cual presentamos formal renuncia al plazo correspondiente al Consejo Institucional sobre el punto denominado: "solicitud de Recusación-Incidente de nulidad absoluta de los procedimientos 02-2007 y 11-2007 - Denuncia Publica", presentado ante el Consejo Institucional el 27 de noviembre de 2008 y dado que el Consejo Institucional”  y voluntariamente aceptan que el mismo se prorrogue hasta por treinta días más, esto es, que una vez cumplido el mes en el que el Consejo debe resolver, el plazo se extienda por otros treinta días naturales adicionales.  (SCI-1502-12-2008)
Se toma nota. 
21. Nota sin referencia y sin remitente, con fecha 17 de noviembre del 2008, dirigida al Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, con copia al Ing. Carlos Badilla C., Integrante del Consejo Institucional, en el cual presentan formal denuncia en contra de funcionarios del Departamento de Financiero Contable y solicita que sea admitida la misma por esta dependencia y se sienten las investigaciones y sanciones que correspondan. (SCI-1511-12-2008)
Se toma nota. 
22. VIESA-946-2008 Memorando con fecha 11 de diciembre del 2008, suscrito por la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de VIESA, dirigido a la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual solicita atender la el Oficio CEA-173-2008 del Comité de Examen de Admisión, con el fin de aclarar lo referente a los componentes del Examen de Admisión 2008-2009. (SCI-1513-12-2008)
Se toma nota. 
ADDENDUM DE CORRESPONDENCIA
23. AUDI-333-2008  Memorando con fecha 15 de diciembre del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración en el cual remite el Oficio AUDI-AS-018-2008 “Observaciones sobre el Convenio entre el ITCR y la Asociación deportiva y Recreativa (ADERTEC)”  (SCI-1518-12-2008)
Se toma nota
24. VAD-450-2008  Memorando con fecha 16 de diciembre del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual adjunta el Estudio Técnico en respuesta al acuerdo tomado por el CI en la Sesión No. 2578, Artículo 3A, del 29 de setiembre del 2008, sobre la creación de plazas nuevas temporales con recursos del Fondo del Sistema 2009, inciso b. “Condicionar la contratación de personal para ocupar las plazas en el Programa 1 “Administración”, a la presentación por parte de la Administración de un análisis o estudio técnico que demuestre la necesidad de las mismas, de acuerdo con cargas de trabajo, el uso de sistemas informáticos y mejoras posibles en el sistema de trabajo”.  (SCI-1521-12-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente.
El  señor Luis Fernando González solicita información sobre nota registrada mediante el oficio CU-2008-736, en cuanto indica que se toma nota del pronunciamiento del Consejo Institucional del ITCR, solicita se le explique al respecto.
La señora Bertalía Sánchez, responde que únicamente se da un  acuse de recibo del acuerdo tomado por este Consejo. 
El señor Luis Fernando González consulta sobre la nota registrada mediante Boleta de comunicado,  “Ley de Conservación de la Vida Silvestre”  y solicita que se dirija a la Federación de Estudiantes para que ellos puedan pronunciarse.
El señor Eugenio Trejos  solicita  que se le traslade también a la Escuela de Ing. Forestal. 
El señor Víctor Estrada se refiere a la nota registrada sin referencia y sin remitente, sobre una denuncia a funcionarios del Departamento de Financiero Contable y solicita lectura de la misma.
El señor Carlos Badilla detalla que por el momento se mantendrá en discreción mientras se hace la investigación respectiva.
La señora Bertalía Sánchez procede con la lectura del documento.
El señor Isidro Álvarez menciona que la Auditoría Interna le dio proceso de admisibilidad; posteriormente la Auditoría Interna tomará la decisión de atenderla o de archivarla y se comunica a las personas denunciantes en caso de que las hubiere, en este caso  no se comunica porque es anónima; no obstante a pesar de ser anónima no la desestimará.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591.
CAPÍTULO ASUNTOS DE RECTORÍA
ARTÍCULO 3.	Informe Asuntos de Rectoría 
El señor Eugenio Trejos B., Rector y Presidente del Consejo Institucional, informa sobre las actividades realizadas durante la semana del 11 al 17  de diciembre de 2008, detalladas de la siguiente manera:
1. FIESTA NACIONAL DE JAPÓN
El jueves 11 de diciembre, en atención a la invitación que me curso el Señor Embajador de Japón acreditado en Costa Rica, Sr. Yamaguchi, participé en el Acto de Celebración de la Fiesta Nacional de Japón con motivo del Natalicio del Emperador de esa nación Akihito. El acto se realizó en la Residencia del Señor Embajador de Japón, en Rhormoser. 
2. EDIFICIO ANEXO DEL CENTRO ACADÉMICO SAN JOSÉ
El lunes 15 de diciembre recibió el Oficio 13407 de la Contraloría General de la República, en el que se me indica que no era necesario remitir a ese ente contralor el Convenio de Finiquito al Contrato de Usufructo amparado al Convenio de Préstamo N° 544/OC-CR (BID-CONARE) suscrito entre el ITCR y Consejo Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas (CONICIT). Por tanto, le ha solicitado al Departamento Financiero-Contable proceda a girar la suma de ciento noventa millones doscientos sesenta y seis mil doscientos colones exactos (190.266.250,00) a favor del CONICIT por concepto de indemnización de esa Institución. Con ello el edificio que actualmente alberga al CONICIT pasa a ser propiedad de nuestra Institución.
3. SISTEMA INSTITUCIONAL DE GESTIÓN AMBIENTAL
El lunes 15 de diciembre se reunió con la Licda. Teresa Salazar y la Licda. Hilda González, Profesora de la Escuela de Química, y la Ing. Emilia Zeledón, Profesora de la Escuela de Computación, con el propósito de brindarle seguimiento al  proceso de implementación del Sistema de gestión ambiental del TEC (SGA-TEC), así como Plan Anual de Gestión Ambiental para el año 2009, incorporado en el Plan Anual Operativo (PAO) para ese mismo año, el cual se detalla a continuación:
	OBJETIVO GENERAL
	OBJETIVO ESPECÍFICO
	META
	ACTIVIDADES

	3.  Fortalecer la cultura de planificación, calidad y rendición de cuentas en las acciones institucionales.
	3.1  Mejorar la efectividad de la planificación, la administración y control del riesgo, así como la toma de decisiones de los procesos de dirección institucional.
	3.1.1.3 Concluir la implementación del 20% restante del Sistema de Gestión Ambiental
	1.  Gestionar ante el Consejo Institucional la creación y aprobación de políticas específicas que correspondan al eje temático “Dimensión Ambiental”

	 
	 
	 
	2.  Incorporar en el PAO del 2010 de las diferentes vicerrectorías, escuelas y departamentos metas y objetivos ambientales

	 
	 
	 
	3. Brindar seguimiento al plan anual de Gestión Ambiental

	 
	 
	 
	4. Elaborar  los procedimientos generales de monitoreo y control exigidos por la norma ISO 14001

	 
	 
	 
	5. Difundir todos los procedimientos generales de monitoreo y control

	 
	 
	 
	6. Incluir responsabilidades ambientales dentro del manual descriptivo de puestos profesionales

	 
	 
	 
	7. Implementar las observaciones y recomendaciones producto de la preauditoría al sistema



Otras actividades por realizar que no se incorporaron en el Plan de Gestión Ambiental figuran la presentación ante el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones (MINAET), en el ejercicio de la Autonomía Universitaria, de dicho Plan de Gestión Ambiental, así como la atención de la  problemática que se plantea con los desechos químicos y productos de esa naturaleza sin uso en la institución.
4. REUNIÓN CON REPRESENTANTE DEL CENFOTEC
El lunes 15 de diciembre se reunió con el Ing. Ignacio Trejos Zelaya, Profesor de la Escuela de Computación y Director del Centro de Formación en Tecnologías (CENFOTEC), con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR desarrolle de manera conjunta la carrera de Ingeniería en Software. Ello bajo un modelo de articulación similar al empleado con los colegios universitarios para la impartición conjunta de la carrera de Turismo Sostenible. 
5. REUNIÓN CON EL NUEVO EMBAJADOR DE VENEZUELA
El lunes 15 de diciembre se reunió con el nuevo Embajador de la República de Venezuela acreditado en nuestro país, Dr. Nelson Pineda, y la Agregada Cultural de esa Embajada, Licda. Beglis Alfaro, con el propósito de suministrarles información acerca de los programas académicos que se desarrollan en nuestra Institución y de las posibilidades de fortalecer los programas de cooperación e intercambio académicos con las instituciones de educación superior de esa nación.
6. REUNIÓN CON PERSONEROS DEL BANCO NACIONAL
El martes 17 de diciembre se reunió con el Lic. Mario Corrales Retana, Director Regional de Crédito de la Región Cartago Sur del Banco Nacional, y el Lic. Carlos Zúñiga, Ejecutivo de Proyectos de ese banco, con el propósito de analizar las líneas de crédito y los planes de inversión de esa entidad bancaria para el financiamiento de obras de infraestructura. 
7. PROYECTO DE DESARROLLO DE CAPACIDADES PRODUCTIVAS DE MUJERES INDÍGENAS
El miércoles 18 de diciembre se reunió con la M.Sc. Ana Rosa Ruiz, Coordinadora del Programa de Equidad de Género, con el propósito de brindarle seguimiento al Proyecto de Generación de Capacidades Productivas en Grupos de Mujeres Indígenas de las comunidades de Amugre, Soki y Shoabb, ubicadas en Talamanca. En el mes de febrero del 2009 está programada la inauguración del Centro de Capacitación que se construyó en Amugre. Este proyecto se desarrolla con fuentes de financiamiento nacional (Fondo del Sistema) e internacional (Fudecooperación), y tiene un componente internacional que desarrolla en Benin, África. Con este  país se pretende desarrollar un modelo de sellos de calidad en microemprendimientos en grupos de mujeres indígenas. 
8.  XIX GRADUACIÓN DEL TALLER INFANTIL
El miércoles 18 de diciembre participó en el  XIX Acto de Graduación del Taller Psicopedagógico Infantil del ITCR que se realizó en el Gimnasio Armando Vásquez. En este acto se le rindió homenaje al Ex Rector del ITCR, Ing. Vidal Quirós, y a la Licda. Rita Vega, Directora de ese Taller Infantil, quien deja dicho cargo.
9.  PROCESOS JUDICIALES PENDIENTES O RESUELTOS EN EL II SEMESTRE 2008 
En atención a una solicitud y de conformidad con el Seguimiento de acuerdos tomados por el Consejo institucional al 30 de noviembre del 2008, el Lic. Carlos Segnini, Director de la Oficina de Asesoría Legal del ITCR, le remitió el Oficio AL-689-09, con fecha 17 de diciembre de 2008, en el que le comunica, por un lado, el procedimiento seguido por esa Dependencia para el refrendo de los contratos que se realizan en el ITCR y, por otro lado, el Informe de los procesos judiciales pendientes o resueltos en el segundo semestre del 2008. Adjunta copia de dicho informe.  
Sin embargo, por interés institucional puede resultar que un documento tenga carácter prioritario para institución, y dado que el señor May solo labora medio tiempo, podría darse al caso que temporalmente se hagan ambas funciones por una misma persona.  Se cree que esta práctica ha sido bastante erradicada, sin embargo esperamos que no sea necesario en el corto plazo, mediante el proceso de reorganización de la oficina que se esta gestando. 
En cuanto a que deben ser refrendados por esa dependencia, han dividido la función: el Lic. Danilo May Cantillano, quien está nombrado a medio tiempo, lleva a cabo  la revisión de los procesos, carteles, apelaciones o cualquier asunto concerniente con la materia.   Para ello impone su firma a un costado de los documentos revisados.  Posteriormente el Lic. Carlos Segnini refrenda el documento en la parte última de firma del documento. En caso de ser él u otra persona quien revisa el documento, el refrendo lo lleva a cabo el Licenciado May.  
Seguidamente el señor Eugenio Trejos hace entrega del documento denominado "Ayuda Memoria" correspondiente a la Sesión No. 37-2008 del  9 de diciembre del 2008,  para lo cual presenta una síntesis de los asuntos tratados en dicha reunión. 
1. Correspondencia
2. Informes del Rector
3. Presentación de SEVRI para el 2009
4. Centro de Transferencia  de la Zona Huetar Norte
5. Informe de proceso de admisión restringida 2009  
6. Varios 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591. 
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTÍCULO 4.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional.
CAPÍTULO DE PROPUESTAS
ARTÍCULO 5.	Propuestas de miembros del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de los miembros del Consejo Institucional.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Eugenio Trejos, presenta moción de orden, para adelantar el punto de agenda denominado: “Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema“, en razón de que para dar firmeza al punto 7 se requiere de 8 integrantes presentes. 
Se aprueba en forma unánime.
CAPÍTULO ASUNTOS DE FONDO
CONTINUACIÓN ASUNTOS DE TRÁMITE
ARTÍCULO 6.	Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema.
El señor Carlos Badilla presenta la propuesta denominada: “Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, la cual dice:
Considerando que: 
1. El Fondo del Sistema fue creado en la Sesión Nº 32-04 del CONARE, en donde el acuerdo específico reza:
“A partir del 2005, y por el resto del quinquenio, se destinará un porcentaje de los recursos adicionales para el FEES, que se derivan de la aplicación del nuevo Convenio de Financiamiento, al desarrollo de tareas de construcción del Sistema de Educación Superior Universitaria Estatal del país. Dicha parte del FEES se denominará Fondo del Sistema (FS).”
El Fondo del Sistema nació con el fin de contar con los recursos para la implementación del PLANES.
2. El Plan Nacional de la Educación Superior Universitaria Estatal 2006-2010 (PLANES), fue conocido por el Consejo Institucional del ITCR en la Sesión No. 2440, del 27 de octubre de 2005. 
3. El CONARE en la Sesión No. 39-05, aprobó los fondos del sistema, esto en observancia del inciso b., Art. 3 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal en Costa Rica, que establece como función del CONARE: 
“Aprobar el PLANES, previa consulta a los Cuerpos Colegiados Superiores de las Instituciones signatarias, los cuales deberán pronunciarse dentro del plazo requerido por el CONARE para ello”.
4. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2578 Art. 3B, del 29 de setiembre del 2008, aprobó los Proyectos financiados con Fondos del Sistema (Presupuesto Ordinario 2009), condicionando el total de la ejecución de los recursos hasta tanto:  
“i. 	El Consejo Institucional apruebe la propuesta de Lineamientos Internos que darán las pautas para la aprobación, seguimiento y evaluación de los distintos proyectos y actividades.
c. Condicionar el Proyecto denominado: Centro de Transferencia y Educación Continua, para lo cual la Comisión de Planificación y Administración, deberá  reunirse con el Consejo Asesor para el análisis del proyecto o modificación del mismo, y posterior presentación al Consejo Institucional.
5. Se recibió el oficio VIE-795-2008, con fecha 27 de octubre del 2008, suscrito por el Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de la VIE, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el informe de avance de las iniciativas interuniversitarias de Desarrollo Regional, durante el I Semestre 2008 y propuesta de Lineamientos específicos para el ITCR. 
6. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2584, trasladó a la Comisión de Planificación y Administración la propuesta de Lineamientos específicos para el ITCR.
7. La Comisión de Planificación y Administración solicitó mediante oficio SCI-783-2008, del 10 de noviembre del 2008, al MSc. José Andrés Masís B., Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior-CONARE, remitir certificación de los proyectos que tiene actualmente aprobados el Instituto Tecnológico de Costa Rica con Fondos del Sistema, así como el respectivo coordinador de cada uno de los proyectos. Sin embargo, a la fecha no se ha recibido respuesta alguna al respecto. 
8. Mediante correo electrónico se remite a la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia y al Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de VIE, el borrador de la propuesta de Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema, para su conocimiento y análisis y en caso de que hayan modificaciones sean enviadas a la comisión para su conocimiento. 
9. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 2 de diciembre del año en curso, concluyó con el análisis de la propuesta de Lineamientos y dispuso elevar la misma al pleno para su conocimiento y aprobación. 
10. Se recibió el oficio R-956-08, del 2 de diciembre del 2008, suscrito por el  MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, en el cual remite la Propuesta  Lineamientos internos para la formulación, aprobación y seguimiento de las acciones a desarrollar con el Fondo del Sistema. Indica que esta propuesta fue conocida y avalada por el Consejo de Rectoría en la Sesión Nº 36-08, artículo 4 del 2 de diciembre.
11. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 5 de diciembre del 2008, analizó de manera detallada la propuesta presentada por el Consejo de Rectoría. Del análisis realizado la Comisión formuló una nueva propuesta rescatando lo que esta consideró apropiado para ser presentada al Consejo Institucional. 
SE PROPONE:
a. Aprobar los siguientes Lineamientos internos para la aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema:
LINEAMIENTOS INTERNOS PARA LA FORMULACIÓN, APROBACIÓN, SEGUIMIENTO Y CONTROL DE TODAS LAS ACCIONES A DESARROLLAR CON LOS FONDOS DEL SISTEMA
LINEAMIENTOS GENERALES
I. Definiciones
1. Fondos del sistema: son recursos públicos que forman parte del FEES, separados con el fin de realizar acciones conjuntas entre las universidades estatales
2. Lineamientos CONARE:   lineamientos generales emitidos por CONARE que deben ser conocidos para su discusión y votación por el Consejo Institucional para que tengan vigencia interna.
3. Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema: lineamientos aprobados por el Consejo Institucional que regulan todas las fases desde la aprobación interna de los proyectos para ser presentados a CONARE, hasta el seguimiento y control  de las distintas acciones a ejecutar por las unidades del Instituto Tecnológico de Costa Rica. 
4. 	Tipos de acciones que serán financiadas por el Fondo del Sistema: Podrán financiarse con el Fondos del Sistema aquellas iniciativas en las que participe el ITCR, en forma individual o con otras instituciones de educación superior universitaria estatal de Costa Rica, y que estén debidamente consideradas en el PLANES
· Proyectos estratégicos (de alcance institucional liderados por una vicerrectoría o varias, en conjunto con las otras universidades en áreas como: inversión en formación de recurso humano, infraestructura, plataforma tecnológica, equipo científico tecnológico, etc)
· Programas docentes: oferta  de una opción de estudios en forma conjunta entre dos o más universidades estatales (apertura de posgrados conjuntos, licenciaturas y otros grados menores)
· Proyectos de vinculación: proyectos de investigación y extensión, iniciativas de desarrollo, proyectos de acción social.
· Proyectos relacionados con vida estudiantil 
· Proyectos relacionados con la administración
II.	Lineamientos para la Formulación de Propuestas: 
1. 	Los lineamientos de formulación varían de acuerdo al tipo de acción, a saber:
a) Propuestas para proyectos estratégicos
Las propuestas de proyectos estratégicos deben contar con la venia de las autoridades ejecutivas, entiéndase vicerrectores, y deben  formularse en apego a los planes institucionales, estratégicos y tácticos, o en su defecto a las políticas generales y específicas.  
b) Propuestas de programas docentes
La creación de programas docentes interuniversitarios donde participe el TEC deberá de formularse y aprobarse respetando la normativa interna en cuanto a la creación de nuevas ofertas académicas (entiéndase aprobación de los consejos de escuela respectivos y subsiguientes pasos de aprobación) y deberán de contar con el dictamen afirmativo del CEDA. 
La iniciativa de formulación de una nueva oferta docente puede ser generada por académicos o por escuelas que tengan contacto entre sí o bien por iniciativa del vicerrector de docencia quien deberá buscar la adscripción a una escuela afín. 
c) Proyectos de vinculación: 
Los proyectos de investigación, extensión o acción social deben formularse por los académicos, en respuesta a necesidades de grupos metas claramente identificadas, de acuerdo con las prioridades sugeridas por el vicerrector de investigación y extensión, y aprobadas por el Consejo de Investigación y Extensión. Para procurar participación amplia el vicerrector debe hacer una convocatoria abierta a la comunidad institucional, señalando áreas prioritarias, guías para la formulación y cronograma entre otros
Las iniciativas de desarrollo se formularán por los académicos en atención a las demandas detectadas por cada Comisión de Regionalización Interuniversitaria (CRI) y que hayan sido oficialmente comunicadas  por la Comisión Institucional de Regionalización.  
d) Proyectos relacionados con vida estudiantil (apoyo a la academia): Las propuestas serán formuladas en la Vicerrectoría para atender problemas claramente identificados y dimensionados con relación a la atracción, admisión y permanencia exitosa de estudiantes en el sistema estatal de educación superior, y en los que el ITCR tenga especial interés de resolver, así como la promoción de la calidad de vida para la comunidad institucional
Las propuestas de carácter estratégico deben ser avaladas por el Consejo Institucional antes de la presentación a CONARE.
e) Proyectos relacionados con la administración (apoyo a la academia)
Las propuestas en el área de administración o de apoyo a la academia deberán estar dirigidas a la mejora de procesos para asegurar un mejor servicio y una administración profesional y moderna. De acuerdo con este enfoque las prioridades serán definidas por los vicerrectores de administración y en el caso del ITCR deben  formularse por el Vicerrector en apego a los planes institucionales, estratégico y tácticos, o en su defecto a las políticas generales y específicas y en todo caso al ser de afectación a largo plazo, deben de contar con un el aval del Consejo Institucional, antes de su presentación al CONARE. 
2.	Cada propuesta de acción a ser financiada por fondos del sistema, debe al menos presentar los siguientes apartados:   
· Problemática u oportunidad a atender (justificación)
· Tipo de acción a desarrollar (estratégica, docente, de investigación o extensión, iniciativa de desarrollo, acción social, de vida estudiantil, de administración)
· Vinculación con el plan estratégico, o el táctico, y de no contar con estos aclarar su relación con las políticas generales y específicas
· Objetivo general y objetivos específicos
· Descripción detallada de la acción (global y específica para el ITCR)
· Productos esperados y formas de medición (indicadores)
· Forma de administración para el  desarrollo de la acción,  universidades y funcionarios participantes y funcionario responsable por el Instituto.
· Cronograma para la implementación y presentación de informes
· Recursos requeridos (presupuesto según la clasificación presupuestaria)
III. 	Lineamientos para la Aprobación de Propuestas
1.	Las instancias de aprobación, para posteriormente ser presentados al CONARE, según tipo de acción a financiar con Fondos del Sistema son: 
a) Propuestas para proyectos estratégicos: al ser de afectación a largo plazo deben de contar con el aval de Rectoría y del Consejo Institucional. Se considerará pertinencia y relación con el plan estratégico, planes tácticos y en su defecto, su relación con las políticas generales y específicas.
b) Propuestas de programas docentes: aprobación de las escuelas previo dictamen del CEDA, consejo de docencia y Consejo Institucional, según corresponda por tipo de programa.
c) Proyectos de vinculación: En todos se considerará la relación con el plan estratégico, planes tácticos y en su defecto con las políticas generales y específicas. Además se valorarán con rigor científico, así como su pertinencia e impacto con indicadores predefinidos.  La aprobación para cada caso, será de la siguiente manera en el orden que se anota:
· investigación y extensión: consejo de escuela, consejo de investigación y extensión (VIE)
· iniciativas de desarrollo: se hará según los lineamientos específicos para iniciativas de regionalización 
· proyectos de acción social: consejo de escuela, consejo de vicerrectoría respectiva
d) Proyectos relacionados con vida estudiantil: consejo de departamento, consejo de vicerrectoría y aprobación del Consejo Institucional
e) Proyectos relacionados con la administración (apoyo a la academia): aval de Rectoría y aprobación Consejo Institucional
IV. 	Lineamientos para la Ejecución Presupuestaria 
Dado que los fondos del sistema son recursos FEES y por tanto fondos públicos, estos están sujetos a la normativa presupuestaria aplicable.  Por tanto: 
a) Toda acción que resulte ser aprobada por CONARE para ser financiada con Fondos del Sistema contará con un responsable de la Institución, el cual estará a cargo del centro de costo respectivo. 
b) La participación de docentes en proyectos docentes, de investigación y extensión así como de vinculación (iniciativa de desarrollo, acción social) debe ser aprobada por el consejo de escuela y contemplada en la carga académica de cada funcionario.  Para esto el Consejo de Escuela debe tener conocimiento de la fuente de financiamiento para cubrir esta participación. 
c) La creación de plazas para cualquier acción financiada con Fondos del Sistema debe ser aprobada por el Consejo Institucional y seguirse los trámites internos regulares para la contratación de personal según el reglamento respectivo y serán remunerados según la estructura salarial vigente. 
d) Las ampliaciones de jornada o recargo se harán siguiendo los trámites regulares institucionales y se aplicarán únicamente para el desempeño de labores académicas.
e) Cualquier arreglo de horario debe ser aprobado por el superior inmediato
f) La participación en eventos de capacitación en el país o en el exterior se regirá por la normativa interna vigente en la Institución, según el Reglamento de Becas para el personal del ITCR.
g) La adquisición de bienes y servicios seguirá los trámites regulares institucionales.
h) Las modificaciones presupuestarias se harán de acuerdo al reglamento interno vigente.
i) Todo activo comprado con estos recursos está sujeto a la normativa institucional sobre control de activos.
j) Cualquier otra gestión necesaria para la ejecución presupuestaria también seguirá los trámites internos regulares.
V. 	Seguimiento y evaluación de las acciones en Ejecución
a) El seguimiento, evaluación y control de cada acción será responsabilidad de la unidad que la ejecuta, según se definió en el proceso interno de aprobación de la propuesta, sin menoscabo de la responsabilidad del encargado directo y su superior inmediato.
b) Para cada acción se definirá un cronograma para la presentación de informes de avance que consideren los objetivos, actividades y productos esperados. Además de medir el cumplimiento, se deben utilizar los indicadores de impacto previamente definidos y aprobados en cada propuesta.  
c) Cualquier desvío de lo objetivos, productos a lograr, cronograma u otro deberá ser comunicado al superior inmediato y éste a la instancia correspondiente para lo que proceda.
d) Toda solicitud de ampliación de plazo, presupuesto, etc. debe ser tramitada ante la instancia de aprobación interna a la que está sujeta cada acción, según tipo y podrán ser presentados al CONARE, hasta que cumpla todos los requisitos internos definidos en estos lineamientos para aprobación de propuestas que se presentarán a concursar por financiamiento de los Fondos del Sistema.
LINEAMIENTOS ESPECÍFICOS PARA LA APROBACIÓN, SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DE PROYECTOS DE REGIONALIZACIÓN UNIVERSITARIA (INICIATIVAS DE DESARROLLO)
a. La estructura orgánica para el manejo de las acciones relacionadas con regionalización universitaria, específicamente las iniciativas de desarrollo, será como sigue:
· Se nombrará un representante del ITCR por cada CRI
· Se nombrará un Coordinador de Regionalización
· Se conformará una Comisión Institucional de Regionalización integrada por: Vicerrector de VIE, Vicerrector de Docencia, el Coordinador de Regionalización, quien preside la Comisión, y el Director de la Sede Regional San Carlos
El Rector nombrará de entre los miembros de la Comisión un representante ante la Comisión de Enlace de CONARE
b. La Comisión Institucional de Regionalización tendrá las siguientes funciones: 
· Convocar oficialmente a toda la institución para que se presenten propuestas
· Dar seguimiento a las acciones de regionalización en cuanto al cumplimiento de los lineamientos internos de fondos del sistema relacionados con regionalización.
· Nombrar al coordinador de regionalización el cual es responsable operativo, el cual luego se integrará a la Comisión
· Coordinar con el representante del Instituto ante la comisión de enlace, los coordinadores por región y el coordinador de regionalización, todo lo correspondiente al proyecto de regionalización.
· Dar seguimiento al avance general del proyecto y su nivel de ejecución presupuestaria y reportar sus conclusiones a la Rectoría y al Consejo Institucional cuando este lo solicite.  
· Proponer al Consejo Institucional cambios en cuanto al manejo y a los lineamientos debidamente fundamentados.
· Definir las regiones de  cobertura de cada sede 
· Nombrar anualmente a los representantes institucionales ante cada CRI por región, con criterios previamente definidos por la Comisión.
· Avalar o rechazar los proyectos propuestos por las escuelas y comunicarlo a cada  CRI.  
· Velar por la adecuada convocatoria e igualdad de oportunidades de participación de las escuelas y sus docentes de la institución.
· Registrar todas las iniciativas de desarrollo (IIDR) inicialmente propuestas y las finalmente avaladas y las aprobadas en CONARE.
· Analizar el avance de los proyectos de acuerdo con el reporte de los evaluadores y asegurarse de la comunicación de los resultados al responsable de la iniciativa de desarrollo (IIDR),  a la escuela y al representante de CRI.
c. El representante del Instituto ante la Comisión de Enlace de CONARE  será el responsable institucional de llevar a cabo las siguientes funciones:
· Dará seguimiento integral a las tareas de regionalización interuniversitaria en las que participa el Instituto, procurando la integración con otras iniciativas, programas y proyectos a nivel institucional.
· Coordinará con la Dirección de Proyectos de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión para garantizar que los esfuerzos institucionales no se dupliquen.
· Asesorará a la Comisión Institucional de Regionalización  en aquellas áreas y tareas de regionalización interuniversitaria que la Institución y el CONARE le señale. 
· Brindará asesoría a la Comisión Institucional de Regionalización sobre la pertinencia de las solicitudes que se presenten por parte del Instituto.
· 	Asesorará a la Comisión Institucional de Regionalización sobre las solicitudes de utilización de los superávit que puedan generarse en los recursos asignados a las diferentes Iniciativas Interuniversitarias de Desarrollo Regional (IIDR).
· Fungirá de enlace con el CONARE, la Comisión Institucional de Regionalización y las CRI en todos aquellos aspectos de información y orientación que puedan coadyuvar a la buena marcha de las actividades de regionalización interuniversitaria por parte del ITCR.
· Otras tareas específicas que le asigne la Comisión Institucional de Regionalización.
d. El representante ante cada CRI  nombrado por la Comisión Institucional de Regionalización tendrá las siguientes funciones:
· Recogerá información sobre las demandas u oportunidades más importantes y de mayor impacto en el desarrollo regional que estén relacionadas con los ejes definidos por CONARE.
· Comunicará a la Comisión Institucional de Regionalización las demandas u oportunidades detectadas en la región para que ésta haga la convocatoria institucional de presentación de propuestas de iniciativas interuniversitarias de desarrollo regional (IIDR)
· Participará en el análisis de cada propuesta de su región en el seno de la Comisión Institucional de Regionalización y de la CRI respectiva.
· Dará seguimiento al avance de cada iniciativa interuniversitaria de desarrollo regional (IIDR) aprobada en su región en la que haya participación del ITCR.
· Comunicará a la Comisión Institucional de Regionalización cualquier problema que se presente en las iniciativas interuniversitarias de desarrollo regional (IIDR) en las que participa el ITCR y que ameriten atención de esa comisión.
e. El Coordinador de regionalización tendrá las siguientes funciones:
· Ejecutar y darle seguimiento a los acuerdos de la Comisión Institucional de Regionalización
· Coordinar el seguimiento y la evaluación de las iniciativas interuniversitarias de desarrollo regional (IIDR) con los oficiales de proyecto asignados por la VIE.
· Coordinar con cada responsable de CRI y canalizar lo que corresponda  
· Llevar el registro de las iniciativas de desarrollo de desarrollo (IIDR)y el expediente de cada una
· Llevar control y seguimiento sobre la presentación de los informes anuales sobre la ejecución técnica y financiera de las iniciativas interuniversitarias de desarrollo regional (IIDR) y de los informes de avance adicionales que solicite la institución o el CONARE
· Darle seguimiento al manejo de los presupuestos de las CRI y de las IIDR.
· Gestionar los servicios administrativos y en general dar apoyo logístico a los representantes de las CRI y al representante en la Comisión de Enlace y los demás miembros de la Comisión Institucional de Regionalización.
· Promover y participar activamente en las actividades de divulgación sobre el proceso de regionalización interuniversitaria y sus alcances en las diferentes instancias institucionales y externas al ITCR.
f. El procedimiento para la elaboración y aprobación de propuestas que se presentarán para concursar por el fondo de regionalización es como sigue:
· Las escuelas elaboran propuestas y las aprueba el respectivo consejo de escuela con la recomendación de su Comité Técnico
· La escuela envía la propuesta a la Comisión Institucional de Regionalización para su aval en conjunto con el representante de CRI respectivo.
· El representante de CRI respectivo presenta la iniciativa de desarrollo regional (IIDR) ante su región para su aval
· La CRI envía las propuestas avaladas a la Comisión de Enlace de CONARE.
g. Las cargas académicas máximas asignadas a los representantes institucionales en las CRI y a los ejecutores de iniciativas serán:
Representante  CRI	------------------ 10 horas
Ejecutor(a) de IIDR	------------------ 10 horas 
Se dispondrá como máximo de un tiempo completo para las labores de Coordinación general de Regionalización.
h. En todos los casos, el requerimiento de plazas temporales deberá ser financiado con los fondos del sistema asignados al ITCR por CONARE y siguiendo la Normativa de Contratación Interna.
i. Todo cambio de ejecutor(a) de una IIDR, así como la inclusión de nuevos ejecutores, debe ser aprobado por el Consejo de Escuela y deberá informarse a la Comisión Institucional de Regionalización y a la CRI que corresponda.
j. Los recursos humanos y financieros para las IIDR por parte del ITCR se concentrarán preferiblemente en no más de tres ejes estratégicos por CRI y no más de tres iniciativas de desarrollo regional por eje, las cuales deben ser  de alto impacto local.
k. Los ejes estratégicos de intervención interuniversitaria, se definirán en las CRI para consideración del CONARE. 
l. Las IIDR seguirán los formatos de presentación de iniciativas, de informes de avance y de informes finales aprobados por la Comisión Institucional de Regionalización. Se deben procurar formatos estándar para todas las universidades.
m. Toda IIDR en que participe el ITCR debe incluir el apoyo logístico, recurso humano, financiero, tecnológico y de equipo, entre otros, necesarios para su desarrollo, tomando en cuenta los recursos disponibles por eje asignados para ese año.
n. Si durante la ejecución de una IIDR, por causas muy justificadas se evidencie la necesidad de un cambio de los objetivos y productos por alcanzar, el coordinador (a)  responsable deberá justificarlo y solicitarlo ante la Comisión de Regionalización Interuniversitaria, previa aprobación de su escuela, para su análisis junto con el representante de CRI respectivo y recomendación a la Comisión de Enlace. En todo caso deberá quedar constancia por escrito de la autorización de los cambios y los ajustes necesarios.
o. Para asegurar el seguimiento, ejecución y control del impacto de cada IIDR, la Comisión Institucional de Regionalización designará oficiales de proyectos que en forma independiente evaluarán cada iniciativa según los objetivos, productos e indicadores de impacto consignados así como el cronograma. Jerárquicamente estos oficiales de proyecto dependerán de la VIE, y las plazas serán cubiertas por los fondos de regionalización asignados al ITCR. 
TRANSITORIO ÚNICO 
A partir del 2010 se someterán a discusión y votación los lineamientos generales del CONARE para Fondos del Sistema. 
b. Estos lineamientos rigen para todos las acciones aprobadas para ejecutarse a partir del mes de enero del 2009 y el proceso de aprobación de propuesta para presentar al CONARE durante ese mismo año. 
c. El Consejo Institucional deberá revisar anualmente los lineamientos internos para la aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema y hacer las adecuaciones correspondientes para el siguiente período.
El señor Eugenio Trejos, cede la palabra al señor Carlos Badilla, para que se refiera a la propuesta.
El señor Carlos Badilla manifiesta que dado que las observaciones vienen de la Rectoría, prefiere que sea el Rector quien comente las modificaciones.
El señor Eugenio Trejos informa que él llevó a Consejo de Rectoría esta propuesta para darle una última revisión, y procede a exponer las observaciones que se le plantearon en ese Consejo.  En el tema de las definiciones,  punto 2: Lineamientos Generales emitidos por el  Consejo Nacional de Rectores, que dice: “los  lineamientos generales emitidos por el CONARE que deben ser conocidos para su discusión y votación por el Consejo Institucional  para que tengan vigencia interna”,  propone que  se consigne que estos deben ser conocidos por el Consejo Institucional.  
El señor Carlos Badilla comenta que según lo que él conversó con el señor Dagoberto Arias, es que se indique “que fueran avalados”, dado que avalarlo es conocerlos y manifestar estar de acuerdo.
El señor Isidro Álvarez  expresa que él considera que la palabra más apropiada es “acogidos por el Consejo Institucional”,  porque en realidad lo  que este Consejo tiene competencia en relación con los lineamientos o políticas que dicte CONARE, es el derecho al veto, y si a este órgano colegiado no le conviene o no le interesa adoptarlos, los puede vetar,  y la palabra avalar es cuando un superior avala la decisión de un inferior.  
Se cambia el término por “acogidos” y  el resto se elimina del párrafo.
El señor Eugenio Trejos indica que la segunda observación está en el apartado tercero, que dice: “Lineamientos para la Aprobación de Propuestas: inciso d) dice Proyectos relacionados  con Vida Estudiantil, Consejos de Departamento y Consejo de Vicerrectoría” y luego dice aprobados por el Consejo Institucional, se discutió que todos los proyectos que están con cargo al Fondo del Sistema, no llegan ni siquiera al 5% de los montos que se presentan, de modo que con la aprobación de la Vicerrectoría es suficiente.
El señor Roberto Gallardo considera que sería recargarle mucho a este órgano.
El señor Eugenio Trejos indica que esta observación se realizó para el indico e) y se acordó que solo fuera el Departamento respectivo y el Consejo de Vicerrectoría.
El señor Víctor Estrada manifiesta que en la propuesta estaba el pedir criterio a la Federación de Estudiantes pero que ya no lo está.
El señor Eugenio Trejos le indica que esto era para los proyectos estratégicos donde ellos pedían que se considerara el criterio de la Federación. Agrega que en el apartado 4, Lineamientos para la Ejecución Presupuestaria, inciso c) que dice “la creación de plazas para cualquier acción financiada  con fondos del sistema, debe ser aprobada por el Consejo Institucional”, comenta que el resto sobra ya que desde el momento en que llega al Consejo  deben seguirse los trámites internos regulares para la contratación del personal según los reglamentos respectivos; por lo que es mejor dejarlo hasta donde dice que debe ser aprobado por el Consejo Institucional, ya que toda plaza sufre el mismo trámite interno.
Igual pasa en el inciso d) cambiarlos de forma que diga “para nombramientos, ampliaciones de jornada o recargos se seguirán los trámites regulares y la remuneración se hará mediante la estructura salarial vigente”. Seguidamente presenta la siguiente observación para el inciso b) sobre las funciones de la Comisión de Regionalización y propone que  en el penúltimo apartado, eliminar donde dice registrar todas las iniciativas de desarrollo,  ya que no tiene sentido.  En el inciso e) agregar a las funciones del Coordinador: “apoyar a la Comisión Institucional de Regionalización en la realización de sus funciones.” El señor  Roberto Gallardo solicita corregir el punto f del apartado IV, ya que considera que aquí hay dos cosas importantes que mencionar con relación a las iniciativas, esto es una cuestión que surge en gran medida de la localidad y eso se debe tener claro, y la estructura debe ser diferente y no se pueden tomar los mismos parámetros y los formatos deben ser diferentes,  por lo que considera que debe haber un  Comité Técnico especializado en vinculación con gente de Escuelas que hayan tenido experiencia en extensión universitaria que  no sean investigadores clásicos, que es normalmente lo que se tienen en los Comité Técnicos  y tener una visión más amplia para analizar este tipo de problemáticas locales,  el Consejo de Investigación actualmente no aprueba todas las iniciativas, la Vicerrectoria de Investigación y Extensión da por avalado lo que los Consejos aprobaron en las propuestas, lo organiza y lo manda a CONARE, considera que se debe tener mucho cuidado, ya que se está amarrando mucho, que puede causar desestimulación, cree que el Comité Técnico le daría un poco más de visión de la importancia que del Instituto Tecnológico de Costa Rica genera una Vicerrectoría de Extensión o de vinculación.
El señor Carlos Badilla menciona que está parcialmente de acuerdo con el señor  Roberto Gallardo ya que en la realidad práctica en las Escuelas no hay exactamente especialistas, por  lo que mencionar que hay un Comité Técnico de vinculación, sería falso, y si realmente se requiere que la gente sea especializada, la gente en las Escuelas va adquiriendo madurez en las actividades que se desarrollan, considera que sería burocratizar más el asunto, si realmente se quiere que el Comité sea todo terreno, pues que metan gente así.
El señor Roberto Gallardo está de acuerdo con lo que menciona el señor Carlos Badilla en el sentido que si bien no son especialistas, si lo que recogen los Comités Técnicos es a gente que tiene mucha experiencia, con muchos proyectos históricamente presentados, él considera que esto va a crear una limitación ya que van a querer ver el mismo formato de proyectos de investigación que han  visto históricamente,  una actividad de vinculación y si las Escuelas tienen a bien que sea el mismo Comité Técnico de investigadores  el que evalúe esa propuesta, pues que sea la Escuela la que lo diga, pero también que haya la opción de generar un grupo de personas que hayan tenido experiencia en extensión universitaria.
La señora Rosaura Brenes apoya la moción del señor  Roberto Gallardo, y añade que si bien está de acuerdo que la experiencia se va haciendo en el camino, es importante que esto quede estipulado porque esto podría ir dando paso para ir haciendo estos grupos, por lo que, considera que es importante que se contemple en este documento.
El señor Eugenio Trejos manifiesta que las actividades de vinculación en el Tecnológico han ido adquiriendo otras características muy distintas a las que se han venido avalando en los procesos de formulación de proyectos clásicas, que ameritan tratamientos particulares y que las Escuelas determinan que si el Comité Técnico debe estar conformado con las personas que suelen evaluar las propuestas de investigación y extensión que lo hagan así, y que sea una potestad del Consejo de Escuela definir quienes lo integran y con qué características.
El señor  Roberto Gallardo manifiesta que respecto al punto o, el cual dice que la Comisión Institucional designará oficiales de proyectos y es el mismo esquema de la Vicerrectoría de Investigación, según el tipo de acción, se debe decir si son Oficiales de Investigación o Extensión.  En otro punto aclara que  donde dice que jerárquicamente estos oficiales de proyectos dependerán de la VI, y si es que no  hay otro lugar donde meterlos, ya que deberían depender de la Comisión Institucional y no de la VIE, él considera que debería ser la Comisión de Vinculación Institucional la que debería de velar jerárquicamente por eso. Ya  hay una persona nombrada y él es el  Coordinador de Regionalización, es el superior jerárquico de esos Oficiales de Proyectos, él no está vinculado en iniciativas, este sería un antecedente de generar una Vicerrectoría de Vinculación, estas acciones de vinculación estarían directamente relacionadas con una Comisión que tiene que velar por vinculación.  Manifiesta que su propuesta va en dos niveles, uno que en lugar de decir que estos oficiales de proyectos dependerán de la VIE, dependan de la Comisión Institucional de Regionalización y el plan B es que si se decide que sean de la VIE que dependan del tipo de acción financiada, eso permitirá ir vislumbrando la importancia de este tipo de actividades, lo idóneo sería que fuera la Comisión Institucional de Regionalización, esto sería un gran paso y darle potestades de tener oficiales de proyectos, sería la precursora de una Vicerrectoría de Vinculación o de una Dirección de Vinculación en la  Vicerrectoría de Investigación.
El señor Carlos Badilla manifiesta que a él particularmente no le parece, en cuanto al espíritu suena bien, pero desde el punto de vista pragmático administrativo eso genera grandes problemas, considera que es mejor que dependan de la VIE y esta mediante un estudio interno decida de quién van a depender, si de la Dirección  de Convenios o de Proyectos o bien alguna otra y evitar que las cosas queden ambiguas.  Solicita al señor Isidro Álvarez  su criterio en este sentido.
El señor Roberto Gallardo desea aclarar que no habría ambigüedad porque se está creando una Comisión grande  que tendría un Coordinador que tiene esas  funciones y con la potestad de seguimiento, además esta Comisión aprueba las iniciativas, el Consejo de Investigación no tiene que aprobar nada, sería únicamente para ponerle un jefe y decir que es el Vicerrector de Investigación y en este caso ya hay una persona jefe que es el Coordinador de Regionalización y el Vicerrector de Investigación, no está teniendo nada que ver en el proceso, en los lineamientos no especifica nada de que sea la VIE. Manifiesta que esta es su preocupación.
El señor Isidro Álvarez manifiesta que dentro de las sanas prácticas administrativas se recomienda que los funcionarios dependan de un órgano formalmente establecido, en cuanto a la rendición de cuentas que mencionó el señor Carlos Badilla, también respecto a la evaluación del desempeño del funcionario. Agrega que con respecto a lo que el señor Roberto Gallardo visualiza es muy interesante pero se podría resolver diciendo que dependen de la Vicerrectoría de Investigación de Extensión para efectos administrativos y que es más distinto, se podría ubicar personal de uno al servicio de otra persona, esta podría ser una solución, al servicio en cuanto a operacionalidad, pero que esa persona le diga a la VIE cómo se desempeñó ese oficial de proyectos, y  a la hora de evaluar la VIE al oficial de  proyectos, dé un informe, manifiesta que por administración, no le parece sano que dependan de otra instancia que es apenas una Coordinación y no es una unidad formal.
El señor  Roberto Gallardo manifiesta que la  Comisión Institucional de Regionalización es muy formal ya que el Coordinador de esta Comisión tiene muchas responsabilidades y tiene que velar con una cantidad de recurso humano disperso, si bien dependería de la VIE para permisos, está trabajando con el Coordinador de Regionalización.
El señor  Isidro Álvarez manifiesta que se debe aclarar que se entiende por Oficiales de Proyectos, quiénes son y de quiénes dependen.
El señor Roberto Gallardo manifiesta que si el problema es el término se le debería cambiar el nombre por Evaluadores de Proyectos, que son contratados para que evalúen y den el criterio a la Comisión a través del Coordinador de proyectos.
El señor Eugenio Trejos considera que es preferible cambiarle el término.  
El señor Isidro Álvarez señala que no se indique  que dependerán de la VIE.
El señor Roberto Gallardo recomienda que estos Evaluadores de Proyectos dependan  del Coordinador de Regionalización.
El señor Isidro Álvarez indica que los términos de la contratación deben quedar bien definidos  respecto a estos evaluadores ya que son  independientes,  y  alguien podría cuestionarlos.
El señor Roberto Gallardo consulta en cuanto a la fecha indicada en el Transitorio, si estos lineamientos serán aplicables al 2009 o 2010.
El señor Víctor Estrada manifiesta que estuvo revisando respecto al criterio de la Federación y manifiesta que sí debería de  quedar consignado, por lo que solicita incorporarlo en el apartado d).
El señor Eugenio Trejos le indica que se entienda que la FEITEC debe buscar los mecanismos para hacer esa consulta ya que los plazos son muy ajustados.
El Señor Roberto manifiesta que en la página 8, punto b) donde dice definir las regiones de cobertura de cada Sede.  
El señor Víctor Estrada aclara que dependiendo del tipo de proyecto y de la región donde se va a desempeñar,  se indique cuál Sede será la mas conveniente para el proyecto.  
El señor Eugenio Trejos solicita que en el lineamiento tercero también debe hacer otro ajuste,  para que diga “deben ser conocidos por el Consejo de Rectoría y el Consejo Institucional”.
El señor Eugenio Trejos manifiesta su interés en que este Consejo le manifieste al Rector, qué le interesa que presente ante el CONARE, que se le indique  por ejemplo si hay fondos, presente una Incubadora de Empresas o algo puntual ya que cada Rector lleva sus iniciativas y las posiciona de acuerdo con sus intereses y los de las Institución.
Finalmente se somete a votación la propuesta y se le da firmeza  con 8 votos a favor y 0 en contra.  
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Fondos del Sistema fue creado en la Sesión Nº 32-04 del CONARE, en donde el acuerdo específico reza:
“A partir del 2005, y por el resto del quinquenio, se destinará un porcentaje de los recursos adicionales para el FEES, que se derivan de la aplicación del nuevo Convenio de Financiamiento, al desarrollo de tareas de construcción del Sistema de Educación Superior Universitaria Estatal del país. Dicha parte del FEES se denominará Fondo del Sistema (FS).”
El Fondo del Sistema nació con el fin de contar con los recursos para la implementación del PLANES.
2. El Plan Nacional de la Educación Superior Universitaria Estatal 2006-2010 (PLANES), fue conocido por el Consejo Institucional del ITCR en la Sesión No. 2440, del 27 de octubre de 2005. 
3. El CONARE en la Sesión No. 39-05, aprobó los fondos del sistema, esto en observancia del inciso b., Art. 3 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal en Costa Rica, que establece como función del CONARE: 
“Aprobar el PLANES, previa consulta a los Cuerpos Colegiados Superiores de las Instituciones signatarias, los cuales deberán pronunciarse dentro del plazo requerido por el CONARE para ello”.
4. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2578 Art. 3B, del 29 de setiembre del 2008, aprobó los Proyectos financiados con Fondos del Sistema (Presupuesto Ordinario 2009), condicionando el total de la ejecución de los recursos hasta tanto:  
“i. 	El Consejo Institucional apruebe la propuesta de Lineamientos Internos que darán las pautas para la aprobación, seguimiento y evaluación de los distintos proyectos y actividades.
	…”
d. Condicionar el Proyecto denominado: Centro de Transferencia y Educación Continua, para lo cual la Comisión de Planificación y Administración, deberá  reunirse con el Consejo Asesor para el análisis del proyecto o modificación del mismo, y posterior presentación al Consejo Institucional.
5. Se recibió el oficio VIE-795-2008, con fecha 27 de octubre del 2008, suscrito por el Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de la VIE, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el informe de avance de las iniciativas interuniversitarias de Desarrollo Regional, durante el I Semestre 2008 y propuesta de Lineamientos específicos para el ITCR. 
6. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2584, trasladó a la Comisión de Planificación y Administración la propuesta de Lineamientos específicos para el ITCR.
7. La Comisión de Planificación y Administración solicitó mediante oficio SCI-783-2008, del 10 de noviembre del 2008, al MSc. José Andrés Masís B., Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior-CONARE, remitir certificación de los proyectos que tiene actualmente aprobados el Instituto Tecnológico de Costa Rica con Fondos del Sistema, así como el respectivo coordinador de cada uno de los proyectos. Sin embargo, a la fecha no se ha recibido respuesta alguna al respecto. 
8. Mediante correo electrónico se remite a la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia y al Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de VIE, el borrador de la propuesta de Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema, para su conocimiento y análisis y en caso de que hayan modificaciones sean enviadas a la comisión para su conocimiento.
9. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 26 de noviembre del año en curso, recibió a los representantes de la Administración con el fin de analizar en forma conjunta la estructura de los lineamientos internos para el Fondo del Sistema.
10. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 2 de diciembre del año en curso, concluyó con el análisis de la propuesta de Lineamientos y dispuso elevar la misma al pleno para su conocimiento y aprobación. 
11. Se recibió el oficio R-956-08, del 2 de diciembre del 2008, suscrito por el  MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, en el cual remite la Propuesta  Lineamientos internos para la formulación, aprobación y seguimiento de las acciones a desarrollar con el Fondo del Sistema. Indica que esta propuesta fue conocida y avalada por el Consejo de Rectoría en la Sesión Nº 36-08, artículo 4 del 2 de diciembre.
12. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión celebrada el 5 de diciembre del 2008, analizó de manera detallada la propuesta presentada por el Consejo de Rectoría. Del análisis realizado la Comisión formuló una nueva propuesta rescatando lo que esta consideró apropiado para ser presentada al Consejo Institucional. 
ACUERDA:
d. Aprobar los siguientes Lineamientos internos para la aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema:
Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema
LINEAMIENTOS GENERALES
I. Definiciones
5. Fondos del sistema: son recursos públicos que forman parte del FEES, separados con el fin de realizar acciones conjuntas entre las universidades estatales
6. Lineamientos CONARE:   lineamientos generales emitidos por CONARE que deben ser acogidos por el Consejo Institucional.
7. Lineamientos internos para la formulación, aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema: lineamientos aprobados por el Consejo Institucional que regulan todas las fases desde la aprobación interna de los proyectos para ser presentados a CONARE, hasta el seguimiento y control  de las distintas acciones a ejecutar por las unidades del Instituto Tecnológico de Costa Rica. 
8. 	Tipos de acciones que serán financiadas por el Fondo del Sistema: Podrán financiarse con el Fondos del Sistema aquellas iniciativas en las que participe el ITCR, en forma individual o con otras instituciones de educación superior universitaria estatal de Costa Rica, y que estén debidamente consideradas en el PLANES
· Proyectos estratégicos (de alcance institucional liderados por una vicerrectoría o varias, en conjunto con las otras universidades en áreas como: inversión en formación de recurso humano, infraestructura, plataforma tecnológica, equipo científico tecnológico, etc)
· Programas docentes: oferta  de una opción de estudios en forma conjunta entre dos o más universidades estatales (apertura de posgrados conjuntos, licenciaturas y otros grados menores)
· Proyectos de vinculación: proyectos de investigación y extensión, iniciativas de desarrollo, proyectos de acción social.
· Proyectos relacionados con vida estudiantil 
· Proyectos relacionados con la administración
II.	Lineamientos para la Formulación de Propuestas: 
1. 	Los lineamientos de formulación varían de acuerdo al tipo de acción, a saber:
f) Propuestas para proyectos estratégicos
Las propuestas de proyectos estratégicos deben contar con la venia de las autoridades ejecutivas, entiéndase vicerrectores, y deben  formularse en apego a los planes institucionales, estratégicos y tácticos, o en su defecto a las políticas generales y específicas.  
g) Propuestas de programas docentes
La creación de programas docentes interuniversitarios donde participe el TEC deberá de formularse y aprobarse respetando la normativa interna en cuanto a la creación de nuevas ofertas académicas (entiéndase aprobación de los consejos de escuela respectivos y subsiguientes pasos de aprobación) y deberán de contar con el dictamen afirmativo del CEDA. 
La iniciativa de formulación de una nueva oferta docente puede ser generada por académicos o por escuelas que tengan contacto entre sí o bien por iniciativa del vicerrector de docencia quien deberá buscar la adscripción a una escuela afín. 
por el Consejo Institucional antes de la presentación a CONARE.
h) Proyectos relacionados con la administración (apoyo a la academia)
i) Las propuestas en el área de administración o de apoyo a la academia deberán estar dirigidas a la mejora de procesos para asegurar un mejor servicio y una administración profesional y moderna. De acuerdo con este enfoque las prioridades serán definidas por los vicerrectores de administración y en el caso del ITCR deben  formularse por el Vicerrector en apego a los planes institucionales, estratégico y tácticos, o en su defecto a las políticas generales y específicas y Proyectos de vinculación: 
Los proyectos de investigación, extensión o acción social deben formularse por los académicos, en respuesta a necesidades de grupos meta claramente identificados, de acuerdo con las prioridades sugeridas por el vicerrector de investigación y extensión, y aprobadas por el Consejo de Investigación y Extensión. Para procurar participación amplia el vicerrector debe hacer una convocatoria abierta a la comunidad institucional, señalando áreas prioritarias, guías para la formulación y cronograma entre otros
Las iniciativas de desarrollo se formularán por los académicos en atención a las demandas detectadas por cada Comisión de Regionalización Interuniversitaria (CRI) y que hayan sido oficialmente comunicadas  por la Comisión Institucional de Regionalización.  
j) Proyectos relacionados con vida estudiantil (apoyo a la academia): Las propuestas serán formuladas en la Vicerrectoría para atender problemas claramente identificados y dimensionados con relación a la atracción, admisión y permanencia exitosa de estudiantes en el sistema estatal de educación superior, y en los que el ITCR tenga especial interés de resolver, así como la promoción de la calidad de vida para la comunidad institucional
Las propuestas de carácter estratégico deben ser avaladas en todo caso al ser de afectación a largo plazo, deben de contar con un el aval del Consejo Institucional, antes de su presentación al CONARE. 
2.	Cada propuesta de acción a ser financiada por fondos del sistema, debe al menos presentar los siguientes apartados:   
· Problemática u oportunidad a atender (justificación)
· Tipo de acción a desarrollar (estratégica, docente, de investigación o extensión, iniciativa de desarrollo, acción social, de vida estudiantil, de administración)
· Vinculación con el plan estratégico, o el táctico, y de no contar con estos aclarar su relación con las políticas generales y específicas
· Objetivo general y objetivos específicos
· Descripción detallada de la acción (global y específica para el ITCR)
· Productos esperados y formas de medición (indicadores)
· Forma de administración para el  desarrollo de la acción,  universidades y funcionarios participantes y funcionario responsable por el Instituto.
· Cronograma para la implementación y presentación de informes
· Recursos requeridos (presupuesto según la clasificación presupuestaria)
III. 	Lineamientos para la Aprobación de Propuestas
1.	Las instancias de aprobación, para posteriormente ser presentados al CONARE, según tipo de acción por financiar con Fondos del Sistema son: 
f) Propuestas para proyectos estratégicos: al ser de afectación a largo plazo deben ser conocidos por el Consejo de Rectoría y el Consejo Institucional. Se considerará pertinencia y relación con el plan estratégico, planes tácticos y en su defecto, su relación con las políticas generales y específicas.
g) Propuestas de programas docentes: aprobación de las escuelas previo dictamen del CEDA, Consejo de docencia y Consejo Institucional, según corresponda por tipo de programa.
h) Proyectos de vinculación: En todos se considerará la relación con el plan estratégico, planes tácticos y en su defecto con las políticas generales y específicas. Además se valorarán con rigor científico, así como su pertinencia e impacto con indicadores predefinidos.  La aprobación para cada caso, será de la siguiente manera en el orden que se anota:
· investigación y extensión: consejo de escuela, consejo de investigación y extensión (VIE)
· iniciativas de desarrollo: se hará según los lineamientos específicos para iniciativas de regionalización 
· proyectos de acción social: consejo de escuela, consejo de vicerrectoría respectiva
i) Proyectos relacionados con vida estudiantil: Consejo de departamento, consejo de vicerrectoría previa consulta al Consejo Ejecutivo de la FEITEC  
j) Proyectos relacionados con la administración (apoyo a la academia): consejo de departamento, y consejo de vicerrectoría
IV.	Lineamientos para la Ejecución Presupuestaria 
Dado que los fondos del sistema son recursos FEES y por tanto fondos públicos, estos están sujetos a la normativa presupuestaria aplicable.  Por tanto: 
k) Toda acción que resulte ser aprobada por CONARE para ser 	financiada con Fondos del Sistema contará con un responsable de la 	Institución, el cual estará a cargo del centro de costo respectivo. 
l) 	La participación de docentes en proyectos docentes, de investigación 	y extensión así como de vinculación (iniciativa de desarrollo, acción 	social) debe ser aprobada por el consejo de escuela y contemplada 	en la carga académica de cada funcionario.  Para esto el Consejo de 	Escuela debe tener conocimiento de la fuente de financiamiento para 	cubrir esta participación. 
m) La creación de plazas para cualquier acción financiada con Fondos 	del Sistema debe ser aprobada por el Consejo Institucional 
n) 	Para nombramientos, ampliaciones de jornada y recargos se 	seguirán los trámites internos regulares institucionales y la 	remuneración se hará mediante la estructura salarial vigente. 
o) 	Cualquier arreglo de horario debe ser aprobado por el superior inmediato
p) La participación en eventos de capacitación en el país o en el exterior se regirá por la normativa interna vigente en la Institución, según el Reglamento de Becas para el personal del ITCR.
q) La adquisición de bienes y servicios seguirá los trámites regulares institucionales.
r) Las modificaciones presupuestarias se harán de acuerdo al reglamento interno vigente.
s) Todo activo comprado con estos recursos está sujeto a la normativa institucional sobre control de activos.
t) Cualquier otra gestión necesaria para la ejecución presupuestaria también seguirá los trámites internos regulares.
V. 	Seguimiento y evaluación de las acciones en Ejecución
e) El seguimiento, evaluación y control de cada acción será responsabilidad de la unidad que la ejecuta, según se definió en el proceso interno de aprobación de la propuesta, sin menoscabo de la responsabilidad del encargado directo y su superior inmediato.
f) Para cada acción se definirá un cronograma para la presentación de informes de avance que consideren los objetivos, actividades y productos esperados. Además de medir el cumplimiento, se deben utilizar los indicadores de impacto previamente definidos y aprobados en cada propuesta.  
g) Cualquier desvío de lo objetivos, productos a lograr, cronograma u otro deberá ser comunicado al superior inmediato y éste a la instancia correspondiente para lo que proceda.
h) Toda solicitud de ampliación de plazo, presupuesto, etc. debe ser tramitada ante la instancia de aprobación interna a la que está sujeta cada acción, según tipo y podrán ser presentados al CONARE, hasta que cumpla todos los requisitos internos definidos en estos lineamientos para aprobación de propuestas que se presentarán a concursar por financiamiento de los Fondos del Sistema.
LINEAMIENTOS ESPECÍFICOS PARA LA APROBACIÓN, SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DE PROYECTOS DE REGIONALIZACIÓN UNIVERSITARIA (INICIATIVAS DE DESARROLLO)
p. La estructura orgánica para el manejo de las acciones relacionadas con regionalización universitaria, específicamente las iniciativas de desarrollo, será como sigue:
· Se nombrará un representante del ITCR por cada CRI
· Se nombrará un Coordinador de Regionalización
· Se conformará una Comisión Institucional de Regionalización integrada por: Vicerrector de VIE, Vicerrector de Docencia, el Coordinador de Regionalización, quien preside la Comisión, y el Director de la Sede Regional San Carlos
El Rector nombrará de entre los miembros de la Comisión un representante ante la Comisión de Enlace de CONARE
q. La Comisión Institucional de Regionalización tendrá las siguientes funciones: 
· Convocar oficialmente a toda la institución para que se presenten propuestas
· Dar seguimiento a las acciones de regionalización en cuanto al cumplimiento de los lineamientos internos de fondos del sistema relacionados con regionalización.
· Nombrar al coordinador de regionalización el cual es responsable operativo, el cual luego se integrará a la Comisión
· Coordinar con el representante del Instituto ante la comisión de enlace, los coordinadores por región y el coordinador de regionalización, todo lo correspondiente al proyecto de regionalización.
· Dar seguimiento al avance general del proyecto y su nivel de ejecución presupuestaria y reportar sus conclusiones a la Rectoría y al Consejo Institucional cuando este lo solicite.  
· Proponer al Consejo Institucional cambios en cuanto al manejo y a los lineamientos debidamente fundamentados.
· Definir las regiones de  cobertura de cada sede 
· Nombrar anualmente a los representantes institucionales ante cada CRI por región, con criterios previamente definidos por la Comisión.
· Avalar o rechazar los proyectos propuestos por las escuelas y comunicarlo a cada  CRI.  
· Velar por la adecuada convocatoria e igualdad de oportunidades de participación de las escuelas y sus docentes de la institución.
· Analizar el avance de los proyectos de acuerdo con el reporte de los evaluadores y asegurarse de la comunicación de los resultados al responsable de la iniciativa de desarrollo (IIDR),  a la escuela y al representante de CRI.
r. El representante del Instituto ante la Comisión de Enlace de CONARE  será el responsable institucional de llevar a cabo las siguientes funciones:
· Dará seguimiento integral a las tareas de regionalización interuniversitaria en las que participa el Instituto, procurando la integración con otras iniciativas, programas y proyectos a nivel institucional.
· Coordinará con la Dirección de Proyectos de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión para garantizar que los esfuerzos institucionales no se dupliquen.
· Asesorará a la Comisión Institucional de Regionalización  en aquellas áreas y tareas de regionalización interuniversitaria que la Institución y el CONARE le señale. 
· Brindará asesoría a la Comisión Institucional de Regionalización sobre la pertinencia de las solicitudes que se presenten por parte del Instituto.
· 	Asesorará a la Comisión Institucional de Regionalización sobre las solicitudes de utilización de los superávit que puedan generarse en los recursos asignados a las diferentes Iniciativas Interuniversitarias de Desarrollo Regional (IIDR).
· Fungirá de enlace con el CONARE, la Comisión Institucional de Regionalización y las CRI en todos aquellos aspectos de información y orientación que puedan coadyuvar a la buena marcha de las actividades de regionalización interuniversitaria por parte del ITCR.
· Otras tareas específicas que le asigne la Comisión Institucional de Regionalización.
s. El representante ante cada CRI  nombrado por la Comisión Institucional de Regionalización tendrá las siguientes funciones:
· Recogerá información sobre las demandas u oportunidades más importantes y de mayor impacto en el desarrollo regional que estén relacionadas con los ejes definidos por CONARE.
· Comunicará a la Comisión Institucional de Regionalización las demandas u oportunidades detectadas en la región para que ésta haga la convocatoria institucional de presentación de propuestas de iniciativas interuniversitarias de desarrollo regional (IIDR)
· Participará en el análisis de cada propuesta de su región en el seno de la Comisión Institucional de Regionalización y de la CRI respectiva.
· Dará seguimiento al avance de cada iniciativa interuniversitaria de desarrollo regional (IIDR) aprobada en su región en la que haya participación del ITCR.
· Comunicará a la Comisión Institucional de Regionalización cualquier problema que se presente en las iniciativas interuniversitarias de desarrollo regional (IIDR) en las que participa el ITCR y que ameriten atención de esa comisión.
t. El Coordinador de regionalización tendrá las siguientes funciones:
· Apoyar a la Comisión Institucional de Regionalización en la ejecución de sus funciones
· Ejecutar y darle seguimiento a los acuerdos de la Comisión Institucional de Regionalización
· Apoyar a la Comisión Institucional de Regionalización en la ejecución de sus funciones
· Coordinar el seguimiento y la evaluación de las iniciativas interuniversitarias de desarrollo regional (IIDR) con los oficiales de proyecto asignados por la VIE.
· Coordinar con cada responsable de CRI y canalizar lo que corresponda  
· Llevar el registro de las iniciativas de desarrollo de desarrollo (IIDR)y el expediente de cada una
· Llevar control y seguimiento sobre la presentación de los informes anuales sobre la ejecución técnica y financiera de las iniciativas interuniversitarias de desarrollo regional (IIDR) y de los informes de avance adicionales que solicite la institución o el CONARE
· Darle seguimiento al manejo de los presupuestos de las CRI y de las IIDR.
· Gestionar los servicios administrativos y en general dar apoyo logístico a los representantes de las CRI y al representante en la Comisión de Enlace y los demás miembros de la Comisión Institucional de Regionalización.
· Promover y participar activamente en las actividades de divulgación sobre el proceso de regionalización interuniversitaria y sus alcances en las diferentes instancias institucionales y externas al ITCR.
u. El procedimiento para la elaboración y aprobación de propuestas que se presentarán para concursar por el fondo de regionalización es como sigue:
· Las escuelas elaboran propuestas y las aprueba el respectivo consejo de escuela con la recomendación de su Comité Técnico de Vinculación 
· La escuela envía la propuesta a la Comisión Institucional de Regionalización para su aval en conjunto con el representante de CRI respectivo.
· El representante de CRI respectivo presenta la iniciativa de desarrollo regional (IIDR) ante su región para su aval
· La CRI envía las propuestas avaladas a la Comisión de Enlace de CONARE.
v.  Las cargas académicas máximas asignadas a los representantes institucionales en las CRI y a los ejecutores de iniciativas serán:
Representante  CRI	------------------ 10 horas Ejecutor(a) de IIDR	------------------ 10 horas 
Se dispondrá como máximo de un tiempo completo para las labores de Coordinación general de Regionalización.
w. En todos los casos, el requerimiento de plazas temporales deberá ser financiado con los fondos del sistema asignados al ITCR por CONARE y siguiendo la Normativa de Contratación Interna.
x. Todo cambio de ejecutor(a) de una IIDR, así como la inclusión de nuevos ejecutores, debe ser aprobado por el Consejo de Escuela y deberá informarse a la Comisión Institucional de Regionalización y a la CRI que corresponda.
y. Los recursos humanos y financieros para las IIDR por parte del ITCR se concentrarán preferiblemente en no más de tres ejes estratégicos por CRI y no más de tres iniciativas de desarrollo regional por eje, las cuales deben ser  de alto impacto local.
z. Los ejes estratégicos de intervención interuniversitaria, se definirán en las CRI para consideración del CONARE. 
aa. Las IIDR seguirán los formatos de presentación de iniciativas, de informes de avance y de informes finales aprobados por la Comisión Institucional de Regionalización. Se deben procurar formatos estándar para todas las universidades.
ab. Toda IIDR en que participe el ITCR debe incluir el apoyo logístico, recurso humano, financiero, tecnológico y de equipo, entre otros, necesarios para su desarrollo, tomando en cuenta los recursos disponibles por eje asignados para ese año.
ac. Si durante la ejecución de una IIDR, por causas muy justificadas se evidencie la necesidad de un cambio de los objetivos y productos por alcanzar, el coordinador (a)  responsable deberá justificarlo y solicitarlo ante la Comisión de Regionalización Interuniversitaria, previa aprobación de su escuela, para su análisis junto con el representante de CRI respectivo y recomendación a la Comisión de Enlace. En todo caso deberá quedar constancia por escrito de la autorización de los cambios y los ajustes necesarios.
ad. Para asegurar el seguimiento, ejecución y control del impacto de cada IIDR, la Comisión Institucional de Regionalización designará evaluadores de proyectos, según el tipo de acción, que en forma independiente evaluarán cada iniciativa según los objetivos, productos e indicadores de impacto consignados así como el cronograma. Jerárquicamente estos evaluadores de proyecto dependerán del Coordinador General de Regionalización, y las plazas serán cubiertas por los fondos de regionalización asignados al ITCR. 
TRANSITORIO ÚNICO 
A partir del 2009 se someterán a discusión y votación los lineamientos generales del CONARE para Fondos del Sistema. 
e. Estos lineamientos rigen para todas las acciones aprobadas para ejecutarse a partir del mes de enero del 2009 y el proceso de aprobación de propuesta para presentar al CONARE durante ese mismo año. 
f.    El Consejo Institucional deberá revisar anualmente los lineamientos internos para la aprobación, seguimiento y control de todas las acciones a desarrollar con los Fondos del Sistema y hacer las adecuaciones correspondientes para el siguiente período.
g. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591. 
ARTÍCULO 7. Firmeza del acuerdo tomado en la Sesión ordinaria No. 2590, Art. 15 de 11 de diciembre del 2008 “Respuesta a las observaciones hechas por el Dr. Gerardo Meza C.  al acuerdo tomado en Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008 titulado: “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de Trato en el ITCR interpuesta por la Profa. Ing. Ivonne Vásquez Esquivel en contra del Rector M.Sc. Eugenio Trejos Benavides.”
El señor Carlos Badilla presenta la propuesta denominada: “Firmeza del acuerdo tomado en la Sesión ordinaria No. 2590, Art. 15 de 11 de diciembre del 2008 “Respuesta a las observaciones hechas por el Dr. Gerardo Meza C.  al acuerdo tomado en Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008 titulado: “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de Trato en el ITCR interpuesta por la Profa. Ing. Ivonne Vásquez Esquivel en contra del Rector M.Sc. Eugenio Trejos Benavides”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, se adjunta a la carpeta de esta acta.
Se somete a votación la firmeza y se obtiene 9 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2585, Artículo 10, del 06 de noviembre del 2008, tomó el acuerdo titulado “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de trato en el ITCR (previsto en el Estatuto Orgánico, Artículo 18 inciso k), interpuesta por la Profa. Ing. Ivonne Vásquez Esquivel en contra del Rector MSc. Eugenio Trejos Benavides”.
2. La Ing. Ivonne Vásquez Esquivel interpuso mediante memorando IVE-131-2008, del 18 de noviembre de 2008, dirigido a la Comisión de Planificación y Administración, un “Recurso de adición y aclaración” al acuerdo relacionado con la “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de trato en el ITCR” tomado en la Sesión Ordinaria No. 2586, Artículo 12, del 13 de noviembre del 2008.
3. El Dr. Luis Gerardo Meza Cascante, Profesor de la Escuela de Matemática, mediante memorando EM-453-2008 del 20 de noviembre de 2008, dirigido al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Presidente a.i. del Consejo Institucional planteó, en relación con el acuerdo mencionado, una serie de “observaciones” respecto a las cuales el Consejo Institucional define su posición en el presente acuerdo.
4. El Consejo Institucional en Sesión Ordinaria No. 2588, Artículo 9, del 28 de noviembre del 2008, tomó el acuerdo titulado “Respuesta al recurso de adición y aclaración al acuerdo relacionado con la “Respuesta a la denuncia formal por Violación al Principio de Igualdad de trato en el ITCR”, interpuesto por la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel, tomado en la Sesión No. 2586, Artículo 12, del 13 de noviembre del 2008.
5. La Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora Legal del Consejo Institucional, mediante memorando SCI-865-2008 del 10 de diciembre de 2008 dirigido a la Máster Sonia Barboza Flores, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración emitió el criterio legal titulado “Pronunciamiento Sobre respuesta a las observaciones hechas por el Dr. Meza Cascante en relación con el acuerdo tomado en Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008…”
SE ACUERDA:
a. Definir la posición del Consejo Institucional respecto a las observaciones hechas por el Dr. Gerardo Meza Cascante al acuerdo tomado en Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008, de la siguiente manera: 
I. Respecto a la aparente inaplicación del debido proceso al señor Rector
1. El argumento del concurrente
En su documento, el Dr. Gerardo Meza manifiesta que el Consejo Institucional no le dio el debido proceso al Rector Eugenio Trejos Benavides, en la denuncia interpuesta por la denunciante Ivonne Vásquez Esquivel al haber realizado manifestaciones sin darle oportunidad de defensa efectiva.
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
a. En primer lugar cabe indicarle al Sr. Gerardo Meza que el superior jerarca del Rector en materia disciplinaria, no es el  Consejo Institucional sino la Asamblea Institucional.
Esta afirmación se deriva de lo siguiente:
i. El artículo 5 del Estatuto Orgánico del ITCR establece que “…La máxima autoridad del Instituto Tecnológico de Costa Rica es la Asamblea Institucional…”
ii. En el criterio vinculante de la Contraloría General de la República DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008 se señala “…La Asamblea Institucional como máxima autoridad del Instituto en materia de gobierno para la universidad, es la facultada para nombrar y remover al Rector…”. 
iii. En el sistema legal costarricense que rige la materia disciplinaria, el descargo de cualquier imputación realizada mediante denuncia se hará ante la autoridad que ostenta la potestad disciplinaria del denunciado, la cual en este caso es la Asamblea Institucional.
Con fundamento en las consideraciones anteriores puede afirmarse que, si el Consejo Institucional se atribuyera la facultad de aplicarle el debido proceso al Rector, mediante ese acto se apropiaría de una facultad que le corresponde de manera exclusiva a la Asamblea Institucional, por su condición de superior jerarca disciplinario del Rector, lo cual constituiría una invasión de las competencias de la Asamblea Institucional, en sus dos instancias Representativa y Plebiscitaria, por parte del Consejo Institucional.
Esto es, si el Consejo Institucional procediera a darle audiencia al Rector, en tal circunstancia incurriría en un quebranto e inobservancia del artículo 11 de la Constitución Política el cual dispone que “…Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública…”.
b. En segundo lugar, respecto a la manifestación del Sr. Gerardo Meza en el sentido de que “la actuación del Rector no fue equivalente ni paritaria y que … este hecho se constituye en una violación del Artículo 33 de la Constitución Política y del Artículo 18 inciso k” se le indica lo siguiente:
i. El Consejo Institucional tomó el acuerdo mencionado (Sesión Ordinaria No. 2585, Art. 10, del 06 de noviembre del 2008) en ejercicio pleno de la competencia  que le confiere el Artículo 18 inciso k del Estatuto Orgánico, competencia que no solo es irrenunciable sino que está en la obligación de ejercer
ii. Aparentemente, el Sr. Gerardo Meza, no ha prestado atención a un elemento esencial: que el Consejo Institucional acordó “acoger la denuncia” verbo que en el campo legal se define como “admitir, aceptar, aprobar”.  Debe enfatizarse que el Consejo Institucional no declaró “con lugar” dicha denuncia, ya que tomar ese acuerdo es una potestad que le corresponde realizar a la Asamblea Institucional por ser la autoridad competente para ejercer la potestad disciplinaria sobre el Rector. 
Debe señalarse que en este caso, conforme a la normativa interna, al Directorio de la AIR, en su calidad de órgano “encargado de organizar todos los aspectos relacionados con el funcionamiento de la Asamblea Institucional Representativa” le compete analizar y valorar, con el apoyo de la asesoría legal con que cuente para atender este caso, los alcances de la denuncia planteada y decidir si existen elementos suficientes para someter, a consideración de la AIR, una propuesta de solución respecto a la denuncia planteada, lo cual podría eventualmente conllevar someter una propuesta de resolución de este asunto a la Asamblea Institucional Plebiscitaria (Estatuto Orgánico, Artículo 11, inciso g).    
En este sentido, es importante destacar que corresponde la Asamblea Institucional, por ser el órgano que tiene la potestad disciplinaria sobre el Rector, observar el Principio de Igualdad a la hora de conocer los casos de los subalternos sometidos a su conocimiento y resolución.
Sin embargo, es al Consejo Institucional, en ejercicio de su competencia “en materia de trato justo”, al que le compete considerar si un caso sometido a su consideración reúne los requisitos necesarios para ser trasladado a la Asamblea Institucional, para que ésta lo resuelva basada en su condición de órgano competente en materia disciplinaria sobre el Rector.
Cabe además señalar que el Directorio de la Asamblea Institucional Representativa, al realizar la valoración inicial del caso para decidir si procede el traslado del caso a la Asamblea Institucional, de manera obligada debe aplicar el “Debido Proceso Legal” y dentro de éste dar audiencia al denunciado para que haga el descargo de las imputaciones que le fueran intimadas.
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Es improcedente señalar que el Consejo Institucional no le dio el debido proceso al Rector pues, en la situación bajo análisis, no converge la violación al derecho de defensa, debido a que al Consejo Institucional no le corresponde atribuirse la facultad de darle el debido proceso al Rector, ya que eso constituiría una clara invasión de una competencia que le corresponde de manera exclusiva a la Asamblea Institucional, cual es, ejercer la acción disciplinaria sobre el Rector, hecho del que se concluye que el razonamiento seguido por el Dr. Meza Cascante no es correcto en lo atinente a este extremo. 
II. Respecto a la presunta omisión del Consejo Institucional de verificar las afirmaciones de la denunciante lo que podría impedir el conocimiento de la verdad real de los hechos denunciados
1. El argumento del concurrente
Afirma el Sr. Gerardo Meza que “no se evidencia del expediente proveído por el Consejo Institucional en la atención de la denuncia, ni en los dictámenes de la asesoría legal del Consejo Institucional, que se haya corroborado la veracidad del dicho de la denunciante. Así al parecer se han tenido por ciertas afirmaciones de la denunciante a pesar de la falta de pruebas que las fundamenten”.
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
a. En primer lugar es importante indicarle al Sr. Gerardo Meza que no es cierto que no se hayan verificado las afirmaciones de la denunciante, ya que ésta aportó a la Asesora del Consejo Institucional un juego personal de copias certificadas, las cuales constituyen el respaldo que posee de todas gestiones realizadas a través de todo este proceso.
Con base en esto puede afirmarse que el Consejo Institucional no falta a la verdad cuando menciona que la Ing. Ivonne Vázquez “Salió gananciosa frente a su contendor”, ya que la citada sentencia existe y no es función del Consejo Institucional investigar el curso judicial de las causas, ya que éste opera en sede administrativa y no judicial, de modo que si dicho fallo se encuentra en Casación, esto no demerita a la denunciante absolutamente en nada, el resultado favorable obtenido ante el Tribunal de Juicio de Cartago, instancia que dictó la sentencia el cual ahora parece cuestionar el Sr. Gerardo Meza.
También es importante señalar que no compete al Consejo Institucional referir un proceso que está en Casación que aún no cuenta con sentencia firme y definitiva y pretender especular con un resultado, que al día de hoy es futuro e incierto, calificativos de los que no goza el fallo emitido por el Tribunal de Juicio de Cartago, el cual es el único que por el momento arroja la certeza y la validez jurídica necesaria para citarlo, por lo que la observación en tal sentido resulta innecesaria. 
b. En segundo lugar con respecto a la afirmación del Sr. Gerardo Meza en el sentido de que el Consejo Institucional no aporta evidencias de haber constatado la veracidad de las afirmaciones realizadas por la denunciante 
en torno a un diálogo sostenido entre el Rector y la denunciante, cabe señalar que no compete ni al Consejo Institucional ni a su asesora analizar este detalle, aspecto que compete de manera exclusiva a la Asamblea Institucional, en su condición de autoridad que ejerce la acción disciplinaria sobre el Rector, ya que lo que hizo la Comisión de Planificación y 
c. Administración fue hacer una cita literal de lo que manifiesta la denunciante.
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Es improcedente la afirmación realizada por el Sr. Gerardo Meza en el sentido de que el Consejo Institucional ha faltado a su obligación de constatar la veracidad de las afirmaciones hechas por la denunciante por las siguientes razones:
a. No es función del Consejo Institucional investigar el curso judicial de las causas, ya que éste opera en sede administrativa y no judicial.
b. No compete ni al Consejo Institucional abrir un proceso orientado a determinar la veracidad de las afirmaciones realizadas por la denunciante, acción que compete de manera exclusiva a la autoridad que ejerce la acción disciplinaria sobre el Rector, Asamblea Institucional. 
III. Respecto a la presunta relevancia de que las resoluciones finales en los casos comparados fueran dictadas por personas distintas
1. El argumento del concurrente
El Sr. Gerardo Meza en su documento realiza un análisis orientado a demostrar que los casos de los funcionarios Vásquez y Segnini no son iguales recurriendo al argumento de que fueron firmados por personas diferentes.
Textualmente, el Sr. Gerardo Meza manifiesta:
“…Sin considerar que la resolución final en el caso de la profesora Vásquez Esquivel fue dictada por el Dr. Dagoberto Arias Aguilar en condición de Rector a.i, mientras que la del caso del Lic. Segnini fue dictada por el señor Rector M.Sc. Eugenio Trejos Benavides” y a continuación agrega “…La responsabilidad por la Resolución dictada en el caso de la profesora Vásquez corresponde al Rector a.i. que la dictó y firmó…”.
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
a. En lo que respecta al cumplimiento del Artículo 18, inciso k del Estatuto Orgánico, al Consejo Institucional le corresponde determinar si, ante causas disciplinarias similares, la autoridad institucional que detenta la potestad disciplinaria las resuelve de igual manera.
En este sentido cabe señalar que, en el caso del Sr. Carlos Segnini Villalobos, se presume que se dieron “Injurias y Calumnias” mientras que en el caso de la Sra. Ivonne Vásquez Esquivel, un Tribunal de la República, experto en la materia, determinó que en el desenvolvimiento de su caso al interior de la Institución, no se daba la convergencia del citado delito.
b. Para los efectos del trato justo es irrelevante esclarecer cuál persona firmó cada resolución. 
i. En primer lugar, porque no consta en el expediente de este caso, la existencia de un documento formal que acredite la designación de un delegado o sustituto investido con facultades suficientes para decretar la medida disciplinaria.
ii. En segundo lugar, tanto la ley como la doctrina establecen que, en caso de que puedan distinguirse claramente las personas que actúan en los roles de delegante/delegado y sustituido/sustituto, ambas personas deben responder de manera conjunta por las actuaciones desempeñadas en el ejercicio del cargo.  Esto es, a ambas personas les alcanza la responsabilidad por tales actuaciones.
c. Para fundamentar los alcances de las responsabilidades de las personas que ejercen los roles de delegante/delegado y sustituido/sustituto puede acudirse a la tesis planteada por la Procuraduría General de la Republica en el criterio C-155-97 del 10 de agosto de 1997 referido a (1) los alcances de la delegación y (2) el nivel de responsabilidad inherente a la delegación.
Resumidamente, de este criterio pueden derivarse las siguientes conclusiones:
i. La delegación es el acto por el cual el superior transfiere a un órgano jerárquicamente subordinado el ejercicio de funciones que tiene atribuidas de forma alternativa, conservando la titularidad de éstas. Se transfiere así el ejercicio pero no la titularidad de las competencias.
ii. El delegante tendrá siempre dos responsabilidades principales:
· Responsabilidad in eligiendo: 
Este tipo de responsabilidad obliga a la autoridad delegante a actuar con suma prudencia y de acuerdo con criterios de razonabilidad y técnicos al elegir un delegado. Sólo habrá lugar a culpa en la elección cuando ésta haya sido discrecional.  La responsabilidad de este tipo se genera cuando la autoridad delegante delegue sus competencias en funcionarios técnica o moralmente incompetentes la resolución de tales competencias.  
· Responsabilidad in vigilando:: 
Esta responsabilidad consiste en el deber de vigilar la gestión del órgano sustituto, de forma que si el delegado incurre en incumplimiento de sus deberes o compromete la gestión de la Institución, el delegante asume una responsabilidad si ha habido falta en la vigilancia. 
En lo que a esta responsabilidad concierne, el  término  "inmediato"  significa  que debe informar incluso de previo a comunicar lo resuelto al delegante de modo que éste tenga la posibilidad de examinar lo actuado por el delegado y, si fuere necesario, de modificarlo, revocarlo o anularlo, a fin de adecuarlo a la legalidad.
El delegado tiene el deber de remitir al delegante la información necesaria para analizar lo actuado, señalando los elementos más importantes relacionados con una toma de decisión.
iii. Cuando el delegante (el Rector titular, en nuestro caso) designe un delegado (Rector interino) le delega a éste las competencias que le otorguen las leyes y toda normativa interna de la Institución: en nuestro caso el Estatuto Orgánico, los reglamentos, etc.
iv. La primera responsabilidad del delegante es el deber de controlar, cuidar o mantener la debida diligencia en asuntos que son de su incumbencia como autoridad delegante. 
v. El delegante debe establecer los medios y procedimientos de control adecuados para tutelar los actos del delegado.  Entre estos medios está contar con la información de los asuntos resueltos de forma tal que pueda, de manera oportuna, tomar las medidas correctivas que sean pertinentes o fiscalizar de alguna manera la actuación del delegado.
vi. En una relación organizacional, los órganos jerárquicamente superiores ejercen determinadas potestades sobre el inferior: (1) potestad de instrucción o mando, (2) poder de dirección y orientación, (3) potestad de vigilancia y fiscalización. 
vii. El poder-deber de vigilancia permite al superior conocer la actividad desarrollada por el inferior y, en su caso, derogarla o modificarla. Atribución que se ejerce por actos materiales: solicitud de que se rindan cuentas, informaciones, realizaciones de investigaciones para conocer la regularidad de determinadas actuaciones de los órganos inferiores… 
viii. La facultad de vigilancia y control implica normalmente el poder de revocación, particularmente en cuanto la observancia de la ley es deber propio de la jerarquía. 
ix. No se trata sólo de inspeccionar o investigar la conducta del inferior, sino de la facultad de hacer efectiva su responsabilidad, de resolver recursos contra sus actos y de modificarlos y, en fin, un poder de sustitución. Por consiguiente, una posibilidad de examen del mérito y de la legalidad del acto del inferior. 
d. Para fundamentar de manera más amplia los alcances de las responsabilidades inherentes al delegante/delegado y sustituido/sustituto es importante hacer referencia a la tesis planteada por la Procuraduría General de la República, respecto a este mismo asunto en el criterio  C-166-2004 del 31 de mayo de 2004, en el cual resumidamente, ha dicho lo siguiente: 
 “…la competencia no se ve modificada con la presencia del suplente; ya que aquella es propia del órgano y va más allá de la persona que la ejecuta. El suplente no ejercita la competencia del titular como persona, sino que los dos, en su momento cada uno, están ejercitando la competencia del órgano que integran: ‘La competencia es esencialmente impersonal. Es la misma para todos los agentes investidos del mismo empleo. Es independiente del individuo que ocupa este empleo; existe antes de todo nombramiento y subsiste en el caso en que el empleo está desocupado.’ (Benoit, Francis Paul. "El Derecho Administrativo Francés". Madrid, Editorial Instituto de Estudios Administrativos, 1977, p. 575)... dicho en términos puramente metafóricos, podría decirse que (...) en la suplencia (...) son los titulares de los órganos los que se mueven, permaneciendo estáticas las competencias.’ (Santamaría Pastor, Juan Alfonso, op. cit., p. 622). En ese orden de ideas, para poder hacer uso de la competencia plena del  órgano, necesariamente  el  suplente  ha  de  reunir  en sí los mismos 
derechos y obligaciones que tiene el titular suplido, toda vez que su función primordial mientras sea suplente será la de retomar los asuntos por aquel iniciados y continuarlos…”,  
e. Por su parte, la Procuraduría General de la República en el criterio 207 del  25 de junio de 2007 ha señalado lo siguiente:
“….En la delegación no se transfiere la titularidad de la competencia, por lo que el delegado ejerce la competencia que pertenece jurídicamente a otro órgano. El órgano delegado no ejerce una competencia propia, sino la del órgano delegante. En ese sentido, la delegación no impone ningún cambio en el orden objetivo de competencias, sino sólo en su ejercicio. Esto explica que la delegación pueda ser revocada en cualquier momento por el órgano delegante (artículo 90, a) de la Ley General de la Administración Pública)…”.  
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
a. A pesar de que en el respectivo expediente no se localiza la resolución de traslado de la competencia por parte del Rector titular, el Sr. Trejos Benavides, al Dr. Dagoberto Arias Aguilar, se reitera que para la fecha en que dictó la resolución impugnada (8 de febrero del 2008), dicho funcionario fungía como Rector interino, razón por la cual a éste le son aplicables las normas y disposiciones creadas para la figura del Rector titular.
b. Para los efectos del acuerdo tomado por el Consejo Institucional es irrelevante la preocupación del Sr. Gerardo Meza respecto a cuál funcionario suscribió cada una de las resoluciones impugnadas, toda vez que el Rector titular en el desempeño de sus funciones como jerarca, cuenta con plenas facultades no sólo para examinar la conducta del Rector interino sino, especialmente, para modificarlos o revocarlos  en caso de encontrarlos contrarios a derecho y resolver recursos contra  sus  actos.
IV. Respecto al presunto impedimento para pronunciarse sobre el “trato justo” debido a que en el ITCR no existen ni procedimientos ni normativa que regulen cómo una autoridad debe valorar la gravedad de las faltas
1. El argumento del concurrente
En su documento el Sr. Gerardo Meza señala:
 “…Resalto que en el ITCR no existen ni procedimientos ni normativa que regulen cómo una autoridad debe valorar la gravedad de las faltas, ni criterios establecidos para determinar las sanciones correspondientes. Consecuentemente, no es posible definir con precisión si una autoridad al identificar la gravedad de una falta con determinada rigurosidad y definir la sanción correspondiente, actuó correctamente o no…”.
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
La argumentación del Sr. Gerardo Meza es insostenible, ya que parece que pretende mantener que, a raíz de que ciertos aspectos no están debidamente  normados al interior de la Institución, las autoridades institucionales no pueden actuar con la exigida legalidad del caso.
Esta argumentación es inaceptable para el Consejo Institucional ya que, aunque  la normativa interna sea insuficiente para resolver algún asunto de naturaleza legal, la ley dispone la obligatoriedad de acudir a la normativa supletoria aplicable, dentro de la cual puede enumerarse lo siguiente:
a. La Ley Orgánica del Instituto Tecnológico de Costa Rica, que da la pauta  legal de la normativa a aplicar en materia disciplinaria.
b. La Ley General de la Administración Pública en materia procedimental es rica en estos temas.
c. La doctrina brinda excelentes aportes, además de servir de guía calificada en tal sentido.
d. Los pronunciamientos, criterios o dictámenes por ejemplo de la Procuraduría General de la República y de la Contraloría General de la República, así como los de orden jurisdiccional, los cuales permiten adecuar muchas de nuestras conductas como funcionarios públicos a la legalidad.
e. Código de Trabajo,  ya que la Ley Orgánica del ITCR  así lo prescribe en su artículo  14.  “…El personal de la Institución se regirá por el Código de Trabajo y por los reglamentos que emita el Organismo Director Superior…”
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
El Consejo Institucional rechaza esta afirmación planteada por el Sr. Gerardo Meza, ya que aceptarla equivaldría a declarar que ante la ausencia de disposiciones a nivel interno las autoridades institucionales estarían facultadas para violentar la legalidad de los procedimientos y de los fallos, lo cual sería un error injustificable imposible de materializar, toda vez que la “imprecisión” y la falta de “rigurosidad” a las que él alude pueden subsanarse por medio de toda la normativa supletoria aplicable, la cual permite a todo tipo de autoridades institucionales asegurar que se actúe correctamente. 
V. Respecto a que el acuerdo del Consejo Institucional presuntamente contiene un “serio error” 
1. El argumento del concurrente
Sostiene el Sr. Gerardo Meza entre sus observaciones que el acuerdo tomado por el Consejo Institucional contiene “un error sumamente serio”, por cuanto la disposición del Artículo 18 inciso k del Estatuto Orgánico impone una obligación al Consejo Institucional en su condición de órgano pluripersonal, por lo que podría ser ilegítimo declarar que un órgano unipersonal como lo es el Rector, haya violado una obligación impuesta al Consejo Institucional (ningún/a funcionario/a o estudiante puede ser señalado de haber incumplido una función que le es propia al Consejo Institucional como órgano pluripersonal).
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Para fundamentar la posición del Consejo Institucional respecto a este asunto, es importante citar a Agustín Gordillo y Roberto Dromi quienes sobre este tema plantean lo siguiente:
“…La Competencia es la esfera de atribuciones de los entes y órganos, determinada por el derecho objetivo o el ordenamiento jurídico positivo. Es decir, el conjunto de facultades y obligaciones que un órgano puede y debe ejercer legítimamente. La competencia de los órganos administrativos es el conjunto de atribuciones que, en forma expresa o razonablemente implícita, confieren la Constitución Nacional, … las leyes y los reglamentos… La competencia condiciona la validez del acto… La competencia del acto administrativo reúne los siguientes principios:
a)	Expresa: porque debe emanar de las … leyes y reglamentos.
b)	Improrrogable o indelegable: porque háyase establecida en interés público y surge de una norma estatal, no de la voluntad de los administrados, ni del órgano-institución, ni del órgano-individuo. El órgano-institución no puede disponer de ella, sino que debe limitarse a su ejercicio, en los términos que la norma respectiva establezca…”
c)	Irrenunciable: es decir indeclinable…”. (Dromi, Roberto. Derecho Administrativo) (Gordillo, Agustín. Derecho Administrativo.)
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
El Consejo Institucional considera que no le asiste razón al Sr. Gerardo Meza en el sentido de que exista “un error serio” en el acuerdo cuando este órgano colegiado le señala al Rector su obligación de proceder conforme a los “principios del trato justo”, ya que ésta es una obligación establecida para todos los órganos de la administración por nuestro Estatuto Orgánico, normativa que tiene carácter de ley básica.
VI. Respecto a la presunta invasión de potestades específicas de la Sala Constitucional por parte del Consejo Institucional 
1. El argumento del concurrente
Afirma el Sr. Gerardo Meza que el Consejo Institucional al declarar en su acuerdo que “este hecho se constituye en una violación del Artículo 33 de la Constitución Política…” hace presumir que este órgano colegiado ha invadido potestades específicas de la Sala IV y revela una presunta inobservancia de lo dispuesto en el artículo 11 de la Constitución Política que indica que “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad.  Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella”.
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Las consideraciones competenciales del Consejo Institucional están desarrolladas en el subinciso a.V de este acuerdo en el que se expone la posición del Consejo Institucional respecto al “serio error” presuntamente cometido por éste órgano.
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
El Consejo Institucional manifiesta estar en desacuerdo con la argumentación del Sr. Gerardo Meza en este sentido ya que la declaratoria de la violación del Artículo 18 inciso K estatutario está dentro de la competencia legítima de este órgano.
VII. Respecto a la presunta ausencia de consideración de diferencias apreciables entre ambos casos por parte del Consejo Institucional
1. 1 El primer argumento del concurrente
Respecto a este tema en su primera objeción al acuerdo del Consejo Institucional, el Sr. Gerardo Meza afirma lo siguiente: 
“…la denuncia presentada contra el Lic. Segnini no se configura dentro del inciso citado (artículo 82, inciso a, de la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas, el cual dispone que “Las únicas causales justas para dar por terminado el contrato de trabajo por parte del Instituto son: a. Que el trabajador se conduzca durante sus labores en forma abiertamente inmoral, o acuda a la injuria, a la calumnia o las vías de hecho contra los representantes institucionales”) pues su supuesto dicho injurioso y calumnioso, no fue lanzado contra un representante institucional.  En ese entendido, su actuación solo podría acarrear el despido si “como consecuencia de ellos se altere gravemente la disciplina y se interrumpan las labores” requisitos ineludibles que impone el inciso b del artículo 82 de la Convención Colectiva.  
Es claro que tales circunstancias no mediaron en el caso del Lic. Segnini y así mismo lo reconoció la funcionaria (Deyanira) Meza Cascante cuando en la denuncia de la falta y solicitud de  investigación preliminar del caso, invocó el artículo 71 inciso d del Código de Trabajo ...Con base en lo dicho anteriormente, cabe afirmar que los casos de la profesora Ivonne Vásquez y del Lic. Segnini,… tienen una trascendencia temporal mucho mayor que las que se emiten mediante correo electrónico en un círculo limitado de personas. El acuerdo de referencia denota la ausencia de una valoración clara del elemento de discriminación, obviando analizar si las distintas sanciones máximas aplicables a cada caso, son o no justificantes de actuaciones distintas…”,
2.1 	Las consideraciones del Consejo Institucional respecto al primer argumento del concurrente
En relación con la primera objeción del Sr. Gerardo Meza, el Consejo Institucional manifiesta que este argumento es completamente incorrecto por cuanto, al analizar el caso concreto del Lic. Segnini Villalobos dentro del marco normativo de la Segunda Convención Colectiva, parte de una premisa totalmente falsa.
Para fundamentar esta manifestación del Consejo Institucional es importante acudir al criterio C-029-2004 de la Procuraduría General de la República del 26 de enero del 2004, el cual recoge la posición de la Sala Constitucional y que, respecto a estos tópicos, señala lo siguiente:
“…A pesar de la amplitud que establece la convención respecto a su ámbito de cobertura (del cual no excluye expresamente a servidor alguno), es generalmente aceptado por la doctrina y la jurisprudencia que no todas las personas que prestan sus servicios a una institución pública donde se ha suscrito una convención colectiva, pueden quedar protegidos por sus disposiciones… Por otra parte, obsérvese que la Sala Constitucional consideró incompatible la posición y funciones de algunos cargos con la posibilidad de que los servidores que se desempeñan en ellos sean beneficiarios de la convención colectiva.  Por eso es posible afirmar que las personas que ocupen esos cargos, aunque la convención no los excluya expresamente de su ámbito de aplicación, no pueden considerarse protegidos por el instrumento.  En ese mismo sentido nos habíamos pronunciado ya en nuestra opinión jurídica 039-2003 del 7 de marzo pasado, donde indicamos lo siguiente: … resulta indistinto que el tipo de servidores afectos a la incompatibilidad sean mencionados expresamente o no en la convención colectiva, pues en uno u otro caso, por razones inherentes a la naturaleza misma de sus funciones, no les sería aplicable lo dispuesto en el instrumento.   En otras palabras, no es de recibo aquí la tesis de que quienes no están expresamente excluidos, están implícitamente incluidos.   Ello -insistimos- porque lo que interesa es el tipo de funciones que realiza cada funcionario…es posible que se hagan restricciones o exclusiones de entre los posibles beneficiarios de una convención colectiva de trabajo en razón de la especial ubicación jerárquica institucional de los empleados, tal es el caso de los trabajadores o empleados de confianza…” (Sala Constitucional, sentencia n.° 2308-95 de las 16:03 horas del 9 de marzo 1995.  En el mismo sentido ver las sentencias 4325-96 y 12953-2001).
En consecuencia, con fundamento en el anterior criterio de la Procuraduría General de la República, el Consejo Institucional concluye que es incorrecta la premisa utilizada por el Sr. Gerardo Meza, en la línea de análisis utilizada con respecto a la aplicación del artículo 82 inciso b de la Convención Colectiva al Lic. Segnini Villalobos, ya que la observación realizada por él en ese sentido, es totalmente improcedente a la luz de la anterior disposición de la Sala Constitucional.  Asimismo es incorrecta la posición de la denunciante Deyanira Meza Cascante a la que él  hace alusión.
Lo que sí es cierto en torno a la denuncia por “Violación al principio de trato justo” planteada al Consejo Institucional es que, por orden de la Sala Constitucional, a la Ing. Vásquez Esquivel, no se le aplica la misma normativa que al Lic. Segnini Villalobos.
Cabe agregar que este aspecto lo tendrá que dirimir la Procuraduría General de la República, conforme a sus propios criterios aquí citados, para resolver la presente controversia, en caso de que el Directorio de la Asamblea Institucional Representativa, con fundamento en el criterio que le aporte el Asesor legal que contrate ese órgano, determine la procedencia de la aplicación del artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública.
Es importante enfatizar que, conforme a este criterio de la Procuraduría General de la República, el cuestionamiento del acuerdo del Consejo Institucional planteado por Sr. Gerardo Meza, el cual está basado en la premisa de que la normativa dispuesta por la Segunda Convención Colectiva es aplicable a un servidor público “de confianza” como lo es el Lic. Segnini Villalobos, resulta improcedente por ser contrario a lo preceptuado por la Sala Constitucional.
Sin embargo, en el “Recurso de aclaración y adición” interpuesto por la Ing. Vásquez  Esquivel, la asesora del Consejo Institucional señala, con referencia al criterio rendido por el Director de la Asesoría Legal institucional:  
“…Criterio asesor que ha privado en las instancias de interés a lo interno de la Institución, mismo que está consignado en el oficio AL-326-07 del 28 de agosto de 2007 en referencia al oficio R-624-2007, dirigido al Rector Eugenio Trejos Benavides donde el Asesor Legal institucional consigna:
 “…Por su parte, el artículo 4 de la Convención, señala que, esta Convención beneficia a todos los trabajadores del Instituto, independientemente del lugar donde presten sus servicios y el tiempo de contrato que los ligue con el Instituto, siempre y cuando no estén regidos por convenios especiales con gobiernos extranjeros, o con instituciones nacionales o internacionales, en cuyo caso se les aplicará esta Convención en lo pertinente, tomando en cuenta la singularidad de su situación” (SCI-839-2008 del 26 de noviembre de 2008).
Como puede observarse, el criterio brindado por el mismo Lic. Segnini Villalobos, en su condición de Asesor Legal Institucional, sobre la cobertura de la Convención Colectiva se contrapone al criterio manifestado por la Sala Constitucional, razón por la cual, el criterio emitido por la oficina encargada de ejercer la función contralora de la legalidad institucional sobre este tema resulta inaplicable.       
En consecuencia, el Consejo Institucional considera que no es  de recibo el argumento utilizado por el Sr. Gerardo Meza de analizar la actuación del Director de la Asesoría Legal Institucional dentro del contexto de una norma que no aplica, queriendo con ello atenuar o agravar conductas que ni siquiera se amparan dentro del mismo marco normativo establecido por la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas del Instituto Tecnológico de Costa Rica.
1. 2 El segundo argumento del concurrente
Respecto a este tema en su segunda objeción, referida a la forma de valorar las presuntas atenuantes y diferencias del delito de “Injurias y Calumnias” en los casos del Lic. Segnini Villalobos y de la Ing Vásquez Esquivel, el Sr. Gerardo Meza afirma lo siguiente lo siguiente:
 “…Aún cuando a ambos se les imputara en principio los cargos de injurias y calumnias, no eran del mismo tipo dado que solo en el caso de la profesora Vásquez se cumplían los presupuestos establecidos por la Convención Colectiva para el despido justificado.   Así la sanción máxima a que se exponía cada uno de ellos era claramente distinta en modalidad y en intensidad… 
Tampoco valoró el Consejo Institucional que las manifestaciones injuriosas o calumniosas emitidas en el seno de un Consejo de Escuela y que quedan consignadas en las Actas de éste…
El acuerdo de referencia denota la ausencia de una valoración clara del elemento de discriminación, obviando analizar si las distintas sanciones máximas aplicables a cada caso, son o no justificantes de actuaciones distintas”.
2.2 	Las consideraciones del Consejo Institucional respecto al segundo argumento del concurrente
En relación con la segunda objeción del Sr. Gerardo Meza, el Consejo Institucional considera que este argumento también es incorrecto ya que, si partimos de que “…A ambos se les imputara en principio los cargos de injurias y calumnias…”, como él mismo lo cita, es importante señalarle al Sr. Gerardo Meza que el delito penal como tal no hace diferencias entre personas.
La norma penal parte de una estructura basada en el “Principio de Igualdad” para todos los habitantes de un Estado de Derecho.  Esta estructura tiene un presupuesto de hecho, ligado a una consecuencia jurídica o sanción.  Todas las normas penales tienen la misma estructura.  El presupuesto de hecho es el que proclama “…Ante unas circunstancias A-B-C-… se producirá esta  consecuencia jurídica…”.  Esta consecuencia es la sanción.
En el caso de la Sra. Vásquez Esquivel, un Tribunal de la República dijo que las circunstancias A-B-C de su caso particular, no reunían los requisitos del tipo penal de la Injuria y la Calumnia.  Por esta razón la absuelve de ese delito, dentro de un estadio en el que los Jueces están facultados para  atenuar o agravar conductas, ya que es una prerrogativa otorgada a la judicatura. 
Sin embargo, en el caso del Lic. Segnini  esto ni siquiera operó, a pesar de que éste no aceptó los cargos.
Por esta razón el Consejo Institucional considera que la argumentación empleada por el Sr. Gerardo Meza para justificar, atenuar o agravar una determinada conducta es inválida, no solo porque parte de un cuadro normativo y fáctico errado sino además porque es opuesto a lo preceptuado por el máximo Tribunal Constitucional.
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
En relación con estas objeciones, el Consejo Institucional manifiesta lo siguiente:
a. La argumentación mediante la cual el Sr. Gerardo Meza pretende establecer diferencias entre los casos de la Ing. Vásquez Esquivel y el Lic. Segnini Villalobos basado en las disposiciones establecidas por la Convención Colectiva es inválida debido a que, por resolución de la Sala Constitucional, en ambos casos no se aplica la misma normativa ya que las convenciones colectivas no protegen entre otros, a los trabajadores o empleados de confianza.
b. El segundo argumento mediante el cual pretende establecer diferencias entre los casos basado en presuntos atenuantes y agravantes del delito de “Injurias y Calumnias” aplicables en ambas situaciones tampoco es de recibo debido a que la norma penal aplicable parte de una estructura basada en el “Principio de Igualdad” para todos los habitantes de un Estado de Derecho, razón por la cual no establece diferencias entre personas. 
La norma penal aplicable tampoco diferencia cargos de autoridad ni minimiza o intensifica si la falta se cometió ante un Consejo de Escuela, o al interior de una comunicación privada que luego fue de dominio público, sino que parte  únicamente  a determinar si se presentan o no  los requisitos del tipo penal invocado y procede a dictar una sentencia absolutoria o condenatoria.  
VIII. Respecto a que ni la AIR ni su Directorio tienen potestades de derogar resoluciones en materia laboral
1. El argumento del concurrente
Afirma el Sr. Gerardo Meza en sus observaciones que “el Consejo Institucional podría haber incurrido en una violación al principio de legalidad, al tomar los acuerdos expresados en los puntos c.ii, c.iii, c.iv, en los cuales solicita al Directorio de la AIR”, en su orden, 
c.ii	“Interponer ante la Procuraduría General de la República la acción legal correspondiente a lo dispuesto por los artículos 173 y siguientes de la Ley General de Administración Pública, con el fin de enmendar la Resolución RR-191-2008”
c.iii	“Proceder a anular la resolución de dictado de acto final del procedimiento disciplinario de la Ing. Ivonne Vásquez Esquivel…”
c.iv	“Determinar si el Directorio de la AIR cuenta con la competencia necesaria y suficiente para anular las actuaciones contenidas en el procedimiento disciplinario 02-2007…”.
Esto por cuanto, en modalidad de presumible, podría incurrir en lo siguiente:
i. Desafía las competencias propias del Rector, pretendiendo que las mismas sean asumidas por el  Directorio de la AIR; 
ii. Ignora el principio de cosa juzgada al pretender que se anule la sanción que se impuso al Lic. Segnini y se reabra el procedimiento disciplinario en su contra; 
iii. Ignora las consecuencias del agotamiento de la vía administrativa que no es otra cosa sino concluir el análisis y valoración de un caso en sede administrativa de forma definitiva, sin que quepa contra el mismo otra opción que la discusión de los derechos en vía jurisdiccional; 
iv. Procura que el Directorio de la AIR asuma competencias que ni siquiera son propias de la Asamblea Institucional Representativa en pleno, la cual no puede anular un acto administrativo firme como lo es la resolución final del procedimiento disciplinario 02-2007 sin violentar el principio de legalidad.
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto a lo argumentos del concurrente
a. La naturaleza de la materia (laboral vs administrativa) de los asuntos sometidos a consideración la Asamblea Institucional por parte del Consejo Institucional 
Respecto a este asunto, debe señalarse en primer lugar que el Consejo Institucional está plenamente de acuerdo en que el Rector agota la vía administrativa en materia laboral.
Sin embargo, es importante enfatizar que, si bien la problemática planteada por la denunciante tiene un origen que guarda afinidad estricta con la materia laboral, la impugnación planteada está orientada al procedimiento mediante el cual se analizó la causa, y por tanto la solicitud planteada por el Consejo Institucional al Directorio de la AIR, no corresponde a la materia laboral, sino a la materia de orden administrativo.
Como fundamento de esta afirmación conviene hacer referencia al  concepto de Procedimiento Administrativo entendido como como “…La secuencia ordenada de actuaciones que se siguen para la formación de la voluntad de la Administración Pública, expresada en decisiones, actos administrativos, sobre materias de su competencia…” (Ramírez Gronda. Juan D. Diccionario Jurídico. Editorial Claridad. Buenos Aires).
Esta precisión conceptual permite concluir que efectivamente la materia impugnada por la denunciante, no se encuentra dentro de la esfera laboral, materia que fue no solo agotada por el Rector sino además 
consumada en la práctica, sino en la esfera disciplinaria toda vez que la denuncia formalmente interpuesta incluye, entre otros, aspectos de justicia, de rendición de cuentas, de constitucionalidad, sobre todos los cuales la Asamblea Institucional por su condición de máxima autoridad institucional, cuenta con la competencia suficiente para analizar, juzgar y resolver, si así lo considera conveniente.
b. El control jerárquico por parte de la Asamblea Institucional sobre las actuaciones del Rector
Es importante señalar que, conforme a nuestro Estatuto Orgánico, el Rector tiene superiores claramente establecidos.  Esto es, que el Rector no ejerce el agotamiento de la vía laboral sin control jerárquico.
Efectivamente, dentro de la jerarquía institucional, a la Asamblea Institucional le corresponde analizar y resolver sobre las actuaciones del Rector, facultad que es completamente legítima, ya que procede del Estatuto Orgánico el cual en su Artículo 5 señala que “…La máxima autoridad del Instituto Tecnológico de Costa Rica es la Asamblea Institucional, la cual funciona en dos instancias: la Asamblea Institucional Plebiscitaria y la Asamblea Institucional Representativa…”.
c. La capacidad de la Asamblea Institucional para llamar a rendición de cuentas al Rector 
En el asunto que nos ocupa, se debe señalar que conforme al artículo 11 del Estatuto Orgánico “…a la Asamblea Institucional Representativa le corresponden las siguientes funciones… q- Llamar a rendición de cuentas a cualquiera de las instancias de la Institución cuando lo considere conveniente…”.
En relación con la importancia de la “rendición de cuentas” principio que se deriva de la reforma del artículo 11 de la Constitución Política, la Procuraduría General de la República en el criterio C-041-2007 del 14 de febrero de 2007, se ha manifestado de la siguiente manera:
La rendición de cuentas es “…una tendencia que ha adoptado el Estado costarricense, a partir de la reforma del artículo 11 de la Constitución Política, de complementar la legalidad con la eficacia y la eficiencia en la función pública, aspecto sobre el cual se afirmado: “La rendición de cuentas, a partir del enfoque sistemático que dispone la Constitución Política, consiste en la obligación a cargo de todo titular de competencias públicas de actuar apegado al ordenamiento jurídico, de ejercer en forma ética, económica, eficaz y 
eficiente sus competencias y de generar y proporcionar la información necesaria y suficiente para que su actividad se evaluada. Este concepto implica paralelamente la obligación, a cargo de terceros, de evaluar los resultados de dicha gestión, tomando en cuenta tanto el respeto de las disposiciones normativas aplicables como el cumplimiento de los objetivos y metas previamente establecidos…con la consecuente responsabilidad en caso de incumplimiento.” (SABORÍO VALVERDE, Rodolfo. Rendición de Cuentas en Costa Rica. Diagnóstico y Propuesta de Sistematización. San José: Editorial Juricentro, 2004, página 39)” 
d. Las potestades y competencia de la Asamblea Institucional sobre el Rector derivadas de ser un órgano jerárquicamente superior 
Para aclarar los alcances de potestades y competencia de la Asamblea Institucional sobre el Rector es importante acudir al criterio C-217-2007 del 3 de julio de 2007 de la Procuraduría General de la República, el cual destaca lo siguiente: 
“…Resulta claro que el hecho de que la Administración se encuentre formada por una serie de órganos exige un mínimo de organización que defina sus competencias y establezca relaciones de cooperación entre ellos. El reparto de competencias entre cada uno de los órganos – centros de acción – que conforman la Administración Pública se realiza, en principio, a través del criterio jerárquico. Mediante la aplicación de la técnica jerárquica se somete a los órganos de la Administración al poder de mando y dirección de los órganos superiores, de tal suerte que la relación entre órganos inferiores y superiores, se caracteriza esencialmente por la subordinación. 
En el particular, es importante transcribir lo señalado por el tratadista MARTIN MATEO: 
“Especial importancia tiene para la organización y distribución competencial la jerarquía administrativa. La jerarquía administrativa no es otra cosa que la ordenación gradual y vertical de las competencias (...) 
Los caracteres de la jerarquía y las circunstancias que operan para que ésta tenga lugar, son los siguientes: 
A)	Se precisa la existencia de una pluralidad de órganos. Si existe un solo órgano, es claro que no podemos hablar de jerarquía; es necesario, pues, un conjunto de órganos que queremos ordenar escalonada y racionalmente. 
B)	Una identidad de cometidos y competencias en razón de la materia, común para todos los órganos, puesto que si cada uno de ellos tuviese cometidos distintos que no guardasen relación entre sí, el establecimiento de una jerarquía carecería de sentido. El hecho de que todos los órganos colaboren en unas actividades comunes y tengan unos objetivos idénticos hace viable y necesario el ordenarlos mediante el establecimiento de una jerarquía entre ellos. 
C)	Estos órganos asumen responsabilidades específicas; hay, pues una división de trabajo y funciones, una subdivisión de cometidos entre los distintos órganos jerárquicos. 
D)	Los órganos jerarquizados, están subordinados unos a otros con arreglo a una escala que de mayor a menor (...) 
El establecimiento de la jerarquía es una técnica organizatoria cuya trascendencia más acusada es el mantenimiento de la unidad en el sistema orgánico, en las parcelas del obrar administrativo encomendadas a un conjunto de órganos. Con ello se consigue la unidad de dirección que permite a los órganos superiores dictar normas e instrucciones de obligado cumplimiento para los inferiores, orientar en casos concretos las conductas de los órganos inferiores, obligando a éstos por el deber de obediencia a acatar las órdenes y mandatos concretos de los órganos superiores, siempre que éstos obren de acuerdo con sus competencias y dentro de la legalidad. 
La jerarquía garantiza a los titulares de los puestos orgánicamente más elevados posibilidades de vigilancia de las actuaciones de los inferiores inspeccionando su conducta, haciendo efectivas las responsabilidades y resolviendo los recursos planteados frente a los actos de éstos órganos. Este último es el fundamento del recurso de alzada. El superior jerárquico conoce y resuelve de las reclamaciones presentadas frente a los actos y resoluciones del que está por debajo de él en la escala orgánica.”(RAMON MARTIN MATEO: Manual de Derecho Administrativo.  Instituto de Estudios de Administración Local.  Madrid.  1981, pp. 152-153) 
Efectivamente, el principio de jerarquía aplicado a las organizaciones públicas busca garantizar a los órganos superiores el poder de mantener la unidad de acción institucional y la facultad de dirigir la actividad de los órganos conforme con las políticas gubernamentales. En este sentido, señala ENTRENA CUESTA: 
“La más antigua de las técnicas seguidas en toda organización y, por ello, también, en la organización administrativa para reducir a unidad la multiplicidad de órganos en que se descompone es la establecer 
una ordenación de todos ellos en virtud de la cual, a través de una serie de relaciones de subordinación, e, inversamente, de supremacía, se hallan sometidos a quien se encuentra en la cúspide de la organización de que se trate. A este ordenación se le denomina jerárquica, y como consecuencia de ella los órganos superiores disponen de la facultad de dirigir, inspeccionar y ordenar la conducta de los inferiores.” (RAFAEL ENTRENA CUESTA:  Curso de Derecho Administrativo, Tecnos.   Madrid.  1988.  p. 82) 
En nuestro derecho positivo, los artículos 102 y 103 de la Ley General de la Administración Pública establecen las potestades que, en ocasión de la relación jerárquica, el órgano superior posee para dirigir la conducta de sus inferiores. Debe destacarse que entre los poderes del superior tenemos: 
a. La potestad de impartir órdenes particulares o dictar circulares sobre el modo en que se debe ejercer la función pública. Esto tomando en cuenta tanto criterios de oportunidad como de legalidad. 
b. La potestad de vigilancia sobre la actividad del inferior. Esta potestad de vigilancia abarca tanto criterios de oportunidad como de legalidad. 
c. La potestad disciplinaria. 
d. La potestad de revisar la actividad del inferior, ya sea de oficio o por recurso administrativo. 
e. La potestad de delegar funciones en   los órganos inferiores, pero también de avocarse el conocimiento de asuntos asignados al inferior. 
· La potestad de sustituir y suplir al inferior en sus funciones 
f. La potestad de resolver los conflictos de competencia entre inferiores. 
· La potestad de organizar el servicio del órgano…”  
[bookmark: gjdgxs]Cabe señalar que todas estas potestades las puede y debe ejercer, de manera responsable, la Asamblea Institucional en su condición de órgano de máxima jerarquía institucional, ya que para la aplicación de estos efectos es que el Consejo Institucional se le solicitó al Directorio de la AIR, de manera totalmente válida, valorar la procedencia de aplicar el artículo 173 de la Ley General de la  Administración Pública.
e. Importancia de que las actuaciones del Rector puedan ser impugnadas y resueltas por la Asamblea Institucional y evitar con ello que tales actuaciones sean resueltas en los tribunales de forma innecesaria
Respecto a este tema es importante citar la posición de la Procuraduría General de la República del 6 de marzo de 2008 en el criterio C-066-2008 en aspectos que guardan conexidad con todo lo analizado en este apartado cuando esta señala:
“…Si bien es cierto, como se apuntó antes, que con el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo el agotamiento de la vía administrativa es facultativo, el legislador aún así, promueve que el asunto litigioso se resuelva en sede administrativa como gestión previa al arranque completo de la maquinaria judicial. Así se desprende de los párrafos 3 y 4 del citado artículo 31, para aquellos supuestos en que se acude directamente a la vía jurisdiccional sin haber agotado antes la vía administrativa, en los que se dispone como primera provisión del juez tramitador en el mismo auto que da traslado de la demanda, un plazo de ocho días hábiles para que el superior jerárquico supremo del órgano o la entidad respectiva, de acuerdo con las reglas del artículo 126 de la Ley General de la Administración Pública, confirme, modifique, anule, revoque o cese la conducta administrativa impugnada. 
Existe, entonces, un interés del legislador porque las actuaciones impugnadas sean resueltas en la medida de lo posible en la propia sede de la Administración involucrada y evitar con ello que ésta sea arrastrada a los tribunales de forma innecesaria, a tal punto que premia con la terminación del proceso en lo pertinente y con la exención de una eventual condenatoria en costas personales y procesales, si la Administración dentro del plazo anterior de ocho días resuelve de forma acorde con las pretensiones del recurrente (párrafo quinto del referido artículo 31 del Código Procesal Contencioso Administrativo)…” 
f. Respecto al llamado “principio de cosa juzgada”
Para el Consejo Institucional resulta totalmente claro que nadie puede ser sancionado dos veces por el mismo hecho.
Sin embargo, el Consejo Institucional también tiene claro que la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, tiene un ámbito de acción muy amplio, la cual entre otras disposiciones establece las siguientes:
Artículo 1. “… Naturaleza Jurídica: La Procuraduría General de la República es el órgano superior consultivo, técnico - jurídico, de la Administración Pública, y el representante legal del Estado en las 
materias propias de su competencia. Tiene independencia funcional y de criterio en el desempeño de sus atribuciones…”.
Artículo 3. Atribuciones...
b) Dar los informes, dictámenes, pronunciamientos y asesoramiento que, acerca de cuestiones jurídicas, le soliciten el Estado, los entes descentralizados, los demás organismos públicos y las empresas estatales. La Procuraduría podrá, de oficio, reconsiderar sus dictámenes y pronunciamientos.
ch) Poner en conocimiento de los jerarcas respectivos de la Administración Pública -haciendo las recomendaciones que estime convenientes- cualquier incorrección de los servidores públicos que encontrare en los procedimientos jurídico-administrativos, lo cual se hará por medio del Procurador General o del Procurador General Adjunto. …”.
Por esta razón, tanto en el acuerdo comentado por el Sr. Gerardo Meza, como en la respuesta al Recurso de aclaración y adición posteriormente, interpuesto por la Ing. Ivonne Vázquez, el Consejo Institucional aprobó dos disposiciones:
a. Solicitó al Directorio de la AIR proceda a analizar la posibilidad de solicitar a la Procuraduría General de la República la acción legal correspondiente a lo dispuesto por los Artículos 173 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública (Subinciso c.ii del acuerdo de la Sesión Ordinaria N° 2585, Artículo 10, del 06 de noviembre del 2008).
b. Remitió el caso del Lic. Segnini a la Rectoría para que este órgano valore las acciones necesarias que pudieran resolver los extremos tocantes a la responsabilidad administrativa generada con la presente denuncia (Inciso c del acuerdo de la Sesión Ordinaria N° 2588, Artículo 9, del 28 de noviembre del 2008).
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
El Consejo Institucional no comparte ninguna de las afirmaciones planteadas por el Sr. Gerardo Meza en este apartado de su documento: 
a. En primer lugar, el Consejo Institucional no “desafía las competencias propias del Rector”, pretendiendo que las mismas sean asumidas por el  Directorio de la AIR
En vez de ello, el Consejo Institucional pretende respetar la competencia que le otorga la normativa interna al Directorio de la AIR de ser el órgano “encargado de organizar todos los aspectos relacionados con el funcionamiento de la AIR” en cumplimiento de lo cual le compete analizar y valorar si existen elementos suficientes para someter, a consideración de la AIR, una propuesta de solución respecto a la denuncia planteada, lo cual eventualmente pueda conllevar someter una propuesta de resolución de este asunto a la Asamblea Institucional Plebiscitaria.    
b. En segundo lugar, el Consejo Institucional no “ignora el principio de cosa juzgada”.
No obstante el Consejo Institucional, basado en la amplitud del ámbito de acción tanto de la Ley General de Administración Pública como de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, ha considerado prudente solicitar realizar las respectivas acciones, tanto al Directorio de la AIR como a la Rectoría, orientadas a corregir posibles fallas procedimentales que se pudieran haber producido en los casos bajo análisis.
c. En tercer lugar, el Consejo Institucional no “ignora las consecuencias del agotamiento de la vía administrativa”. En vez de ello, el acuerdo tomado por el Consejo Institucional refleja la aplicación de los siguientes principios:
i. Reconoce plenamente que el Rector agota la vía administrativa en materia laboral.  Adicionalmente fundamenta la decisión del Consejo Institucional de remitir el caso al Directorio de la AIR, basado en que a la Asamblea Institucional le corresponde resolver sobre materia de orden administrativo, no sobre la materia laboral.
ii. Reconoce en forma abierta que la Asamblea Institucional es el superior del Rector y, en consecuencia, le corresponde ejercer el control jerárquico sobre las actuaciones de dicho funcionario en el  ejercicio del agotamiento de la vía laboral.  
Lo anterior en el contexto de las facultades que le otorga el Estatuto Orgánico a la Asamblea Institucional para analizar y resolver sobre las actuaciones del Rector, dada su condición de “máxima autoridad del ITCR” (Artículo 5 del Estatuto Orgánico).
iii. Reivindica la capacidad de la Asamblea Institucional, que le otorga el Estatuto Orgánico, para llamar a rendición de cuentas al Rector, concepto entendido como “la obligación a cargo de todo titular de competencias públicas de actuar apegado al ordenamiento jurídico, de ejercer en forma ética, económica, eficaz y eficiente sus competencias y de generar y proporcionar la información necesaria y suficiente para que su actividad se evaluada. Concepto que a la vez implica la obligación, a cargo de terceros, de evaluar los resultados de dicha gestión, tomando en cuenta tanto el respeto de las disposiciones normativas aplicables como el cumplimiento de los objetivos y metas previamente establecidos…con la consecuente responsabilidad en caso de incumplimiento.” 
iv. Reconoce que las potestades y competencia que tiene la Asamblea Institucional sobre el Rector como consecuencia de ser un órgano jerárquicamente superior para  “dictar normas e instrucciones de obligado cumplimiento por parte del Rector en su condición de órgano inferior” el cual está obligado por el deber de obediencia a acatar las órdenes y mandatos concretos que emita la Asamblea Institucional en su condición de órgano superior, siempre que éstos obren de acuerdo con sus competencias y dentro de la legalidad. 
v. Reconoce la importancia de que las actuaciones del Rector puedan ser impugnadas y resueltas por la Asamblea Institucional y evitar con ello que tales actuaciones sean resueltas en los tribunales de forma innecesaria
d. En cuarto lugar, el Consejo Institucional no “procura que el Directorio de la AIR asuma competencias que ni siquiera son propias de la AIR en pleno”.  Por el contrario, lo que el Consejo Institucional pretende es que el Directorio de la AIR, con el apoyo de la asesoría legal, cumpla las funciones que le otorgan el Estatuto Orgánico y el Reglamento de la AIR, en cuyo ejercicio debe analizar y valorar los alcances de la denuncia planteada y finalmente decidir si existen elementos suficientes para someter, a consideración de la Asamblea Institucional, una propuesta de resolución respecto a la denuncia planteada.
IX. Respecto a que la aceptación de los cargos así como los hechos de mera constatación hacen innecesario el desarrollo del Procedimiento Disciplinario
1. El argumento del concurrente
En lo que a este aspecto concierne, el Sr. Gerardo Meza cita la resolución N° 2002-2687 del 15 de marzo de 2002 de la Sala Constitucional consigna lo siguiente:  
“Encontrándonos ante un caso como el presente, en que la mera constatación de los hechos atribuidos al amparado basta para la imposición de la sanción en su contra, la garantía constitucional del debido proceso se ve respetada al asegurar al funcionario la posibilidad de impugnar el acto disciplinario.”  
Continúa diciendo el Sr. Gerardo Meza que “la aceptación, por parte del Lic. Segnini …  nos enfrenta a un hecho de mera constatación”, razón por la cual “las declaraciones del Consejo Institucional (en los Considerandos 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, y 9) podrían eventualmente desatender las disposiciones de la Sala Constitucional”, las cuales tienen carácter vinculante.  
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Efectivamente el voto N° 2002-2687 del 15 de marzo de 2002 de la Sala Constitucional consigna que “…La aceptación de los cargos así como los hechos de mera constatación hacen innecesario el desarrollo del Procedimiento Disciplinario…”.
Al respecto cabe señalar que el desarrollo del Procedimiento Disciplinario se hace innecesario, tal como lo manifiesta la Sala Constitucional, siempre y cuando se cumpla con el “requisito esencial y obligatorio” de la aceptación de los cargos, condición que no concurre en el caso que nos ocupa ya que el Lic. Segnini Villalobos no aceptó los cargos, hecho que al parecer ignora el Sr. Gerardo Meza.
Literalmente en la Resolución RR-191-2008 del 26 de agosto del 2008, el MSc. Eugenio Trejos Benavides manifiesta:
“…No acepta el Lic. Segnini que sus manifestaciones se enmarquen dentro del tipo de injurias, difamación ni calumnias establecido en el artículo 81.b del Código de Trabajo, literalmente reproducido en el artículo 82.b de la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas, pues no existió ánimus injuriandi y se realizó en el marco de una comunicación privada que accidentalmente se remitió a personas no destinatarias del mismo. No acepta el Lic. Segnini haber cometido falta legalmente sancionable, pero reconoce que por ser el suyo un puesto de confianza del Rector, al haber puesto en riesgo la sana convivencia y la armonía entre personas e instancias institucionales, y al haberse puesto sus manifestaciones involuntariamente en conocimiento de las personas afectadas, está dispuesto a someterse a la sanción que el Rector considere necesaria como reproche moral, a fin de contribuir así al restablecimiento de las mencionadas armonía y sana convivencia institucionales. Acepta también no ser sometido al procedimiento 
ordinario a fin de aportar a la economía procesal y a la más pronta resolución de este asunto…”. 
En consecuencia, al no darse la aceptación de cargos, lo que procede es abrir un “procedimiento ordinario”, el cual a su vez lleva implícito el requisito de aplicación del “debido proceso” con la finalidad de que la sanción no sea automática, a efecto de evitar caer en los problemas de constitucionalidad que ello acarrea.
Precisamente por estas razones es que “el texto del acuerdo de referencia es abundante en citas y datos sobre el “debido proceso”  tal y como lo menciona el Sr. Gerardo Meza, lo que también permite deducir que en opinión del Consejo Institucional no se está ante un caso de “hechos de mera constatación” condición que según la Sala Constitucional debe presentarse para que sea innecesario el desarrollo del Procedimiento Disciplinario. 
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
Si bien la Sala Constitucional ha dispuesto que “…La aceptación de los cargos así como los hechos de mera constatación hacen innecesario el desarrollo del Procedimiento Disciplinario…”, tal disposición no aplica en el caso que nos ocupa, debido a que el Lic. Segnini Villalobos no aceptó los cargos. 
Precisamente, tal como lo ha señalado la Contraloría General de la República (Resolución de la Dirección General de Asuntos Jurídicos N° DGAJ-328-96-8 del 17 de noviembre de 1997), “Resulta evidente en relación con los principios de inocencia y debido proceso protegidos legal y constitucionalmente, que no cabe la imposición de medida sancionatoria alguna hasta tanto no se haya sustanciado formal procedimiento al funcionario para la determinación de cualquier tipo de responsabilidad a su cargo… (ya que) …puede incluso resultar una absolutoria de toda imputación de cargos, lo cual determinaría que no quepa la aplicación de sanción alguna…”
X. Respecto a la presunta incompetencia de la Asamblea Institucional para investigar las actuaciones de funcionarios distintos al Rector y a los miembros del Consejo Institucional
1. El argumento del concurrente
Señala el Sr. Gerardo Meza en sus observaciones que conforme al Estatuto Orgánico (Artículo 8, inciso c), “la Asamblea Institucional Plebiscitaria es competente para sancionar al Rector y a los miembros del Consejo Institucional, mas no al resto de las y los funcionarios del Instituto”.
En consecuencia, dado que el Consejo Institucional en su acuerdo “solicita a la Asamblea Institucional o a su Directorio valorar si cabe investigar las actuaciones de funcionarios distintos al Rector”, ello “podría atentar contra la disposición de la Convención Colectiva que, en sus artículos 69 y 70, delega en los Directores de Departamento la realización de la investigación preliminar”.  
2. Consideraciones del Consejo Institucional respecto al argumento del concurrente
Tal como se señala en el acuerdo de Sesión Ordinaria N° 2588, Artículo 9, del 28 de noviembre del 2008, mediante el cual se da respuesta al “Recurso de adición y aclaración” interpuesto por la Ing. Ivonne Vázquez, en lo que a este tema respecta, el Consejo Institucional parte de las siguientes premisas:
a. La Asamblea Institucional, en sus dos instancias, es el superior jerárquico con potestades disciplinarias en materia laboral del Rector, esto bajo la perspectiva de la máxima legal que establece que “Quien nombra, remueve y ese disciplina”.
Desde esta perspectiva, tal como se ha indicado, a cada uno de los órganos de esta autoridad les corresponde lo siguiente:
i. Directorio de la AIR: 
· Analizar y valorar este caso, con el apoyo de la respectiva asesoría legal.
· Formular una propuesta de solución dirigida a la AIR, en caso de concluir que existen elementos suficientes para ello.
ii. Asamblea Institucional Representativa: 
· Analizar y resolver respecto a la propuesta base, y sus respectivas mociones, la cual podría conllevar la aprobación de una propuesta dirigida a la AIP para la resolución final de este asunto.
iii. Asamblea Institucional Plebiscitaria:
· Resolver respecto al asunto concreto que sea sometido a su conocimiento por parte de la AIR.
b. Asimismo, en cada uno de los demás funcionarios involucrados, fungen como superior jerárquico con potestades disciplinarias en materia laboral, diferentes autoridades laborales del Rector en adelante, todos los cuales pueden igualmente determinarse bajo la perspectiva de la máxima legal que establece “Quien nombra, remueve y ese disciplina”.
Por esta razón, en el mencionado acuerdo de Sesión Ordinaria N° 2588, Artículo 9, del 28 de noviembre del 2008, el Consejo Institucional dispuso remitir el análisis del caso del Rector al Directorio de la AIR y el del Asesor legal al Rector.
De forma similar, el caso de cualquier otro funcionario deberá remitirse a su correspondiente superior jerarca disciplinario en materia  laboral.
3. Síntesis de la posición del Consejo Institucional respecto a la observación del concurrente
El Consejo Institucional coincide con el Sr. Gerardo Meza en que a la Asamblea Institucional le corresponde investigar la actuación del Rector y de los miembros del Consejo Institucional pero no las actuaciones de otros funcionarios del Instituto.
Por esta razón, al dar respuesta al “Recurso de adición y aclaración” interpuesto por la Ing. Ivonne Vázquez,  hizo las correspondientes correcciones en las solicitudes de análisis de las responsabilidades laborales de otros funcionarios del Instituto.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591. 
CONTINUACIÓN ASUNTOS DE FONDO
ARTÍCULO 8.   Modificar los incisos a y b del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 2529, Artículo 15, del 27 de setiembre del 2007 “Creación y renovación de plazas financiadas con recursos del Fondo del Sistema del Consejo Nacional de Rectores (CONARE)”
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Modificar los incisos a y b del acuerdo tomado en la Sesión  Ordinaria No. 2529, Artículo 15, del 27 de setiembre del 2007 “Creación y renovación de plazas financiadas con recursos del Fondo del Sistema del Consejo Nacional de Rectores (CONARE”, elaborada por la Presidencia, se adjunta a la carpeta.
Adicionalmente comenta que el Consejo Nacional de Rectores había aprobado la asignación de mil doscientos millones para el otorgamiento de becas para la realización de estudios de postgrado para el personal universitario.  Informa que tal y como se había acordado en la Sesión Ordinaria No. 2529, en los incisos a y b indica que se renuevan estas plazas para ser utilizadas para becar a  funcionarias y funcionarios que realicen estudios de doctorado, por lo que el Comité de Becas ha planteado la solicitud de reforma de estos dos incisos ya que a nivel  de postgrados se incorporan tanto estudios  de maestría como de doctorado, entonces la propuesta es sencillamente para variar el término de estudios de doctorado y se ponga el mismo término que se utilizó en el CONARE de  estudios de Postgrado, que incorpora Maestría y Doctorado e incluso especialización.   
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Nacional de Rectores en la Sesión No. 2008, Artículo 2, acordó: 
“Aprobar la asignación de los recursos del Fondo del Sistema para el año 2009, por un monto de 1.200.000.000.00, para becas para estudios de posgrados para el personal universitario”.
2. El Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2529, Artículo 15, del 27 de setiembre de 2007, acordó la Creación y renovación de plazas financiadas con recurso del Fondo del Sistema del Consejo Nacional de Rectores (CONARE); los incisos a y b dicen:
“a. Renovar ocho plazas temporales de profesor, FS0001;  FS0002; FS0003; FS0004; FS0005; FS0006; FS0007; FS0008 todas Categoría 23, de 12 meses, jornada de 100%, equivalente a 8 tiempos completos y adscritas a la Dirección de Vicerrectoría de Docencia; con el fin de que sean utilizadas para becar a funcionarios y funcionarias que realicen estudios de doctorado.
b. Crear dos plazas temporales de profesor, FS0030 y  FS0031 Categoría 23, de 12 meses, jornada de 100%, equivalente a 2 tiempos completos y adscritas a la Dirección de Vicerrectoría de Docencia; con el fin de que sean utilizadas para becar a funcionarios y funcionarias que realicen estudios de doctorado.”
3. En conversación sostenida con el señor Rector antes de esta fecha, se nos indicó verbalmente, que los fondos destinados por CONARE para 2008, serían empleados para otorgar tiempos parciales para funcionarios y funcionarias que realizarán estudios de Posgrado.
4. Que según esa disposición verbal, el Comité de Becas ya ha otorgado tiempos parciales para funcionarios y funcionarias para que realicen sus estudios de maestría.
ACUERDA:
a. Modificar los incisos a y b del acuerdo tomado en la Sesión Ordinario No. 2529, Artículo 15, del 27 de setiembre del 2007, para que se lean:
“a. Renovar ocho plazas temporales de Profesor, FS0001; FS0002; FS0003; FS00004, FS0005, FS0006, FS0007 y FS0008 todas Categoría 23, de 12 meses, jornada de 100%, equivalente a 8 tiempos completos y adscritas a la Dirección de Vicerrectoría de Docencia; con el fin de que sean utilizadas para becar a funcionarios y funcionarias que realicen estudios de Posgrado.”
“b. Crear dos plazas temporales de Profesor, FS0030 y FS0031 Categoría 23, de 12 meses, jornada de 100%, equivalente a dos tiempos completos y adscritas a la Dirección de Vicerrectoría de Docencia; con el fin de que sean utilizadas para becar a funcionarios y funcionarias que realicen estudios de Posgrado.”
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591. 
ARTÍCULO 9.   Liberación de las plazas nuevas temporales creadas con el Fondo del Sistema, creadas en la Sesión Extraordinaria No. 2578, Artículo 3A, del 29 de setiembre del 2008, del Programa 1 Administración  
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Liberación de las plazas nuevas temporales creadas con el Fondo del Sistema, creadas en la Sesión Extraordinaria No. 2578, Artículo 3A, del 29 de setiembre del 2008, del Programa 1 Administración”, elaborada por la Presidencia, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2578, Artículo 3A, del 29 de setiembre del 2008, aprobó la creación de plazas nuevas temporales con recursos del Fondo del Sistema 2009.
2. El Consejo Institucional en esa misma Sesión acordó en su inciso b, condicionar la contratación de personal para ocupar las plazas en el Programa 1 “Administración”, a la presentación por parte de la Administración de un análisis o estudio técnico que demuestre la necesidad de las mismas, de acuerdo con cargas de trabajo, el uso de sistemas informáticos y mejoras posibles en el sistema de trabajo.
3. La Secretaría del Consejo Institucional recibió, con fecha 16 de diciembre del 2008, el estudio supra citado, remitido mediante el memorando VAD-450-2008, suscrito por el MAE. Bernal Martínez B, Vicerrector de Administración, dirigido al  MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional.
SE PROPONE:
a. Liberar las plazas, FS001, FS002, FS003, FS004, FS005, FS006, FS007, FS008, FS009, FS010, FS011, FS012 y FS013, según el acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2578, Artículo 3A, inciso a,  del 29 de setiembre del 2008 equivalentes a 11.23 tiempos completos, para ser utilizadas por el Programa 1 de Administración durante el año 2009.
b. Solicitar a la Administración remitir al Consejo Institucional al 30 de setiembre del 2009 un informe del impacto positivo de las plazas en los servicios administrativos involucrados.
El señor Eugenio Trejos, le solicita al señor Johnny Masís para que amplíe los pormenores de la presente la propuesta.
El señor Johnny Masís informa que esta propuesta lo que persigue es dar el aval para que se puedan ejecutar las plazas aprobadas por el Consejo Institucional, y amplía algunos detalles de la misma.
El señor Eugenio Trejos consulta si tienen alguna observación.
El señor Carlos Badilla solicita que se incluyan  los considerandos que son parte de la fundamentación contenidos  en el documento borrador. 
El señor  Johnny Masís da lectura textual  a los considerandos. 
El señor Eugenio Trejos sugiere se agregue un tercer considerando que indique en qué se van a utilizar  las plazas y se especifique los 5 puntos señalados  por el señor Johnny Masís.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 1 en contra.  Se somete a observación la firmeza y se obtiene 9 votos a favor 1 en contra.
El señor Víctor Estrada justifica su voto en contra ya que a pesar de que es Miembro de la Comisión de Planificación, no se le remitió el estudio, por lo que no puede tomar una decisión.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2578, Artículo 3A, del 29 de 	setiembre del 2008, aprobó la creación de plazas nuevas temporales con 	recursos del Fondo del Sistema 2009.
2. El Consejo Institucional en esa misma Sesión acordó en su inciso b, condicionar la contratación de personal para ocupar las plazas en el Programa 1 “Administración”, a la presentación por parte de la Administración de un análisis o estudio técnico que demuestre la necesidad de las mismas, de acuerdo con cargas de trabajo, el uso de sistemas informáticos y mejoras posibles en el sistema de trabajo.
3. La Secretaría del Consejo Institucional recibió, con fecha 16 de diciembre del 2008, el estudio supra citado, remitido mediante el memorando VAD-450-2008, suscrito por el MAE. Bernal Martínez B, Vicerrector de Administración, dirigido al  MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional.
4. Las áreas que requieren refuerzo para atender el recargo generado por los nuevos proyectos, ya que son más de 4,200 millones en total, que se han destinado en el periodo 2009 y que en el 2008 se notó el sobrecargo de trabajo que generó:
a. Mayor volumen de trabajo en la formulación presupuestaria de los proyectos, su ejecución, evaluación y control, así como la respectiva liquidación individual.
b. Impacto en mayor cantidad de procesos de contratación administrativa por la cantidad de nuevas solicitudes de bienes y servicios hechas por todos los proyectos que recibieron recursos del fondo del sistema.
c. Mayor cantidad de  solicitudes de servicios en áreas como Publicaciones, Soda Comedor y en especial en el área de transporte, de esto se pretende tan solo reforzar con algún personal para la Unidad de Transportes, dada la cantidad de giras que se han generado con estos proyectos.
d. Nuevos procesos de concursos de contratación de personal, los cuales se han generado dada la cantidad de dinero asignada por ejemplo a Becas funcionarios, los cuales generan nuevos espacios provocados por la sustitución del personal becado, así como el dedicado a proyectos de investigación y extensión, aspectos que sobrecargan las actividades generales de Recursos Humanos.
e. Solicitudes de servicios por mantenimiento a la infraestructura y equipo, dado que la adquisición de nuevos equipos demandan mejoras a la infraestructura para adecuar espacio físico tanto lo que involucra aspectos eléctricos como adecuaciones, entre otros. Además la sustitución de equipos han generado nuevas solicitudes para darle mantenimiento correctivo.
ACUERDA:
a. Liberar las plazas, FS001, FS002, FS003, FS004, FS005, FS006, FS007, FS008, FS009, FS010, FS011, FS012 y FS013, según el acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2578, Artículo 3A, inciso a,  del 29 de setiembre del 2008 equivalentes a 11.23 tiempos completos, para ser utilizadas por el Programa 1 de Administración durante el año 2009.
b. Solicitar a la Administración remitir al Consejo Institucional al 30 de setiembre del 2009 un informe del impacto positivo de las plazas en los servicios administrativos involucrados.
c. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591. 
NOTA: Se pospone el tema siguiente “Resolución respecto al procedimiento de Contratación Directa Nº 2008CD-000513-APITCR “Asesor Legal Externo para el Consejo Institucional”, según acuerdo del Consejo Institucional de Sesión Ordinaria No.”, mientras llegan los invitados y se pasa al punto siguiente “Creación de la Escuela de Educación Técnica”  
ARTÍCULO 10. Creación de la Escuela de Educación Técnica
La señora Rosaura Brenes presenta la propuesta denominada: “Creación de la Escuela de Educación Técnica”, elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. En la Sesión Ordinaria No. 2544, Artículo 8, del jueves 7 de febrero de 2008, el Consejo Institucional acordó lo siguiente:”


a. “Derogar el inciso a) del acuerdo tomado en su sesión N0. 2540 artículo 11 del 13 de diciembre de 2007, referente a la Ubicación del Programa de Educación Técnica.
b. Adscribir el programa de Educación Técnica a la Escuela de Seguridad Laboral e Higiene Ambiental, hasta el 30 de junio del 2008, como plazo improrrogable.
c. Solicitar al Rector que por medio de la Vicerrectoría de Docencia, presente una propuesta de ubicación de este programa conforme con lo establecido por el Estatuto Orgánico, antes del 30 de junio del 2008.
d. Solicitar a la Rectoría que esta propuesta venga acompañada de una evaluación de la calidad y pertinencia de los programas impartidos a la fecha.”
2. El Consejo de Docencia en la Sesión No. 13-2008, celebrada el 30 de junio del 2008, Artículo 5, acordó:
“Considerando que:
a) La Ley Orgánica del Instituto Tecnológico de Costa Rica, dice en su artículo 4 que el ITCR “Ofrecerá carreras en que se otorguen títulos correspondientes a cualquiera de los grados universitarios en el campo de la tecnología, reconocidos usualmente. Podrá administrar centros de educación técnica, mediante convenios con el Ministerio de Educación Pública y con otras instituciones similares”. 
b) Desde el año 1976 el ITCR ha venido tratando la temática de Educación Técnica  mediante diversas actividades, principalmente docentes, alcanzando a la fecha un número muy importante de graduados, más de 850 en bachillerato y 150 a nivel de maestría. 
c) El objeto de estudio de Educación Técnica es totalmente diferente al  resto de escuelas del ITCR, esto limita de manera importante el desarrollo de esta área y además constituye una carga muy pesada para cualquier escuela donde esté adscrita. 
d) Tanto el actual gobierno de la República, como representantes de varios sectores han cuestionado las deficiencias en educación y perfil de los graduados universitarios, de igual forma han señalado la importancia de la Educación Técnica.   
e) Las fortalezas de las facultades y programas de educación de las universidades estatales son de sobra conocidas, sin embargo dentro del marco del CONARE la educación técnica es un área asignada al ITCR, en otras palabras si hay críticas a la formación técnica a nivel de educación superior universitaria en buena parte el ITCR debe dar cuenta por ello, tanto por lo que hace como por lo que deja de hacer. Este es una de las razones por las cuales Educación Técnica resulta una carga muy pesada para cualquier Escuela del ITCR.    
f) El Ing. Jorge Chaves A., Director de la Escuela de Ingeniería en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental ha manifestado que una vez vencido el plazo actual de permanencia de Educación Técnica en esa Escuela (30 de junio del 2008), no hay disposición del Consejo de Escuela para prorrogar la estadía de este programa en esa Escuela. 
g) El Convenio ITCR – CIPET mediante el cual los profesores graduados del CIPET en las distintas especialidades, entraban de manera directa al ITCR a cursar su bachillerato en Educación Técnica, prácticamente ha quedado sin efecto al aprobarse la apertura de la Universidad Técnica Nacional, esto plantea una gran interrogante alrededor del programa de educación técnica  básicamente porque habría que definir una nueva población meta para el programa. Se tiene proyectado recibir estudiantes en el 2009, posterior a esa fecha no se recibirán más estudiantes del CIPET. 
h) Es urgente buscar una ubicación definitiva para el programa de Educación Técnica, que le permita tomar decisiones de forma más independiente y hacer academia en torno a esta temática. En ocasiones anteriores, tanto el Consejo de Escuela de Ingeniería en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental, como el Consejo de Docencia habían recomendado la creación de una Escuela de Educación Técnica. 
i) El Consejo Institucional en su Sesión Ordinaria No. 2514, Art. 15 del 31 de mayo del 2007 y publicada en la Gaceta No. 225 aprobó una modificación al Estatuto Orgánico para incluir las Áreas Académicas. De acuerdo con esta modificación las Áreas podrán impartir programas docentes como lo hace actualmente  Educación Técnica, sin embargo no contempla las modificaciones a la normativa interna para que desde las áreas se realicen algunos trámites administrativos básicos de cualquier programa docente como lo son las firmas de títulos, las firmas de estudios curriculares y otras actividades realizadas por los Directores(as) de Escuela.    
j) Educación Técnica ofrece un excelente espacio para que las diferentes Escuelas puedan ofrecer cursos de capacitación al sector productivo, abrir programas articulados con colegios universitarios para formar profesores en las diferentes especialidades de educación técnica, ofrecer materias complementarias para que estudiantes avanzados y graduados de carreras del ITCR puedan desempeñarse como profesores de educación técnica, entre otras.     
k) El programa de Educación Técnica ha admitido estudiantes en el presente año, tanto para el programa de bachillerato como para el programa de maestría, esto compromete al ITCR a mantener abiertos los programas docentes por un plazo de al menos 3 años, considerando el tiempo de duración de los programas más un 50%. 
l) El potencial de Educación Técnica es muy grande y permitiría al ITCR tener un importante impacto nacional en esta área, sin embargo las Autoridades Institucionales deben definir cuál es el papel que jugará el ITCR es esta materia a nivel del país, principalmente ahora que existe una quinta universidad estatal que tiene como prioridad la Educación Técnica. 
m) Desde la Vicerrectoría de Docencia se han realizado diversas acciones para que Educación Técnica se adscriba a alguna otra Escuela del ITCR, sin embargo estas gestiones no han dado los resultados esperados. 
n) Sigue siendo válida la propuesta anterior de la Escuela de Seguridad Laboral e Higiene Ambiental, del Programa de Educación Técnica, de la Vicerrectoría de Docencia y del Consejo de Docencia que la temática de Educación técnica sea administrada a través de una Escuela. 
Acuerda proponer al Consejo Institucional:
1. Crear el Área de Educación Técnica integrada por las Escuelas que actualmente imparten cursos o son parte del Comité Técnico de Educación Técnica, a saber   Ingeniería y Ciencias de los Materiales, Ingeniería en Producción Industrial, Ingeniería en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental e Ingeniería Electromecánica. 
2. Adscribir el Área de Educación Técnica para los efectos laborales y administrativos a la Vicerrectoría de Docencia, tal y como lo establece el artículo 49 del Estatuto Orgánico  
3. Incluir un inciso en el artículo 50 BIS en el estatuto Orgánico que incluya las funciones de los Coordinadores de Área, de forma tal que se lea de la siguiente forma: 
Son funciones del Coordinador de Área: 
a. Planear, organizar, dirigir y evaluar las labores del Área
b. Velar por el cumplimiento de los fines y objetivos del Área
c. Ejecutar los acuerdos y resoluciones de la Asamblea Institucional, el Consejo Institucional, el Rector, los Vicerrectores, el Director de Sede Regional y el Consejo de Área, en lo que corresponda
d. Convocar y presidir el Consejo de Área
e. Procurar la eficiencia de la labores en la temática del Área
f. Preparar el plan de trabajo y el anteproyecto de presupuesto del Área y presentarlo al Consejo de Área
g. Proponer al Consejo de Área el plan semestral de trabajo de cada funcionario a su cargo y evaluarlo al concluir el período
h. Presentar un informe semestral de labores al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo y hacerlo del conocimiento del Área. 
j. Servir como medio de comunicación entre el Vicerrector o Director de Sede Regional y el Área
k. Proponer al Consejo de Área los planes y programas del Área.
l. Ejercer acción disciplinaria sobre los funcionarios y estudiantes del Área, según lo establecido en este Estatuto Orgánico y los  reglamentos respectivos
m.Suspender actividades del Área cuando medie alguna circunstancia que lo amerite, dando cuenta al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo
n.Presentar al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo las recomendaciones del Consejo de Área sobre nombramientos y remoción de personal
ñ. Promover la superación del personal a su cargo
o. Propiciar la coordinación de las labores de su Área con las de otras unidades del Instituto o instituciones públicas y privadas
p. Firmar, conjuntamente con el Rector, los títulos que expida su Área
q. Realizar cualquier otra actividad necesaria para el buen desempeño del Área
4. Solicitar al Consejo de Área que en un plazo de 6 meses haga una propuesta sobre el rol del ITCR en Educación Técnica. 
5. Derogar el Reglamento de Educación Técnica. 
6. Comunicar. ACUERDO FIRME.”
1. La Vicerrectoría de Docencia comunicó a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles,   que no  les fue posible presentar al 30 de junio 2008, una evaluación de la Calidad del Programa, ya que este proceso se llevaría al menos un año, pensando que esta evaluación debe realizarse basada en los modelos establecidos al menos nacionalmente, por ejemplo SINAES.
2. La Comisión de Asuntos Académicos en reuniones  ampliadas con la Vicerrectora de Docencia y el Lic. Jorge Chaves, Director de la Escuela de Seguridad Laboral,   según consta en las minutas 209-08 y 216-08 y 226-08, analizó el borrador  de la propuesta una vez incorporadas algunas observaciones de fondo, disponen tramitar la consulta ante el Centro de Desarrollo Académico, como ente técnico; para que una vez que se cuente con la posición del mismo, el Pleno decida si este Programa podría calificar como Escuela o como Área.
3. Mediante oficio CEDA-425-2008, con fecha 09 de diciembre del 2008, dirigido al a Máster Rosaura Brenes, Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos, remitido por el M.A. Ulises Rodríguez, Director del Centro de Desarrollo Académico,  se remite el criterio técnico  el cual indica que el Programa de Educación Técnica  sí califica para convertirse en una Escuela, perteneciente a la Vicerrectoría de Docencia y arriban a las siguientes conclusiones:“


1. El Programa de Educación Técnica ha estado ubicado temporalmente en Escuelas diferentes, sin embargo, tal y como lo indica el CEDA, su objeto de estudio no es compatible con los objetos de estudio de las otras carreras del TEC.
2. El Consejo de Docencia acordó solicitar crear la “Escuela de Educación Técnica” y ubicarla en la Vicerrectoría de Docencia, así como todos los proyectos y acciones atendidas por el Programa. (Sesión 09-2007, Artículo 4, del 23 de abril de 2007) 
3. Tal y como se define en el Estatuto Orgánico se concluye que el Área Académica está compuesta por Escuelas únicamente.
4. Se concluye asimismo que una Área Académica no se conforma con otras estructuras organizativas que no sean Escuelas, es decir, un Programa como el de Educación Técnica por sí mismo no constituye una Área Académica.
5. En junio de 2008, todavía el Consejo de Docencia sigue considerando como válida la propuesta de que la temática de Educación Técnica sea administrada a través de una Escuela.
6. El pronunciamiento del CEDA (oficio CEDA-171-2008), es muy claro cuando se indica que: “el objeto de estudio y los perfiles del Programa de Educación Técnica deben ser atendidos, impartidos, desarrollados y ofertados exclusivamente por el Programa de Educación Técnica, ya que ninguna otra carrera o programa existente en el TEC cumple con las especificidades de dicho Objeto de estudio.” 
Por lo tanto, en atención a la consulta, es criterio de esta oficina que el CEDA debe de manifestarse en el sentido de que el Programa de Educación Técnica sí califica para convertirse en una Escuela, perteneciente a la Vicerrectoría de Docencia, con sus programas de Bachillerato y de Maestría actuales, y cualesquiera otros que pueda desarrollar en el futuro. Esto debido a que no puede ser un Área Académica si antes no se ha convertido en Escuela.”
SE PROPONE:
a. Crear la Escuela de Educación Técnica, a partir de  definida de la siguiente manera:
La Escuela de Educación Técnica será estructuralmente un departamento académico, en concordancia con el Articulo 51 del Estatuto Orgánico, que tendrá como objetivo ofrecer enseñanza, investigación y extensión, así como  desarrollar proyectos productivos según sus posibilidades que brinden respuesta a los requerimientos y necesidades del desarrollo técnico y económico nacional o regional y tomando en consideración  las políticas institucionales emanadas de los órganos competentes,  y las necesidades del país en el sentido de que la formación en áreas técnicas sirva de instrumento  para la movilización social .
b.  La Escuela de Educación Técnica para los efectos laborales y administrativos estará adscrita a la Vicerrectoría de Docencia, en el Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR).
c. Para el desarrollo de los programas docentes la población meta de esta Escuela  será:
1.	Profesores de educación media en áreas técnicas, dando prioridad a las regiones con menor desarrollo socio-económico.
2.	Estudiantes de las diferentes carreras del ITCR que deseen desempeñarse como profesores en colegios  técnicos 
3.	Graduados de las diferentes carreras del ITCR  que se desempeñen como docentes en colegios Técnicos y universidades.
4.	Ciudadanos(as) de las diferentes regiones del país que deseen   cursar carreras de tipo técnico  de manera que  les facilite la movilidad  social.  
d. Para ingresar a Educación Técnica se podrá  optar por las siguientes vías:
1.	Para la obtención de un grado: Vía examen de admisión o convenio de articulación según sea su procedencia.  
2.	Para la obtención de un pregrado o cursos de extensión: dependerá de la Escuela los requisitos que se le soliciten.
e. Derogar el Reglamento de Educación Técnica, aprobado por el Consejo Institucional, en Sesión No. 2097, Artículo 6 del 16 de diciembre de 1999.
f. Los programas académicos que actualmente desarrolla el Programa Educación Técnica se trasladarán a la Escuela de Educación Técnica, así como todos los activos que actualmente posee este Programa.
g. Solicitar a la Vicerrectoría de  Docencia, evaluar el desarrollo de esta nueva Escuela, al finalizar el año 2010 y presentar un informe al Consejo Institucional a inicios del 2011, con el fin de autorizar su continuidad, o en su defecto su cierre.
h. Rige a partir de su aprobación.
El señor Eugenio Trejos CEDE la palabra a la señora Rosaura Brenes, Coordinadora de la Comisión de Asuntos  Académicos, para que se refiera a  la propuesta.
La señora Rosaura Brenes comenta que este programa tiene muchos años de estar en estudio, pues  la Comisión ha realizado  un arduo trabajo en lo que son las consultas específicas, indica que lo último que se hizo fue solicitar el criterio técnico del Centro de Desarrollo Académico, el cual que sirvió de fundamento para esta propuesta.
Se procede a dar lectura a la propuesta.
El señor Víctor Estrada consulta si los requisitos  del punto a.2 son para los estudiantes regulares del Instituto Tecnológico de CR.
La señora Rosaura Brenes le indica que es para todos.
El señor Eugenio Trejos manifiesta que a él le parece sumamente relevante el hecho de que se puede definir de una vez por todas la situación orgánica del Programa de Educación Técnica, ya que es muy acorde con los fines de la Ley Orgánica y ha habido sendos manifiestos por parte del Consejo de  Docencia sobre la necesidad de la apertura de esta Escuela y la necesidad de que se pueda diferenciar el objeto de estudio de esta Escuela con relación al de las otras Escuelas;  así mismo, plantea una duda,  en cuanto a que quedan por fuera las áreas de extensión, vinculación y de investigación y solicita incorporarlas. Considera también que queda muy sujeto a las políticas del Consejo Superior de Educación y a las directrices de autoridades del Ministerio de Educación y de las necesidades del país, pero queda por fuera la autonomía universitaria.
El señor Eugenio Trejos solicita que en los apartados a.1,  a.2 y a.3 respecto a los programas de formación, que sea más explícito ya que se refiere solo a programas docentes y no a la población meta.
El señor Carlos Badilla comenta que no está muy de acuerdo con la  definición de Educación Técnica, ya que no comienza definiendo la Escuela que es la que se está creando, por lo que propone  una definición basada en el Artículo 49 del Estatuto Orgánico, con el fin de evitar problemas de naturaleza administrativa.
El señor Eugenio Trejos le propone a la señora Rosaura Brenes salir de la sesión con el fin de que pueda estructurarla, poniendo especial atención a los artículos relacionados con Departamentos Académicos de acuerdo a la definición del Estatuto Orgánico, con el de desligarlo del concepto de Áreas, así como definir el concepto de cómo se entenderá Educación Técnica.  
Nota: Se pospone la votación del tema para mejorar la redacción de la propuesta en el transcurso de la sesión. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591
ARTÍCULO 11. Resolución respecto al procedimiento de Contratación Directa Nº 2008CD-000513-APITCR “Asesor Legal Externo para el Consejo Institucional”, según acuerdo del Consejo Institucional de Sesión Ordinaria No.2562
El señor Carlos Badilla presenta la propuesta denominada: “Resolución respecto al procedimiento de Contratación Directa Nº 2008CD-000513-APITCR “Asesor Legal Externo para el Consejo Institucional”, según acuerdo del Consejo Institucional de Sesión Ordinaria No”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, la cual dice:
CONSIDERANDO:
1. El 12 de junio del 2008, el Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria N° 2562, Artículo 9, acordó contratar por servicios profesionales, a un asesor(a) legal, para el Consejo Institucional, por un periodo de seis meses, de acuerdo con los términos de referencia definidos por éste, con el fin de que desarrolle una serie de tareas propias de un asesor o asesora legal, dentro del área de competencia del Consejo Institucional.
2. El 14 de agosto del 2008, el Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria N° 2571, Artículo 12, tomó los siguientes acuerdos:
a. Definió los términos de referencia para la contratación del mencionado asesor legal
b. Integró la “Comisión Especial de Valoración de Ofertas”, a la cual le asignó como principal tarea “valorar las ofertas recibidas para la contratación directa de una asesoría legal externa por servicios profesionales para el Consejo Institucional”:
3. El 20 de Noviembre del 2008, el Departamento de Aprovisionamiento presentó en la Secretaría del Consejo Institucional el Informe de valoración de ofertas de contratación directa Nº 2008CD-000513-APITCR “Servicios legales para tareas específicas del Consejo Institucional”, en nota sin referencia suscrita por la Licda. Evelyn Bonilla Cervantes, Encargada de Compras y por el Lic. Walter Sequeira Fallas, Director de ese mismo Departamento.
4. En este informe se señala que la Contratación Directa N° 2008CD-000513-APITCR se realizó bajo las disposiciones de la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento.
5. Según se indica en este “Informe de valoración de ofertas de contratación” se cursó invitación a los siguientes proveedores:
a. Granados Monge René
b. Jiménez Navarro Víctor
c. Zúñiga Blanco Aida
d. Vargas Jiménez Carlos
e. Po wo on Chinchilla Ronald Javier, identificado en adelante como “Ronald Powan”
6. Asimismo, en este “Informe de valoración de ofertas de contratación” se señala que, conforme a la valoración preliminar de las ofertas recibidas, conforme a los factores disponibles realizada por el Departamento de Aprovisionamiento, se obtuvo la siguiente evaluación de dichas ofertas:
	 Oferente
	Puntaje

	1. Zúñiga Blanco Aída
	71.6 %

	2. Powan Chinchilla Ronald Javier
	75 %


7. En este informe el Departamento de Aprovisionamiento también señala que, al momento de hacer esta valoración, están pendientes de evaluar los factores de habilidades, destrezas y aspectos psicosociales, los cuales representan un peso del 20% y que serán evaluados mediante una entrevista y pruebas psicométricas.
8. El 21 de noviembre del 2008, la Comisión Especial se reunió con el propósito de analizar el citado “Informe de valoración de ofertas de contratación”,  así como los expedientes de las ofertas recibidas.
Producto de este análisis, la “Comisión Especial de Valoración de Ofertas”, a modo de resumen, concluye lo siguiente respecto a las ofertas recibidas:
a. La Licda. Aída Zúñiga Blanco no cumple con los 5 años de experiencia mínima en el sector estatal, requisito de cumplimiento obligatorio indicado en el cartel.
b. 	No hay ningún impedimento que imposibilite la contratación del Lic. Ronald Javier Powan Chinchilla. 
9. En consecuencia, “Comisión Especial de Valoración de Ofertas” resolvió:
a. Descartar la participación de la Licda. Aída Zúñiga Blanco por no cumplir con los 5 años de experiencia mínima en el sector estatal, requisito de cumplimiento obligatorio indicado en el cartel.
b. Convocar al Lic. Ronald Javier Powan Chinchilla para que realice la entrevista y pruebas psicométricas a efecto de completar la evaluación con base en todos los factores considerados en el cartel.
10. El 26 de noviembre del 2008, mediante memorando AP-1324-2008 el Lic. Walter Sequeira Fallas, Director Departamento de Aprovisionamiento, comunica al Ing. Carlos Badilla C., Coordinador de la “Comisión Especial de Valoración de Ofertas” que:
Con base en el criterio solicitado al Director de Asesoría Legal, Lic. Carlos Segnini, se detectó que la oferta presentada por el Lic. Ronald Powan se debe declarar fuera de concurso, ya que al haber dejado de laborar para la Asesoría Legal del ITCR, a partir del 1º de julio del 2008, le alcanza la prohibición indicada en el Artículo 22 Bis, inciso c, párrafo 3º de la Ley de Contratación Administrativa y el Artículo 19, inciso a del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa. Producto de esta situación manifiesta lo siguiente:
a. Se declara fuera del concurso la oferta presentada por el Lic. Ronald Powan Chinchilla, por incumplir con aspectos esenciales de la base del cartel y estar sustancialmente disconforme con el ordenamiento jurídico.
b. Se advierte a la “Comisión Especial de Valoración de Ofertas” que no se debe recomendar la adjudicación de dicha oferta.
11. El 2 de diciembre del 2008, el Lic. Ronald Powan, postulante a la contratación directa, dirige oficio a la “Comisión Especial de Valoración de Ofertas” en el cual resumidamente plantea lo siguiente:
a. En el oficio AP-1324-2008 del 26 de noviembre del 2008, el señor Lic. Walter Sequeira Fallas, Director del Departamento de Aprovisionamiento manifiesta que la oferta presentada por el Lic. Ronald Powan se debe declarar fuera de concurso, ya que al haber dejado de laborar para la Asesoría Legal del ITCR, a partir del 1° de julio del 2008, le alcanza la prohibición indicada en el Artículo 22 Bis, inciso c, párrafo 3° de la Ley de Contratación Administrativa y el artículo 19, inciso a del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa.”
b. En relación con ese oficio, el Lic. Ronald Powan señala que la prohibición mencionada no le aplica por las siguientes razones:
i. El Artículo 22 Bis, inciso c de la Ley de Contratación Administrativa se refiere a “Los funcionarios de las proveedurías y de las asesorías legales, respecto de la entidad en la cual prestan sus servicios”.
En consecuencia esa prohibición no le aplica pues actualmente “no es funcionario de la Institución y ni presto servicios de ninguna clase al ITCR”.
ii. En vista de que el mencionado Artículo 22 bis, inciso c, dice: “…respecto de la entidad en la cual prestan sus servicios”, señala que esa prohibición tampoco le aplica pues actualmente no tiene ningún ligamen con el ITCR, ni le presta ningún servicio.
c. En consecuencia, con fundamento en lo anterior, solicita se le adjudique el presente concurso de Contratación Directa por reunir su oferta todos los requisitos de ley y no estar inhabilitado para contratar con el ITCR.
12. El 3 de diciembre del 2008, mediante memorando AP-1366-2008, el Lic. Walter Sequeira Fallas, Director Departamento de Aprovisionamiento, solicita Criterio Legal al Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de la Oficina de Asesoría Legal respecto al documento suscrito por el Lic. Ronald Powan Chinchilla, en el cual se refiere al Oficio AP-1324-2008, relativo al procedimiento de Contratación Directa Nº 2008CD-000513-APITCR “Asesor Legal Externo para el Consejo Institucional”.
13. El 4 de diciembre del 2008, mediante memorando AL-639-08, el Lic. Carlos Segnini Villalobos remite su criterio legal al Lic. Walter Sequeira en el cual resumidamente plantea lo siguiente:
a. El Lic. Ronald Powan dejó de laborar para el ITCR en la oficina de Asesoría Legal, el día 1 de julio del 2008.  En vista de que a la fecha de apertura del concurso, el Lic. Powan no había cumplido, ni cumple aún los seis meses requeridos en el penúltimo párrafo del Artículo 22 Bis de la Ley de Contratación Administrativa, a esta persona sí le cubre la prohibición establecida en los citados artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, tal como lo manifestó el Lic. Walter Sequeira, Director del Departamento de Aprovisionamiento, al indicar a la Comisión la improcedencia legal de contratar al Lic. Powan (oficio AP-1324-2008).
b. La Asesoría Legal encuentra que la advertencia hecha por el Director Departamento de Aprovisionamiento, Lic. Walter Sequeira, mediante oficio AP-1324-2008 (en el sentido de que no se debe recomendar la adjudicación de la oferta presentada por el Lic. Ronald Powan), no solo está enmarcada dentro de lo que la ley dispone  sino que responde a una responsable labor de vigilancia y control de legalidad a que están sujetos las personas  de la administración pública que intervengan en procesos de contratación administrativa. 
c. El Artículo 22 Bis señala respecto al alcance de la prohibición lo siguiente:
En los procedimientos de contratación administrativa que promuevan instituciones sometidas a esta Ley, tendrán prohibido participar como oferentes, en forma directa o indirecta, las siguientes personas:
c) Los funcionarios de las proveedurías y de las asesorías legales, respecto de la entidad en la cual prestan sus servicios” (la negrita es nuestra).
d. En opinión de la Asesoría Legal el argumento del Lic. Powan no es procedente pues se aparta, en beneficio propio, de la integralidad del Artículo 22 Bis, el cual después del inciso j, en un párrafo aparte y aplicable a todos los incisos anteriores del Artículo 22 bis dice: “Las personas y organizaciones sujetas a una prohibición, mantendrán, el impedimento hasta cumplidos seis meses desde el cese del motivo que le dio origen”.
e. Mediante Declaración jurada firmada ante el Notario Público Manuel Mairena Díaz, visto al folio 43 del expediente administrativo, el Lic. Ronald Powan jura que no le cabe ninguna de las prohibiciones establecidas en los Artículos 22 y 22 Bis de la Ley de Contratación Administrativa.
f. En su trabajo para la oficina de Asesoría Legal al Lic. Powan le competía precisamente el tema de Contratación Administrativa. 
No obstante, mediante oficio del 2 de diciembre del 2008, el Lic. Powan reitera que no le cubre la prohibición, pues esta se refiere únicamente a funcionarios que actualmente presten servicio a la Administración Pública y él dejó de serlo desde el 1° de julio del 2008, por lo cual no le cubre la prohibición citada, lo cual conforme al análisis antes realizado y a criterio de la Asesoría Legal es falso, en virtud de la evidencia normativa citada.
g. El “principio de buena fe” significa que todo funcionario público debe realizar un acto acorde con la ley, cumpliendo fielmente con los requisitos que previamente hayan sido establecidos.
La “buena fe” es particularmente importante en las relaciones de la administración con los oferentes y proveedores.” 
Todo comportamiento, toda relación entre los funcionarios públicos y entre estos y los ciudadanos, debe partir de la buena fe. (Christian Campos Monge profesor e investigador costarricense).
h. El “principio de buena fe” es aplicable en todas sus dimensiones al caso en análisis.
En vista de su formación en Derecho, se presume que el señor Powan debe tener conocimiento de la prohibición que le cubre, no solo por el hecho de ser abogado, sino por haber laborado en materia de contratación en el ITCR, razón por la cual se presume que el señor Ronald Powan no actuó conforme a la “buena fe” indispensable en la relaciones de un proveedor con la Administración Pública.
i. Por otro lado, en la ratificación hecha por el oferente el día 2 de diciembre del 2008, nuevamente señala que no le alcanza la prohibición aquí analizada. 
Esta manifestación evidencia nuevamente el animus y la intencionalidad del Lic. Powan de desconocer y negar la aplicación de la prohibición del 22 Bis, norma que conoce perfectamente, razón por la cual constituye un hecho que no corresponde a una actuación de buena fe, sino por el contrario, lo coloca frente a una conducta dolosa que configura otra especie legal.
j. Respecto a lo actuado por el Lic. Ronald Powan, la Asesoría Legal indica que caben las siguientes posibles implicaciones legales: 
i. Administrativas: El Artículo 100, inciso f de la Ley de Contratación Administrativa (Sanción de Inhabilitación) establece:
“La Administración o la Contraloría General de la República inhabilitarán para participar en procedimientos de Contratación Administrativa, por un período de dos a diez años, según la gravedad de la falta, a la persona física o jurídica que incurra en las conductas descritas a continuación:
f)	Participe, directa o indirectamente en un procedimiento de contratación, pese a estar cubierto por el régimen del prohibiciones del Artículo 22 de esta ley.”
Por tanto, la Asesoría Legal considera que existen suficientes elemento de hecho y de derecho por la cuales el Lic. Ronald Powan pudo haber incurrido  en la conducta descrita en este Artículo, y en relación con el 22 y 22 Bis
ii. Penal: El Artículo 309 del Código Penal señala:
“Se impondrá prisión de tres meses a dos años al que faltare a la verdad cuando la ley le impone bajo juramento o declaración jurada, la obligación de decirla con relación a hechos propios”.
La Asesoría Legal considera que la Declaración Jurada brindada por el Lic. Powan frente a Notario Público en donde declara bajo juramento que no le alcanza ninguna de las prohibiciones del Artículo 22 y 22 Bis de la Ley de Contratación Administrativa -y que consta en el expediente- podría estar tipificando el delito de perjurio antes citado.
k. En síntesis, la Asesoría Legal llega a las siguientes conclusiones: 
i. Al Lic. Ronald Powan sí le alcanza la prohibición señalada por el Departamento de Aprovisionamiento. 
ii. El Lic. Ronald Powan aunque no fue el único oferente, fue la única persona que pudo ser declarada elegible técnicamente pero no obstante no puede ser declarado elegible legalmente.
iii. Recomienda declarar la contratación infructuosa. 
14. El 5 de diciembre del 2008, mediante memorando AUDI-324-2008, el Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, dirigido a la “Comisión Especial de Valoración de Ofertas” remite sus observaciones respecto al oficio AL-640-08.
Este oficio resumidamente plantea lo siguiente:
a. Dado que los procesos de contratación administrativa en el sector público están protegidos por principios de rango constitucional, deben estar revestidos de un alto grado de formalidad administrativa.
b. [bookmark: 30j0zll]Desde el punto de vista de la conveniencia institucional es importante que, con carácter preventivo, se analice, procurándose la asesoría legal correspondiente, cada uno de los asuntos a los que se hace referencia en los oficios AL-639-08 y AL-640-08, ya citados, en resguardo de que la actuación administrativa en este caso se enmarque dentro del régimen legal vigente, so pena de que posteriormente se les pueda atribuir responsabilidad a los funcionarios si su actuación se dio en desapego  a lo normado.
c. También es conveniente que se analice el hecho de que el Lic. Ronald Powan hubiera estado formando parte del Registro de Proveedores Institucional y de que en el momento procesal oportuno, a saber el proceso de admisibilidad de ofertas, no se hubiera planteado este asunto, con el propósito de haber evitado la continuación del proceso contractual y haber corregido lo que fuera necesario para haber logrado la contratación de los servicios requeridos en el plazo deseado, cumpliendo de esta forma el objetivo perseguido. 
15. El 11 de diciembre de 2008, mediante memorando SCI-871-2008, la Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido al Ing. Carlos Badilla C., Coordinador de la Comisión Especial de Valoración de Ofertas remite su “Pronunciamiento sobre Contratación de Asesoría Legal Externa, gestiones incoadas por el Lic. Ronald Powan”, en el cual resumidamente plantea lo siguiente:
a. Producto del análisis del “Informe de valoración de ofertas de contratación” remitido por el Departamento de Aprovisionamiento se concluye que en este proceso se cometieron varios errores de procedimiento, presuntamente atribuibles a la Administración, entre los cuales pueden mencionarse las siguientes:
i. A una parte de que todos los oferentes que presentaron su oferta se les reconoció el derecho a participar en el proceso de valoración, presuntamente sin haber realizado un escrutinio previo que permitiera garantizar que todos esos oferentes reúnen los requisitos establecidos en el cartel y que están apegados a derecho. 
ii. Precisamente por lo indicado en el inciso anterior, sin haber analizado si al Lic. Powan le aplica alguna prohibición de ley para participar en este proceso, en dicho informe de presentación de ofertas, se consigna que “…Se cursa invitación a los proveedores…Powan Chinchilla…”.  
iii. Asimismo, en el apartado denominado “Análisis de las ofertas” de dicho informe, se indica que la postulante a la contratación directa Aída Zúñiga “no cumple con los 5 años de experiencia mínima en el sector estatal, requisito indicado en el cartel”. 
A pesar de que no se señala expresamente, se presume que la Licda. Aída Zúñiga queda excluida del proceso y que el Lic. Ronald Powan permanece dentro del proceso.
iv. También se indican en dicho informe los parámetros para la valoración y selección de la oferta, y que el Departamento de Aprovisionamiento “queda a la espera de la ponderación pendiente y de su recomendación para el informe de adjudicación” en el entendido de que la selección depende solamente de valoración técnica del único oferente que permanece dentro del proceso.  De nuevo, sin hacer mención a ninguna valoración de si al oferente que “permanece” le aplica alguna prohibición.
b. En este caso estamos ante la figura de la Contratación Directa, razón por la cual deben tomarse en cuenta los siguientes aspectos:
i. A pesar de tener una “naturaleza sumaria, es decir simple y rápida” tiene carácter de acto administrativo, “… por lo que debe obedecer a sus contenidos generales de motivo, contenido forma y fin…”.
ii. La Administración no está facultada para cometer actuaciones arbitrarias...”.
iii. En la presente situación relacionada con este caso debe tenerse en cuenta un principio esencial en la contratación administrativa que es el “Principio de Preclusión” el cual dispone que “…una vez que ciertos actos procesales se cumplen, el proceso no puede devolverse.  Esto tiene arraigo en otro principio más general que es el de seguridad jurídica y procura que no haya incerteza cada vez que a alguien se le ocurre alegar algo en contra del cartel.  Así, en materia de contratación administrativa el sistema abre una oportunidad de que una vez transcurrida, aplica el refrán de que “…El que calla otorga…” (Solera Víquez, José Antonio. El Recurso de Objeción al Cartel en Contratación Administrativa. Investigaciones Jurídicas S.A.) 
c. En el caso bajo análisis, la Asesora legal del Consejo Institucional identifica dos posibles errores:
i. Un error cometido por la Administración, presuntamente en la persona del Director del Departamento de Aprovisionamiento.
ii. Un presunto error cometido  por el oferente Lic. Ronald Powan.
d. Debido a que el error señalado es compartido, tanto por el Departamento de Aprovisionamiento como por el oferente, Lic. Ronald Powan, la presente situación podría tener consecuencias para ambos:
e. Consecuencias para el Departamento de Aprovisionamiento:
i. Este Departamento tiene la responsabilidad de verificar que las contrataciones se realicen conforme a las disposiciones de carácter administrativo legal vigentes para las diferentes actividades de contratación administrativa.
En consecuencia, se concluye que este Departamento debe estar atento a no aceptar oferentes a quienes les alcancen las diferentes prohibiciones de ley, con el fin de evitar que una contratación avance a futuros estadios dada la rigurosidad y preclusión que caracteriza este procedimiento.
Por tanto, debe tenerse en cuenta lo dispuesto por la misma Ley de Contratación Administrativa, según la cual el Director de ese Departamento, quien podría hacerse acreedor a lo señalado en su Artículo 96 Bis, el cual dispone:
“Artículo 96 bis.  -Suspensión sin goce de salario
Se impondrá suspensión sin goce de salario hasta por tres meses, al funcionario público que cometa alguna de las siguientes infracciones:
…c) Recomendar la contratación con una persona física o jurídica comprendida en el régimen de prohibiciones para contratar establecido en el Artículo 22 de esta Ley, siempre que haya conocido esta circunstancia antes de la recomendación…”
ii. También, en grado de probabilidad, al Director del Departamento de Aprovisionamiento cabría aplicarle las normas asociadas al Incumplimiento de Deberes, cuyo accionar se fundamenta en un bien protegido que se entiende de la siguiente manera:  
“Los tipos previstos protegen a la Administración Pública, preservando la regularidad de su funcionamiento y la legalidad de los actos administrativos, que pueden verse comprometidas por el acto arbitrario en el que el funcionario actúe más allá de su competencia, por la omisión de su actividad necesaria y aún por la injerencia ilegal de particulares en la esfera de competencia de la administración…”.
Una de sus acciones típicas del Incumplimiento de Deberes consiste en “…No ejecutar la leyes cuyo cumplimiento incumbe al funcionario…”.
Esta disposición guarda correlación estricta con el Artículo 332 del Código Penal, el cual dispone:
“Será reprimido con pena de inhabilitación de uno a cuatro años, el funcionario público que ilegalmente omita, rehúse hacer o retarde algún acto propio de su función. Igual pena se impondrá al funcionario público que ilícitamente no se abstenga, se inhiba o se excuse de realizar un trámite, asunto o procedimiento, cuando esté obligado a hacerlo”.
Al respecto debe tenerse en cuenta que es un hecho notorio y público para la Institución que el Lic. Powan Chinchilla laboró recientemente para el ITCR, por lo que en grado de probabilidad esta es la norma a aplicar, la gestión de denuncia deberá hacerla la Comisión encargada, en caso de estimar  que es su deber. 
f. Consecuencias para el Lic. Ronald Powan
i. El haber rendido una declaración jurada mediante la cual dejaba constancia de que no le alcanzaban las prohibiciones contenidas en el Artículo 22 Bis de la Ley de Contratación Administrativa le correspondería en grado de probabilidad la aplicación del Artículo 100 de la Ley de Contratación Administrativa, el cual dispone:
“Artículo 100.Sanción de inhabilitación
La Administración o la Contraloría General de la República inhabilitarán, para participar en procedimientos de contratación administrativa, por un período de uno a cinco años según la gravedad de la falta, a la persona física o jurídica que incurra en las conductas descritas a continuación: 
f) Participe, directa o indirectamente, en un procedimiento de contratación, pese a estar cubierta por el régimen de prohibiciones del artículo 22 de esta ley…”
ii. A lo anterior debe agregarse, también en grado de probabilidad, la aplicación del Artículo 311 del Código Penal que reza “… Se impondrá prisión de tres meses a dos años al que faltare a la verdad cuando la ley le impone bajo juramento o declaración jurada, la obligación de decirla con relación a hechos propios…”, denuncia que deberá formalizar la Comisión encargada, en caso de estimar que es su deber.
16. El 16 de diciembre del 2008, mediante memorando AP-1460-2008, el Lic. Walter Sequeira Fallas, Director del Departamento de Aprovisionamiento, comunica al Ing. Carlos Badilla C., Coordinador de la “Comisión Especial de Valoración de Ofertas”, en calidad de complemento del Oficio AP-1402-2008, que conforme al acuerdo tomado por el Consejo Institucional, en la Sesión Ordinaria Nº 2571, Artículo 12, inciso c, del 14 de agosto del 2008, corresponde a esa Comisión presentar a dicho Consejo una propuesta de adjudicación de oferta.  
Por tal motivo, recomienda declarar infructuosa la indicada Contratación Directa y elevar esta recomendación al Consejo Institucional para que este órgano proceda a realizar la respectiva “declaratoria de infructuosa”.
17. El Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa dispone:
“Artículo 86.—Acto final.
Si al concurso no se presentaron ofertas o las que lo hicieron no se ajustaron a los elementos esenciales del concurso, se dictará un acto declarando infructuoso el procedimiento, justificando los incumplimientos sustanciales que presenten las ofertas.
…
La declaratoria de infructuoso, de desierto o readjudicación deberá ser dictada por el mismo funcionario u órgano que tiene la competencia para adjudicar.
SE PROPONE: 
a. Declarar infructuoso el procedimiento de Contratación Directa Nº 2008CD-000513-APITCR “Asesor Legal Externo para el Consejo Institucional”, debido a que al concurso se presentaron ofertas que no se ajustaron a los elementos esenciales del concurso, por las razones que se indican a continuación: (Ver expediente foliado en la Secretaría del CI)
i. En este procedimiento de contratación se recibieron las siguientes ofertas:
1. Aída Zúñiga Blanco
2. Ronald Javier Powan Chinchilla 
ii. La Licda. Aída Zúñiga Blanco no cumple con los 5 años de experiencia mínima en el sector estatal, el cual constituye un requisito de cumplimiento obligatorio indicado en el cartel.
iii. Al Lic. Ronald Javier Powan Chinchilla le alcanza la prohibición indicada en el Artículo 22 Bis, inciso c y párrafo 3º de la Ley de Contratación Administrativa y el Artículo 19, inciso a del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa. 
iv. El Lic. Ronald Powan Chinchilla, aunque no fue el único oferente, fue la única persona que pudo ser declarada elegible técnicamente pero no obstante no puede ser declarado elegible legalmente.
v. En consecuencia, ambos participantes quedan fuera de concurso.
b. Encomendar a la Administración comunicar el acto final conforme a las regulaciones establecidas por la Ley de Contratación Administrativa. 
c. Encomendar a la Administración responder al Lic. Ronald Powan, con fundamento en los considerandos de este acuerdo, su oficio del 2 de diciembre del 2008, mediante el cual solicita se le adjudique el presente concurso de Contratación Directa por reunir su oferta todos los requisitos de ley y no estar inhabilitado para contratar con el ITCR.
d. Remitir al Rector Eugenio Trejos Benavides, una copia foliada del expediente recopilado por la “Comisión Especial de Valoración de Ofertas” sobre este caso.
e. Solicitar al Rector, en su calidad de funcionario que ejerce la representación judicial y extrajudicial del Instituto y por su condición de autoridad institucional en materia laboral, proceder como en derecho corresponde en relación con los siguientes casos:
i. La responsabilidad que podría corresponderle a la Administración, representada por el Director y otros funcionarios del Departamento de Aprovisionamiento, por no haber realizado un proceso de análisis previo de las ofertas participantes en el proceso de contratación Nº 2008CD-000513-APITCR, que permitiera garantizar que todos esos oferentes reúnen los requisitos establecidos en el cartel y que están apegados a derecho.
ii. La responsabilidad que podría corresponderle al Lic. Ronald Powan Chinchilla por haber presuntamente rendido una declaración jurada mediante la cual dejaba constancia de que no le alcanzaban las prohibiciones contenidas en el Artículo 22 Bis de la Ley de Contratación Administrativa.
iii. La responsabilidad que podría corresponderle al Asesor Legal institucional, Lic. Carlos Segnini Villalobos por presuntamente no haber asesorado en forma oportuna al Departamento de Aprovisionamiento, respecto a la legalidad de las ofertas recibidas en el procedimiento de Contratación Directa Nº 2008CD-000513-APITCR, que permitiera excluir de previo a los participantes a quienes les afecte alguna prohibición y garantizar con ello que la participación de todos los oferentes está apegada a derecho.
f. Declarar, con carácter prioritario, el reinicio de un proceso de contratación que permita llenar la necesidad del Consejo Institucional de contar con un abogado externo que se dedique, a partir de 2009, a ejecutar las tareas para las que se abrió el procedimiento de Contratación Directa Nº 2008CD-000513-APITCR.
g. Solicitar al Departamento de Recursos Humanos realizar un “estudio del puesto” de “Director del Departamento de Aprovisionamiento” que permita determinar el nivel de formación en derecho o, al menos, el tipo y profundidad de capacitación significativa en el área de “Contratación administrativa”, con el fin de determinar si es necesario modificar los requisitos incluidos en el “Manual descriptivo de clases de puestos profesionales”  para este puesto.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591
NOTA. Se recibe a los invitados señor Walter Sequeira y a la señora Evelyn Bonilla del Departamento de Aprovisionamiento, a las 11:15 a.m.
El señor Eugenio Trejos cede la palabra al señor Carlos Badilla.
El señor Carlos Badilla comenta que dado que la propuesta es muy extensa hará un resumen de los considerandos,  hace una sinopsis del asunto y se refiere a la propuesta en términos generales.
El señor Eugenio Trejos expresa que lamenta que con respecto a este tema no se ha cumplido con los cometidos institucionales e incluso podría ocasionar problemas legales tanto a lo interno como a lo externo de la Institución, por lo espera que la presencia de los compañeros de Aprovisionamiento ayude a esclarecer muchos de los procedimientos y determinar si hubo  debilidades en los mismos  y tomar medidas correctivas que permitan con cumplir con los objetivos perseguidos por este Órgano.
El señor Eugenio Trejos cede la palabra al señor Walter Sequeira, Director del Departamento de Aprovisionamiento.
El señor Walter Sequeira amplía los detalles con respecto a los  procedimientos que siguió el Departamento de Aprovisionamiento en el de la Contratación de Asesor Legal Externo.
El señor Sequeira menciona que ellos solicitan a todos los posibles oferentes que digan si están inhibidos para participar con la Administración Pública y este caso el Lic. Ronald Pow an manifiesta con una declaración jurada que no le inhibe participar con la Administración Pública y esto para ellos es suficiente para tomar la oferta como buena. 
El señor Isidro consulta, por qué el Lic.  Ronald Pow an estaba formando parte del registro de proveedores si estaba inhibido.
La señora Evelyn Bonilla informa que él ya formaba parte en la lista de proveedores desde antes de entrar  a laborar en esta Institución.
El señor Johnny Masís desea aclarar que de acuerdo a la Ley de Contratación Administrativa de integridad en lo que se refiere a la oferta, donde un proveedor  debe dar fe de que está en competencia de dar los servicios.
El señor Walter Sequeira comenta que la Institución recibe gran cantidad de ofertas y en el cartel queda muy claro que los proveedores deben cumplir con estas especificaciones.
El señor Walter Sequeira continúa narrando lo sucedido y manifiesta  que el señor  Carlos Segnini le recomendó hacer la advertencia a la Comisión Especial de que el señor Ronald Pow  an  está inhibido para  participar en este concurso porque no reunía los requisitos y esto lo comunicó por escrito al señor. Carlos Badilla, Coordinador de la Comisión Especial, posteriormente estuvo presente en una reunión en la Convención Especial en la cual estuvo presente  el señor Ronald Pow an Chinchilla  y este indica  que a él no le inhibe la Ley.  
El señor Walter Sequeira aclara que  el señor Carlos Segnini se enteró de esta contratación hasta el  momento en que él le remitió una consulta sobre la posibilidad de hacer un adelanto de  los honorarios. Aclara que él no hizo la advertencia con anterioridad, pero sí lo hizo en  el momento en que se enteró. En lo que le corresponde a él, presentará su defensa en su momento oportuno porque nota que de alguna manera, se está cuestionando los requisitos del Director del Departamento de Aprovisionamiento y considera que esto le compete al Departamento de Recursos Humanos, además, considera que el  Departamento de Aprovisionamiento debería tener un asesor legal permanente en materia de contratación.
El señor Isidro Alvarez  insiste que por qué se le dio admisibilidad al Cartel si dicho señor no reunía los requisitos y le alcanzaba una prohibición.
El señor Walter Sequeira responde que la admisibilidad se indica en el Cartel y cuando se reciben ofertas, ellos revisan ya sean de contratación directa o de licitación si la oferta es admisible o no, y en ese momento se verifica de acuerdo a los requisitos del Cartel, en este caso él tiene una oferta donde el oferente así lo declara, que cumple con los requisitos del Cartel y dice que la Ley no lo inhibe y para él ese documento es suficiente garantía dado que el abogado cuenta  con fe pública.
El señor Isidro Álvarez manifiesta que era público y notorio de que estaba inhibido por haber sido funcionario de la Asesoría Legal recientemente.
La Señora. Evelyn Bonilla considera que para ellos es muy difícil  estar revisando si las personas son o no son funcionarias o cuánto tiempo  tienen de no estar trabajando, porque esa es una labor del Departamento de Recursos Humanos y ellos parten del principio de buena fe y  si la persona presenta una declaración jurada es porque está en pleno derecho de hacerlo.
El señor Eugenio Trejos consulta por qué se remitió la oferta  de la señora Aída Zúñiga Blanco, si  en el informe decía que ella  no cumplía con el requisito.
La señora Evelyn Bonilla manifiesta que cuando se planteó el Cartel, recibieron de la Comisión ciertos requisitos específicos que deberían de cumplir los oferentes, y siempre se informa sobre las personas que participaron para conocimiento. 
El señor Carlos Badilla pregunta el por qué valoraron a la señora Aída Zúñiga Blanco en la nómina que enviaron.
El señor Eugenio Trejos ve importante que consideren un control cruzado con el Departamento de Recursos Humanos, cuando se trata de este tipo de contrataciones.
NOTA: Se retiran los invitados y se les agradece su participación, a las 12:30 p.m. 
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Eugenio Trejos, presenta moción de orden, para ampliar el horario de la Sesión, hasta la 1:30 p.m.  Se somete a votación y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor 0 en contra.
El señor Carlos Badilla comenta que cada error debe servir para su propio crecimiento y se deben establecer mecanismos para que el error no se repita. Se cuestiona si es importante darle un Asesor Legal al Departamento de Aprovisionamiento para que asesoren en la materia.  Además, deben mejorar el informe para que este sea más explícito, por ejemplo no tiene sentido darle una calificación a alguien que no califica, hay que poner más atención a los procesos de control interno relacionados con las contrataciones y los mecanismos que se están utilizando.
El señor Dennis Mora considera que el procedimiento está poco claro,  porque en todos los procesos de contratación debe haber una asesoría legal, esta es la que revisa los requisitos de admisilibidad, independientemente de la cuantía, no es el proveedor el que lo declara porque hay cosas que pueden ser sub sanables, y esto solo lo puede decir la Asesoría Legal.
El señor Isidro Alvarez se une al comentario hecho por el señor Dennis Mora desde el punto de vista de la división de funciones, tal y como está en estos momentos no hay posibilidad de establecer responsabilidades por el supuesto mal procedimiento,  por lo que remite a establecer responsabilidad sobre quien  la tiene.
El señor Roberto Gallardo considera que este es un problema legal importante, con mucha o poca cuantía y que podría generar un gasto grande a la Institución, insiste sobre los protocolos de procedimientos en donde se visualice quién es el responsable  de cada etapa; es evidente la necesidad de  asesoría legal en estos procedimientos y parece que la gente está procedimiento a como se le ocurre,  comenta que en el Consejo de Escuela de él una persona presentó un reconocimiento de doctorado sin tener reconocimiento en el país y ahora está en proceso de apelación.  Sino se puede destacar a una persona de Asesoría Legal  en el Departamento de Aprovisionamiento, debería de tenerse  al menos un tiempo destinado a esta labor.
El señor Eugenio Trejos expresa que la Institución tiene sus Normas de Contratación, y tiene claro que los carteles de cuantía menor no van a Asesoría Legal  y ahora considera que queda claro que sí deben de ir.
El señor Isidro Alvarez apunta que no debe ser por cuantía sino por etapas.
La señora Rocío Poveda, coincide con lo que señaló el señor Roberto Gallardo con respecto a los protocolos y la necesidad de revisión o formulación del Manual de Procedimientos de Contratación, para subsanar las debilidades en estos procedimientos, solicita que se revisen los procedimientos. 
El señor Eugenio Trejos recuerda que esto se había solicitado y se había remitido, en aquel momento se estaban haciendo cambios a la Ley de Contratación Administrativa, ahora que está debidamente aprobada se debe actuar de inmediato.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Johnny Masís presenta moción de orden y se acoge al Artículo 52 del Reglamento del Consejo Institucional, para analizar la propuesta y hacer las respectivas consultas.
El señor Eugenio  Trejos  acoge la moción presentada por el señor Johnny Masís 
NOTA: El señor Eugenio Trejos presenta moción de orden para continuar con el tema denominado “Creación de la Escuela de Educación Técnica”.
CONTINUACIÓN ASUNTOS DE FONDO ARTÍCULO 10 “Creación de la Escuela de Educación Técnica”
La señora Rosaura Brenes  presenta nuevamente la  propuesta ya corregida y procede a la lectura de la misma.
El señor Carlos Badilla externa que no se sabe quién la constituye, y si hay que abrir un proceso para saber a cuántas personas habrá que contratar, además del proceso del Tribunal Institucional Electoral  para la elección de director, entre otras cosas.  Cree que al menos debe de incluirse un transitorio o bien otro inciso.
La señora Rosaura Brenes detalla que una vez que la Escuela pase adscrita a la Vicerrectoría de Docencia, habrá un plazo prudencial en donde se ejecuten los procesos respectivos.
Se incluye un inciso para encomendar a la Administración que realice los trámites administrativos y financieros necesarios y dar un plazo de 3 meses para  las medidas fundamentales para la ejecución de este acuerdo.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. En la Sesión Ordinaria No. 2544, Artículo 8, del jueves 7 de febrero de 2008, el Consejo Institucional acordó lo siguiente:”


a. Derogar el inciso a) del acuerdo tomado en su sesión N0. 2540 artículo 11 del 13 de diciembre de 2007, referente a la Ubicación del Programa de Educación Técnica.
b. Adscribir el programa de Educación Técnica a la Escuela de Seguridad Laboral e Higiene Ambiental, hasta el 30 de junio del 2008, como plazo improrrogable.
c. Solicitar al Rector que por medio de la Vicerrectoría de Docencia, presente una propuesta de ubicación de este programa conforme con lo establecido por el Estatuto Orgánico, antes del 30 de junio del 2008.
d. Solicitar a la Rectoría que esta propuesta venga acompañada de una evaluación de la calidad y pertinencia de los programas impartidos a la fecha.”
2. El Consejo de Docencia en la Sesión No. 13-2008, celebrada el 30 de junio del 2008, Artículo 5, acordó:
“Considerando que:
o) La Ley Orgánica del Instituto Tecnológico de Costa Rica, dice en su artículo 4 que el ITCR “Ofrecerá carreras en que se otorguen títulos correspondientes a cualquiera de los grados universitarios en el campo de la tecnología, reconocidos usualmente. Podrá administrar centros de educación técnica, mediante convenios con el Ministerio de Educación Pública y con otras instituciones similares”. 
p) Desde el año 1976 el ITCR ha venido tratando la temática de Educación Técnica  mediante diversas actividades, principalmente docentes, alcanzando a la fecha un número muy importante de graduados, más de 850 en bachillerato y 150 a nivel de maestría. 


q) El objeto de estudio de Educación Técnica es totalmente diferente al  resto de escuelas del ITCR, esto limita de manera importante el desarrollo de esta área y además constituye una carga muy pesada para cualquier escuela donde esté adscrita. 
r) Tanto el actual gobierno de la República, como representantes de varios sectores han cuestionado las deficiencias en educación y perfil de los graduados universitarios, de igual forma han señalado la importancia de la Educación Técnica.   
s) Las fortalezas de las facultades y programas de educación de las universidades estatales son de sobra conocidas, sin embargo dentro del marco del CONARE la educación técnica es un área asignada al ITCR, en otras palabras si hay críticas a la formación técnica a nivel de educación superior universitaria en buena parte el ITCR debe dar cuenta por ello, tanto por lo que hace como por lo que deja de hacer. Este es una de las razones por las cuales Educación Técnica resulta una carga muy pesada para cualquier Escuela del ITCR.    
t) El Ing. Jorge Chaves A., Director de la Escuela de Ingeniería en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental ha manifestado que una vez vencido el plazo actual de permanencia de Educación Técnica en esa Escuela (30 de junio del 2008), no hay disposición del Consejo de Escuela para prorrogar la estadía de este programa en esa Escuela. 
u) El Convenio ITCR – CIPET mediante el cual los profesores graduados del CIPET en las distintas especialidades, entraban de manera directa al ITCR a cursar su bachillerato en Educación Técnica, prácticamente ha quedado sin efecto al aprobarse la apertura de la Universidad Técnica Nacional, esto plantea una gran interrogante alrededor del programa de educación técnica  básicamente porque habría que definir una nueva población meta para el programa. Se tiene proyectado recibir estudiantes en el 2009, posterior a esa fecha no se recibirán más estudiantes del CIPET. 
v) Es urgente buscar una ubicación definitiva para el programa de Educación Técnica, que le permita tomar decisiones de forma más independiente y hacer academia en torno a esta temática. En ocasiones anteriores, tanto el Consejo de Escuela de Ingeniería en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental, como el Consejo de Docencia habían recomendado la creación de una Escuela de Educación Técnica. 
w) El Consejo Institucional en su Sesión Ordinaria No. 2514, Art. 15 del 31 de mayo del 2007 y publicada en la Gaceta No. 225 aprobó una modificación al Estatuto Orgánico para incluir las Áreas Académicas. De acuerdo con esta modificación las Áreas podrán impartir programas docentes como lo hace actualmente  Educación Técnica, sin embargo no contempla las modificaciones a la normativa interna para que desde las áreas se realicen algunos trámites administrativos básicos de cualquier programa docente como lo son las firmas de títulos, las firmas de estudios curriculares y otras actividades realizadas por los Directores(as) de Escuela.    

x) Educación Técnica ofrece un excelente espacio para que las diferentes Escuelas puedan ofrecer cursos de capacitación al sector productivo, abrir programas articulados con colegios universitarios para formar profesores en las diferentes especialidades de educación técnica, ofrecer materias complementarias para que estudiantes avanzados y graduados de carreras del ITCR puedan desempeñarse como profesores de educación técnica, entre otras.     
y) El programa de Educación Técnica ha admitido estudiantes en el presente año, tanto para el programa de bachillerato como para el programa de maestría, esto compromete al ITCR a mantener abiertos los programas docentes por un plazo de al menos 3 años, considerando el tiempo de duración de los programas más un 50%. 
z) El potencial de Educación Técnica es muy grande y permitiría al ITCR tener un importante impacto nacional en esta área, sin embargo las Autoridades Institucionales deben definir cuál es el papel que jugará el ITCR es esta materia a nivel del país, principalmente ahora que existe una quinta universidad estatal que tiene como prioridad la Educación Técnica. 
aa) Desde la Vicerrectoría de Docencia se han realizado diversas acciones para que Educación Técnica se adscriba a alguna otra Escuela del ITCR, sin embargo estas gestiones no han dado los resultados esperados. 
ab) Sigue siendo válida la propuesta anterior de la Escuela de Seguridad Laboral e Higiene Ambiental, del Programa de Educación Técnica, de la Vicerrectoría de Docencia y del Consejo de Docencia que la temática de Educación técnica sea administrada a través de una Escuela. 
Acuerda proponer al Consejo Institucional:
7. Crear el Área de Educación Técnica integrada por las Escuelas que actualmente imparten cursos o son parte del Comité Técnico de Educación Técnica, a saber   Ingeniería y Ciencias de los Materiales, Ingeniería en Producción Industrial, Ingeniería en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental e Ingeniería Electromecánica. 
8. Adscribir el Área de Educación Técnica para los efectos laborales y administrativos a la Vicerrectoría de Docencia, tal y como lo establece el artículo 49 del Estatuto Orgánico  
9. Incluir un inciso en el artículo 50 BIS en el estatuto Orgánico que incluya las funciones de los Coordinadores de Área, de forma tal que se lea de la siguiente forma: 
Son funciones del Coordinador de Área: 
a. Planear, organizar, dirigir y evaluar las labores del Área
b. Velar por el cumplimiento de los fines y objetivos del Área
c. Ejecutar los acuerdos y resoluciones de la Asamblea Institucional, el Consejo Institucional, el Rector, los Vicerrectores, el Director de Sede Regional y el Consejo de Área, en lo que corresponda
d. Convocar y presidir el Consejo de Área
e. Procurar la eficiencia de la labores en la temática del Área
f. Preparar el plan de trabajo y el anteproyecto de presupuesto del Área y presentarlo al Consejo de Área
g. Proponer al Consejo de Área el plan semestral de trabajo de cada funcionario a su cargo y evaluarlo al concluir el período
h. Presentar un informe semestral de labores al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo y hacerlo del conocimiento del Área. 
j. Servir como medio de comunicación entre el Vicerrector o Director de Sede Regional y el Área
k. Proponer al Consejo de Área los planes y programas del Área.
l. Ejercer acción disciplinaria sobre los funcionarios y estudiantes del Área, según lo establecido en este Estatuto Orgánico y los  reglamentos respectivos
m. Suspender actividades del Área cuando medie alguna circunstancia que lo amerite, dando cuenta al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo
n. Presentar al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo las recomendaciones del Consejo de Área sobre nombramientos y remoción de personal
ñ. Promover la superación del personal a su cargo
o. Propiciar la coordinación de las labores de su Área con las de otras unidades del Instituto o instituciones públicas y privadas
p. Firmar, conjuntamente con el Rector, los títulos que expida su Área
q. Realizar cualquier otra actividad necesaria para el buen desempeño del Área
10. Solicitar al Consejo de Área que en un plazo de 6 meses haga una propuesta sobre el rol del ITCR en Educación Técnica. 
11. Derogar el Reglamento de Educación Técnica. 
12. Comunicar. ACUERDO FIRME.”
3. La Vicerrectoría de Docencia comunicó a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles,   que no  les fue posible presentar al 30 de junio 2008, una evaluación de la Calidad del Programa, ya que este proceso se llevaría al menos un año, pensando que esta evaluación debe realizarse basada en los modelos establecidos al menos nacionalmente, por ejemplo SINAES.
4. La Comisión de Asuntos Académicos en reuniones  ampliadas con la Vicerrectora de Docencia y el Lic. Jorge Chaves, Director de la Escuela de Seguridad Laboral,   según consta en las minutas 209-08 y 216-08 y 226-08, analizó el borrador  de la propuesta una vez incorporadas algunas observaciones de fondo, disponen tramitar la consulta ante el Centro de Desarrollo Académico, como ente técnico; para que una vez que se cuente con la posición del mismo, el Pleno decida si este Programa podría calificar como Escuela o como Área.





5. Mediante oficio CEDA-425-2008, con fecha 09 de diciembre del 2008, dirigido al a Máster Rosaura Brenes, Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos, remitido por el M.A. Ulises Rodríguez, Director del Centro de Desarrollo Académico,  se remite el criterio técnico  el cual indica que el Programa de Educación Técnica  sí califica para convertirse en una Escuela, perteneciente a la Vicerrectoría de Docencia y arriban a las siguientes conclusiones:“


1. El Programa de Educación Técnica ha estado ubicado temporalmente en Escuelas diferentes, sin embargo, tal y como lo indica el CEDA, su objeto de estudio no es compatible con los objetos de estudio de las otras carreras del TEC.
2. El Consejo de Docencia acordó solicitar crear la “Escuela de Educación Técnica” y ubicarla en la Vicerrectoría de Docencia, así como todos los proyectos y acciones atendidas por el Programa. (Sesión 09-2007, Artículo 4, del 23 de abril de 2007) 
3. Tal y como se define en el Estatuto Orgánico se concluye que el Área Académica está compuesta por Escuelas únicamente.
4. Se concluye asimismo que una Área Académica no se conforma con otras estructuras organizativas que no sean Escuelas, es decir, un Programa como el de Educación Técnica por sí mismo no constituye una Área Académica.
5. En junio de 2008, todavía el Consejo de Docencia sigue considerando como válida la propuesta de que la temática de Educación Técnica sea administrada a través de una Escuela.
6. El pronunciamiento del CEDA (oficio CEDA-171-2008), es muy claro cuando se indica que: “el objeto de estudio y los perfiles del Programa de Educación Técnica deben ser atendidos, impartidos, desarrollados y ofertados exclusivamente por el Programa de Educación Técnica, ya que ninguna otra carrera o programa existente en el TEC cumple con las especificidades de dicho Objeto de estudio.” 
Por lo tanto, en atención a la consulta, es criterio de esta oficina que el CEDA debe de manifestarse en el sentido de que el Programa de Educación Técnica sí califica para convertirse en una Escuela, perteneciente a la Vicerrectoría de Docencia, con sus programas de Bachillerato y de Maestría actuales, y cualesquiera otros que pueda desarrollar en el futuro. Esto debido a que no puede ser un Área Académica si antes no se ha convertido en Escuela.”
ACUERDA:
i. Crear la Escuela de Educación Técnica 
La Escuela de Educación Técnica será estructuralmente un departamento académico, en concordancia con el Articulo 51 del Estatuto Orgánico, que tendrá como objetivo ofrecer enseñanza, investigación y extensión, así como  desarrollar proyectos productivos según sus posibilidades y que brinden respuesta a los requerimientos y necesidades del desarrollo técnico y económico nacional o regional y tomando en consideración  las políticas institucionales emanadas de los órganos competentes,  y las necesidades del país en el sentido de que la formación en áreas técnicas sirva de instrumento  para la movilización social .
j.  La Escuela de Educación Técnica para los efectos laborales y administrativos estará adscrita a la Vicerrectoría de Docencia, en el Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR).
k. Para el desarrollo de los programas docentes la población meta de esta Escuela  será:
1.	Profesores de educación media en áreas técnicas, dando prioridad a las regiones con menor desarrollo socio-económico.
2.	Estudiantes de las diferentes carreras del ITCR que deseen desempeñarse como profesores en colegios  técnicos 
3.	Graduados de las diferentes carreras del ITCR  que se desempeñen como docentes en colegios Técnicos y universidades.
4.	Ciudadanos(as) de las diferentes regiones del país que deseen   cursar carreras de tipo técnico  de manera que  les facilite la movilidad  social.  
l. Para ingresar a Educación Técnica se podrá  optar por las siguientes vías:
1.	Para la obtención de un grado: Vía examen de admisión o convenio de articulación según sea su procedencia.  
2.	Para la obtención de un pregrado o cursos de extensión: dependerá de la Escuela los requisitos que se le soliciten.
m. Derogar el Reglamento de Educación Técnica, aprobado por el Consejo Institucional, en Sesión No. 2097, Artículo 6 del 16 de diciembre de 1999. 
n. Los programas académicos que actualmente desarrolla el Programa Educación Técnica se trasladarán a la Escuela de Educación Técnica, así como todos los activos que actualmente posee este Programa.
o. Solicitar a la Vicerrectoría de  Docencia, evaluar el desarrollo de esta nueva Escuela, al finalizar el año 2010 y presentar un informe al Consejo Institucional a inicios del 2011, con el fin de autorizar su continuidad, o en su defecto su cierre.
p. Encomendar a la Administración realizar las gestiones administrativas para operacionalizar el presente acuerdo considerando las posibilidades presupuestarias y que presente al Consejo Institucional un informe  de lo actuado, en un plazo de tres meses 
q. Rige a partir de su aprobación.
r. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
El señor Roberto Gallardo manifiesta  que no quiere dejar de pasar este momento histórico porque después de que esta Unidad ha bamboleado por la institución,  ahora  nace en la estructura institucional y faculta el trabajo fuerte que va a tener la educación técnica en todo el país y va a tener  una vida muy fuerte e iniciar trabajos estratégicos. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591

ARTÍCULO 12. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Criminología de Costa Rica, Expediente Legislativo No. 17.100”
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Criminología de Costa Rica, Expediente Legislativo No. 17.100”, elaborada por la Presidencia, Se adjunta a la carpeta
La señora Bertalía Sánchez da lectura a la propuesta.
No habiendo comentarios sobre la misma se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 9 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 9 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
RESULTANDO QUE:  
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 31 de octubre del 2008, recibió Boleta de Comunicación Ref. 722-08, suscrita por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva del Consejo Institucional, en la cual adjunta el oficio de la Asamblea Legislativa sobre el criterio del Proyecto de “Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Criminología  de Costa Rica”, Expediente Legislativo No. 17.100, para que se emita el pronunciamiento correspondiente.
2. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2585, “apartado de correspondencia” conoció el documento sobre el Proyecto de “Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Criminología  de Costa Rica”, Expediente Legislativo No. 17.100; y mediante el oficio SCI-775-2008, de fecha 06 de noviembre del 2008, solicitó a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, el respectivo análisis y dictamen, con el fin de remitir el pronunciamiento a la Asamblea Legislativa.
3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 03 de diciembre del 2008, recibió el oficio SCI-853-2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio “Pronunciamiento al Proyecto “Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Criminología”, Expediente Legislativo 17.100, en el cual recomienda apoyar la citada excitativa legislativa, toda vez que la aprobación del citado Proyecto incide de manera beneficiosa en la calidad de los especialistas en esta área.
CONSIDERANDO QUE:
1. Dentro de la justificación del presente Proyecto de Ley, expone la Comisión Permanente de Gobierno y Administración del Plenario de la República lo siguiente   “…En la sociedad, la necesidad elemental de regular la sanción de los delitos, unida a la gran demanda de profesionales en Criminología, ha provocado que muchas personas, con escasa preparación o sin ella, trabajen o brinden orientación en Criminología, sin ninguna supervisión; todo ello debido a la falta de un ente regulador del ejercicio profesional en ese campo…”, aspecto que desarrolla sobre el que se enfoca la normativa propuesta, traducida en la regulación para el ejercicio de esta especialidad. 
2. Desde esta perspectiva, la regulación es muy adecuada, misma que está compuesta por cuerpo normativo constituido por  48 artículos expuestos de manera bastante amplia y certera, ya que desglosa entre otros temas, la creación del Colegio de Profesionales, quienes pueden ser miembros, sus derechos y deberes, aspectos inherentes al ejercicio profesional, organización, órganos y modo de operación de los mismos, así como el respectivo régimen disciplinario.  
3. La Universidad Estatal a Distancia (U.N.E.D) cuenta con la Maestría en esta especialidad, centro universitario que se vería beneficiado con esta regulación, ya que el Colegio Profesional que fiscalice y agrupe a estos especialistas, contribuirá con el ente educativo a efecto de orientarlo  hacia la excelencia académica de sus estudiantes, además de poder sugerir mejoras o ampliaciones  en el área curricular de estos, funciones inherentes a todos los colegios profesionales.
ACUERDA:
a. Apoyar en todos sus extremos el Proyecto de “Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Criminología  de Costa Rica”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.100.
b. Comunicar este acuerdo a la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa.
c. Comunicar este acuerdo a los Consejos Universitarios de las Universidades Públicas.
a. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO 13. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Adición de un párrafo final Artículo 3 de la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en el  Sector Público”, que se  tramita bajo expediente legislativo No. 17048
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Adición de un párrafo final Artículo 3 de la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en el  Sector Público”, que se  tramita bajo expediente legislativo No. 17048”, elaborada por la Presidencia, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. Se recibió Oficio CG-489-2008 del 2 de octubre del 2008, suscrito por la Sra. Rosa María Vega Campos, Jefa de Área, Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, en el cual solicita criterio del Consejo Institucional sobre el Proyecto “Adición de un párrafo final al Art. 3 de la Ley de Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422 del 6 de octubre del 2004 y sus reformas” Exp. No. 17.048.
2. Mediante oficio SCI-704-2008 con fecha 15 de octubre del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, se remite para análisis y respectivo dictamen a la Licda. Maureen Reid V., Asesora Legal del Consejo Institucional, el proyecto denominado “Adición de un párrafo final al Art. 3 de la Ley de Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422 del 6 de octubre del 2004 y sus reformas”.
3. Se recibió el Oficio SCI-880-2008 con fecha 17 de diciembre de 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid V., Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual presenta el pronunciamiento sobre el Proyecto de Ley “Adición de un párrafo final al Artículo 3 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422”.  Exp. No. 17.048, el cual dice: “…No encuentra la suscrita, objeción de orden legal para con el texto de ley propuesto, por ello de la manera más respetuosa me permito recomendar que se apoye la excitativa legislativa, misma que redunda en una mejor tutela de la Hacienda Pública”. 
4. El Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR) apoya la  atinencia de la reforma a fin de que se suprima la práctica irregular de utilizar la plataforma de ayuda social como un trampolín político. 
5. El ITCR vigilante de la autonomía universitaria, materializada en la  potestad da darnos el autogobierno y la normativa interna, además de apoyar la reforma planteada, reitera a los legisladores la necesidad de propiciar desde todos los espacios legislativos, la defensa de ese principio sagrado y como tal, diferenciar la rendición de cuentas que las universidades estatales deben dar, pero conforme a su normativa interna y los intereses de la educación superior que no pueden estar sujetos a criterios de alcance general, que pudieran afectarla o limitarla, siendo a lo interno de estas que  se defina,  como y para que pudiéremos realizar actividades de extensión y ayuda social dentro de nuestros parámetros, sin que estas normas invadan esta esfera autonómica.
SE PROPONE:
a. Apoyar el Proyecto de Ley “Adición de un párrafo final al Artículo 3 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.048, en razón de que la misma redunda en una mejor tutela de la Hacienda Pública.
b. Recomendar a la Asamblea Legislativa agregar un tercer párrafo al Artículo 3 de la Ley, que diga lo siguiente.
“Las universidades estatales se reservarán el alcance en  la aplicación de estas disposiciones, conforme a la autonomía universitaria consagrada en el Artículo 84 de la Constitución Política y bajo los criterios internos de extensión y ayuda social a la comunidad nacional”
c. Comunicar este acuerdo a la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa.
La Licda. Bertalía Sánchez da lectura a la propuesta.
El señor Johnny Masís solicita que considerando que se está contemplando la autonomía universitaria, sería importante coordinar con las otras universidades para hacer un bloque común ante la Asamblea Legislativa.
El señor Eugenio Trejos solicita agregar un inciso que diga que se le remita este acuerdo a los Consejos Universitarios y al  CONARE. 
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. Se recibió Oficio CG-489-2008 del 2 de octubre del 2008, suscrito por la Sra. Rosa María Vega Campos, Jefa de Área, Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, en el cual solicita criterio del Consejo Institucional sobre el Proyecto “Adición de un párrafo final al Art. 3 de la Ley de Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422 del 6 de octubre del 2004 y sus reformas” Exp. No. 17.048.
2. Mediante oficio SCI-704-2008 con fecha 15 de octubre del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, se remite para análisis y respectivo dictamen a la Licda. Maureen Reid V., Asesora Legal del Consejo Institucional, el proyecto denominado “Adición de un párrafo final al Art. 3 de la Ley de Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422 del 6 de octubre del 2004 y sus reformas”.
3. Se recibió el Oficio SCI-880-2008 con fecha 17 de diciembre de 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid V., Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual presenta el pronunciamiento sobre el Proyecto de Ley “Adición de un párrafo final al Artículo 3 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422”.  Exp. No. 17.048, el cual dice: “…No encuentra la suscrita, objeción de orden legal para con el texto de ley propuesto, por ello de la manera más respetuosa me permito recomendar que se apoye la excitativa legislativa, misma que redunda en una mejor tutela de la Hacienda Pública”. 
4. El Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR) apoya la  atinencia de la reforma a fin de que se suprima la práctica irregular de utilizar la plataforma de ayuda social como un trampolín político.
5. El ITCR vigilante de la autonomía universitaria, materializada en la  potestad da darnos el autogobierno y la normativa interna, además de apoyar la reforma planteada, reitera a los legisladores la necesidad de propiciar desde todos los espacios legislativos, la defensa de ese principio sagrado y como tal, diferenciar la rendición de cuentas que las universidades estatales deben dar, pero conforme a su normativa interna y los intereses de la educación superior que no pueden estar sujetos a criterios de alcance general, que pudieran afectarla o limitarla, siendo a lo interno de estas que  se defina,  como y para que pudiéremos realizar actividades de extensión y ayuda social dentro de nuestros parámetros, sin que estas normas invadan esta esfera autonómica.


ACUERDA:
a. Apoyar el Proyecto de Ley “Adición de un párrafo final al Artículo 3 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.048, en razón de que la misma redunda en una mejor tutela de la Hacienda Pública.
b. Recomendar a la Asamblea Legislativa agregar un tercer párrafo al Artículo 3 de la Ley, que diga lo siguiente. “Las universidades estatales se reservarán el alcance en  la aplicación de estas disposiciones, conforme a la autonomía universitaria consagrada en el Artículo 84 de la Constitución Política y bajo los criterios internos de extensión y ayuda social a la comunidad nacional”
c. Comunicar este acuerdo a la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa.
d. Comunicar este acuerdo a los Consejos Universitarios de las Universidades Públicas
e. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2591
CAPÍTULO ASUNTOS VARIOS
ARTÍCULO 14.	 Servicio a estudiantes en vacaciones
El señor Víctor Estrada informa que en la Federación de Estudiantes han recibido quejas sobre varios servicios, dado que, se les olvida que los estudiantes se quedan en Cursos de Verano, y el servicio de buses queda suspendido y el LAIMI también lo cierran, y la biblioteca está abierta en horarios no adecuados, por lo que solicita tener las previsiones necesarias para que en verano se mantengan ciertos servicios, si bien no al 100%, pero sí con horarios adecuados para los estudiantes.
La señora Rosaura Brenes informa que dado que este problema se ha presentado a través de los años, la Comisión de Asuntos Académicos había hecho una solicitud a la Vicerrectoría de Docencia para que junto con la VIESA dieran una solución a este y otros  problemas, y según se informó ya esto se había solucionado y retomará el caso.
El señor Eugenio Trejos informa que ya esto también se había conversado con los Vicerrectores, por lo que, solicitará también  un informe al respecto para que se tomen las medidas pertinentes, igual conversará con el Director del Centro de Cómputo.
ARTÍCULO 15.	 Agradecimiento 
El señor Roberto Gallardo agradece a todos por la votación de la semana pasada para la creación del  CTEC. Agradece también que se haya tomado en cuenta la propuesta que envió. Agrega que presentará una modificación  del acuerdo porque no está de acuerdo con la integración de la Comisión, y considera que tiene dos debilidades, le tranquiliza mucho que el señor Edgardo Vargas, esté en la misma por su conocimiento y experiencia.
ARTÍCULO 16.	 Deseos de Feliz Navidad
La señora Rocío Poveda les desea una  feliz navidad.
ARTÍCULO 17.	 Agradecimiento por agendas
La señora Rosaura Brenes agradece a la Dirección Ejecutiva por las agendas  y solicita enviar agradecimiento a la Editorial Tecnológica por el pin enviado.
ARTÍCULO 18.	 Recordatorio construcción de casetilla e iluminación de las gradas
El señor Víctor Estrada  recuerda la construcción de la casetilla y la iluminación de las gradas en la salida al Residencial.
Se le informa que ya se están tomando las medidas.
ARTÍCULO 19.	 Agradecimiento del señor Eugenio Trejos por la labor del año
El señor Eugenio Trejos desea agradecer a todas y todo el trabajo y abnegación durante este año y desearles  el mejor de los momentos en estas fiestas y s para este nuevo año mucha paz para Costa Rica y el planeta entero. Que Dios los Bendiga  a todos y todas.
ARTÍCULO 20.	Informe de Prensa
La señora Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, comunica que recibió copia de Informe de Prensa correspondiente al 18 de noviembre del 2006, el cual ha sido circulado en el transcurso de esta Sesión.  (Documento adjunto a la carpeta de esta acta).
Siendo la  una de la tarde  con veinticinco minutos se levanta la Sesión.  
BSS/apmc REVISADA

[bookmark: _1fob9te]

image05.png




image07.png




image09.png




image11.png




image01.png




image03.png




